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Preámbulo

Alfonso Flores Ramírez

Encargado de la Dirección General de Gestión

Integral de Materiales y Actividades Riesgosas

México, D.F. Diciembre 2006

La Dirección General de Gestión Integral de Materiales y Actividades Riesgosas (DGGIMAR), de la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental, de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), se dio a la tarea de desarrollar un proyecto para crear o reactivar en las 32 entidades federativas del país, Núcleos Técnicos de la Red Mexicana de Manejo Ambiental de Residuos (REMEXMAR), constituida en 1996, el cual culminó en octubre 2006.
La idea del proyecto surgió tras la publicación de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de México, el 8 de octubre de 2003, la cual prevé que se emitan leyes estatales en la materia que reflejen las necesidades de cada entidad y que se basen en los diagnósticos básicos relativos al tipo de residuos que se generan en ellas, sus volúmenes, sus fuentes generadoras y sus capacidades locales de gestión. 

La autora de este Manual participó en el proyecto citado e impartió cursos-talleres en cada una de las entidades federativas, en los cuales los participantes realizaron ejercicios de discusión de los problemas relacionados con la gestión de los residuos en sus localidades o lugares en donde realizan sus actividades e intercambiaron ideas acerca de sus posibles soluciones.

Con apoyo de los correos electrónicos de los participantes en los cursos mencionados, se inició el envío regular de información relativa al tema a través de Internet y se abrió un foro para recibir opiniones o contestar dudas, lo cual involucró además a otros interesados 
El presente Manual constituye uno de los resultados del proyecto REMEXMAR, así como del activo intercambio de información y comunicación a través de redes electrónicas, centrado en la consideración de los aspectos básicos a tomar en cuenta al formular o revisar leyes locales en materia de gestión de residuos y otros ordenamientos jurídicos derivados de ellas, siguiendo un marco conceptual que cubre las cuestiones más relevantes tratadas en los cursos o plasmadas en la correspondencia con los distintos interlocutores.

Cabe señalar que para sustentar la Ley General a la que se hace referencia, la autora de este Manual escribió seis libros que fueron publicados por la Cámara de Diputados Federal durante la LVIII Legislatura que, entre otros, contienen un diagnóstico nacional de la situación de los residuos y un análisis de las experiencias nacionales y de otros países en materia de legislación y gestión de los residuos. 
 
También es importante destacar que para complementar ese diagnóstico y análisis preliminares, su autora escribió o recabó una serie de documentos para facilitar la aplicación de la Ley General y la integración de los ordenamientos jurídicos que deriven de ella, que se encuentran disponibles en el portal al que se ha estado haciendo referencia.
Objetivos, Público Objetivo, Estructura y Alcances del Manual
Objetivo general

Que los interesados en tomar parte en la formulación o revisión de leyes relativas a la gestión de los residuos, una vez conocido el porqué, para qué y cómo se requiere prevenir la generación y contar con formas de manejo seguro y sustentable de los residuos, así como el porqué, para qué y cómo se establecen leyes ambientales, contribuyan a hacer propuestas de ordenamientos jurídicos en la materia, ambientalmente efectivos, económica y tecnológicamente viables y socialmente aceptables.

Objetivos particulares

· Incentivar que en el contexto de la responsabilidad compartida, pero diferenciada, en la gestión de los residuos, de todos los sectores involucrados en su generación y manejo, éstos tomen parte en el diseño, formulación, revisión y puesta en práctica de las leyes y demás ordenamientos en la materia que les aplican a nivel local.

· Fomentar la formulación y el cumplimiento de leyes tendientes a resolver los problemas que plantean los residuos, con pleno conocimiento de causa y con un enfoque “todos ganan”, que refleje de manera balanceada los intereses de los distintos sectores sociales.

· Contar con un material didáctico que pueda servir de base para la educación y capacitación ciudadana y de grupos objetivo particulares, en cada entidad y municipio, de una manera interactiva que lleve a adecuar las formas de regulación, control y manejo de los residuos, a las necesidades, circunstancias y prioridades locales.

· Desarrollar un material modular, susceptible de ser continuamente mejorado y adecuado a las necesidades de los grupos objetivo, así como a los cambios en el conocimiento y lecciones derivadas de su aplicación.

Público Objetivo

Todos los ciudadanos interesados en tomar parte en el diseño de los proyectos técnicos de iniciativas de ley o en la revisión de leyes relativas a la gestión de los residuos, de una manera informada, organizada y propositiva (particularmente quienes están organizados en redes o de alguna forma que facilite el trabajo en grupo), sean estos integrantes de las instancias legislativas, dependencias gubernamentales, industria, empresas comerciales o de servicios, asociaciones profesionales, instituciones académicas, organizaciones ambientalistas y de la sociedad civil y otros.

Estructura del documento

El documento, que ha ido desarrollándose y sometiéndose a la consideración de los interesados de manera paulatina, utiliza como marco de referencia para abordar el tema de la legislación de los residuos, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de México (LGPGIR), partiendo de la base de que las diferentes entidades del país y algunos países de la región la están utilizando como modelo para desarrollar las propias.

Sin embargo, la estructura del documento no sigue la de la propia ley, pues lo que se busca es que antes de que se escriba o reforme una ley en la materia, se tenga claro porqué es necesario dejar de producir o reducir la cantidad de residuos que se están generando, qué ventajas tiene su valorización, qué beneficios derivan de su manejo seguro y sustentable, qué actores deben de intervenir y otra serie de cuestiones básicas. Esto en razón de que, tal conocimiento, aunado al del relativo al porqué y cuando se requiere formular una ley ambiental en la materia, puede permitir innovar al integrar una iniciativa de ley y no necesariamente reproducir modelos que responden a otros contextos.

Cabe señalar que la iniciativa original de la Ley General, presentada ante la Cámara de Diputados el 27 de noviembre de 2001, fue sustentada en un amplio diagnóstico de la situación nacional e internacional en la materia, pero fue ampliamente transformada durante el año y medio que duró el proceso de dictamen, al recoger disposiciones de otras dos iniciativas de ley sobre residuos, así como las opiniones de los sectores interesados. Lamentablemente, no se dieron las condiciones para realizar un ejercicio como el que ahora se propone, de construcción de consensos de manera informada, organizada y propositiva.

Por lo anterior, al aprobarse en el Senado, se reconoció que se trata de una ley perfectible, es decir que en su forma actual no es totalmente satisfactoria, de manera que al desarrollar este material y al aplicarlo para incentivar ejercicios participativos de formulación o revisión de leyes en la materia, se debe adoptar una posición crítica que permita reconocer las fallas, ambigüedades, vacíos o inconsistencias del modelo de ley del que se parte, para superarlos en las propuestas de nuevas iniciativas.

Alcances del documento

Este documento no tiene valor si los interesados no manifiestan su interés aportando sus ideas acerca de cómo deben ser elaboradas las leyes para que respondan a las necesidades y contextos locales.

Tampoco puede ser útil para el propósito que persigue de servir de sustento a los procesos de formulación o revisión de leyes sobre la gestión de los residuos, con la participación de los interesados, si quienes tradicionalmente han estado involucrados en la regulación, control y prestación de servicios en la materia no comparten sus conocimientos, experiencias y problemas enfrentados en su labor.

No debe perderse de vista que cada término definido en las leyes y cada disposición contenida en ellas, tiene implicaciones legales, ambientales, económicas, sociales y de otra índole, por lo cual deben de tener sentido y justificarse.

Para ilustrar este hecho, baste mencionar que el establecimiento de umbrales de generación de residuos para definir lo que se entiende por microgenerador, pequeño generador y gran generador de residuos, conlleva una complejidad de consecuencias en términos de quién controla a qué generador, a qué se obliga a cada generador y qué costos de transacción implica dicho control. Por lo tanto, no es trivial la definición de a partir de cuántas toneladas anuales de generación de residuos, se establece cada categoría.

A pesar de tal circunstancia, durante el año y medio que duró el proceso de dictaminación de la Ley General que sirve de referencia a este documento, no se recibió ninguna propuesta para ajustar los umbrales de generación de residuos antes citados, pero una vez publicada no dejan de manifestarse inconformidades al respecto.

Por lo antes expuesto, los alcances de este documento serán distintos si solo se basa en la preocupación e interés de quienes lo escriben o si los demás interesados suman sus aportaciones, pues entonces puede preverse que se amplíen considerablemente.

CAPÍTULO I. ASPECTOS INTRODUCTORIOS

Introducción al Marco Lógico

Como el propósito del Manual es que se constituya en un material didáctico, para ser analizado y discutido por quienes intervengan en la formulación o reforma de las leyes en materia de gestión de residuos, está dividido en capítulos que se espera faciliten la comprensión a fondo de cada uno de los rubros cubiertos en la Ley General que sirve de marco y de la forma en que sus capítulos se relacionan unos con otros.

En este contexto se consideran como elementos claves del marco lógico a considerar, los siguientes:

Sustentabilidad de las leyes 

Puesto que las leyes en esta materia buscan proteger el bien público de las amenazas que derivan de las conductas de terceros (en cuanto a la generación y formas de manejo de los residuos)  de una manera sustentable, es decir: ambientalmente efectiva, económicamente viable y socialmente aceptable, se debe cuidar que sus disposiciones aseguren el cambio de las conductas negativas combinando estos tres criterios.
Aplicabilidad de las leyes

Lo anterior significa considerar que sus disposiciones puedan ser aplicadas en todo tiempo y lugar (no se puede legislar lo imposible). Ello  implica que se basen en los principios de realidad (cada entidad federativa y municipio atraviesan por circunstancias y tienen vulnerabilidades distintas), gradualidad (para el desarrollo de las condiciones que permitan su aplicabilidad) y flexibilidad (a través de medidas diferenciadas que distribuyan los costos de transacción en su administración de manera acorde con la contribución a la generación de residuos por los generadores y las condiciones del lugar en el que éstos se generan).

Desempeño de las leyes

Desde la formulación de las leyes se debe anticipar el efecto que se espera derive de su aplicación y la forma en que se medirá si se está produciendo dicho efecto, así como los indicadores de desempeño a través de los cuales se pueda determinar que se están aplicando de manera efectiva en términos de inducir la minimización de la generación de residuos, su valorización y manejo sustentable; aspectos que requieren ser cubiertos en el propio texto de las leyes.

Participación de los interesados en la formulación y aplicación de las leyes

Si las leyes buscan el bien público es esencial que quienes serán protegidos por ellas participen en el proceso de su elaboración, para que estos ordenamientos reflejen de manera balanceada los intereses de todos los sectores y sean respetadas por éstos. A la vez, como todos los sectores son generadores de residuos, debe existir una responsabilidad común, pero diferenciada, de cada uno de ellos en su cumplimiento, lo que también debe quedar asentado en las propias leyes. 

Carácter Ambiental de las Leyes

Efecto esperado de la aplicación de las leyes

El efecto que busca inducir la legislación es la protección de los recursos naturales y del bien público de los riesgos que conlleva el desperdicio de bienes y la liberación al ambiente de contaminantes que pueden dañar al ambiente y la salud humana, en un marco de desarrollo sustentable.

Problemas ambientales y sanitarios que se buscan evitar o minimizar a través de la legislación de los residuos con carácter preventivo y beneficios resultantes

Agotamiento de recursos: La explotación de los recursos naturales para la obtención de materiales destinados a la producción de bienes, incluyendo los combustibles requeridos para generar la energía utilizada con tal fin, constituye una amenaza para las fuentes de unos y otros, que se puede disminuir mediante la reutilización, el reciclado y el aprovechamiento del poder calorífico de los materiales que hoy en día se desperdician en forma de basura. De ahí la importancia de los cambios de conducta tendientes a evitar o reducir la generación de residuos y a inducir su valorización.
Presiones sobre la naturaleza: Los procesos biológicos no generan desechos porque en la naturaleza existen una multitud de organismos que se encargan de degradarlos para reintroducir en el ciclo de la vida los materiales que componen los cadáveres o restos de plantas y animales. Sin embargo, los avances tecnológicos han contribuido a introducir al comercio productos compuestos de materiales no degradables o de lenta degradación, de manera que su disposición final está ejerciendo presiones excesivas sobre la naturaleza y creando pasivos ambientales en forma de entierros de residuos que compiten con los usos productivos de los terrenos en los que se encuentran. Esto explica la necesidad de disminuir a un mínimo la cantidad y a limitar los tipos de residuos destinados a disposición final.
Generación de gases con efecto de invernadero: La descomposición de los residuos orgánicos produce biogases como el metano que están provocando el cambio en el clima a nivel mundial, con los consecuentes riesgos para la humanidad y los ecosistemas. De ello deriva el interés en controlar la generación del metano, de aprovecharlo como fuente de energía y de negociar la venta de “bonos de carbono”, en el marco del Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL), establecido en el contexto del Convenio sobre Cambio Climático y el Protocolo de Kioto, con lo cual se valorizan los residuos orgánicos y se obtienen ingresos a partir de ello, en lugar de generar riesgos ambientales. 

Generación de lixiviados y contaminación del agua: El entierro de residuos orgánicos, conlleva el riesgo de que se generen lixiviados, es decir líquidos que se forman por la reacción, arrastre o filtrado de los materiales que constituyen los residuos y que contiene en forma disuelta o en suspensión, sustancias que pueden infiltrarse en los suelos o escurrirse fuera de los sitios en los que se depositan los residuos y que puede dar lugar a la contaminación del suelo y de cuerpos de agua, provocando su deterioro y representar un riesgo potencial a la salud humana y de los demás organismos vivos. Por esta razón existe interés por limitar la cantidad de residuos orgánicos húmedos que se disponen en los sitios de disposición final, en seleccionar la ubicación de estos sitios para prevenir la infiltración de lixiviados hacia el subsuelo y en adoptar medidas de ingeniería para su control, lo cual podría evitarse si solo se enterraran residuos secos.
Desarrollo de fauna nociva: Los residuos orgánicos que se pudren y contienen nutrientes atraen a multitud de insectos, ratas, aves de rapiña y otro tipo de fauna que son reservorios de microbios que se transmiten a los seres humanos,  por lo cual se deben adoptar medidas para prevenir y controlar este riesgo, que se sumen a las tendientes a valorizar los residuos orgánicos y reducir la cantidad de ellos que se destinan a disposición final.
Riesgos a la salud por sustancias tóxicas o peligrosas: Diversos de los materiales y productos que se consumen en los hogares y establecimientos industriales, comerciales y de servicios contienen sustancias tóxicas o peligrosas (corrosivas, reactivas, explosivas o inflamables) que pueden ocasionar riesgos a la salud y al ambiente, que pueden ser prevenidos o minimizados a través de buenas prácticas de consumo y producción, así como de manejo al final de su vida útil, que deben sustentarse legalmente.
Riesgos de los microbios contenidos en los residuos y de los objetos cortantes: Los residuos sanitarios que contienen microbios (como pañuelos y pañales desechables, toallas sanitarias y material de curación) que se generan en los hogares, en los diversos establecimientos y en los servicios médicos, demandan un manejo separado del resto de los residuos y tendiente a prevenir que ocurran infecciones, para lo cual es preciso que los objetos cortantes se tiren a la basura en contenedores rígidos con tapa para evitar que produzcan heridas que faciliten el ingreso de los microbios al organismo de los individuos que manejan los residuos.
Riesgos de los residuos salinos: Los residuos salinos que se disponen en los suelos provocan graves deterioros en éstos e interfieren con el crecimiento de las especies vegetales y la vida de los diversos microorganismos que los pueblan, con lo cual se pierden tierras productivas, haciendo necesario el control y disposición adecuada de este tipo de residuos.
Riesgos de los residuos que se disponen en grandes volúmenes: Los residuos que se disponen en grandes volúmenes en los rellenos sanitarios (como residuos de la construcción o de envases y embalajes de plástico), agotan rápidamente su vida útil y en caso de tirarse en barrancas, cauces de ríos y otros sitios inadecuados pueden provocar inundaciones, constituirse en nichos de vectores de enfermedades y causar otra serie de problemas ambientales y sanitarios; ello demanda medidas de control tendientes a limitar su disposición final e incentivar su valorización ya que en gran parte son reutilizables o reciclables.
Objeto de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos

Como la iniciativa original de esta Ley se formuló con la intención de lograr el efecto ambiental y resolver los problemas ambientales señalados previamente, su objeto se expresó como sigue:

	La presente Ley es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la protección al ambiente en materia de prevención y gestión integral de residuos, en el territorio nacional. Sus disposiciones son de orden público e interés social y tienen por objeto garantizar el derecho de toda persona al medio ambiente adecuado y propiciar el desarrollo sustentable a través de la prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de los residuos peligrosos, de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial; prevenir la contaminación de sitios con estos residuos y llevar a cabo su remediación.


En el mismo artículo en el cual se define el objeto de la Ley, se indica que en ella se establecen  bases para lo siguiente (que refuerza el enfoque de solución de problemas ambientales en un marco de desarrollo sustentable):

	I. Aplicar los principios de valorización, responsabilidad compartida y manejo integral de residuos, bajo criterios de eficiencia ambiental, tecnológica, económica y social, los cuales deben de considerarse en el diseño de instrumentos, programas y planes de política ambiental para la gestión de residuos;

II. Determinar los criterios que deberán de ser considerados en la generación y gestión integral de los residuos, para prevenir y controlar la contaminación del medio ambiente y la protección de la salud humana;

III. Establecer los mecanismos de coordinación que, en materia de prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de residuos, corresponden a la Federación, las entidades federativas y los municipios, bajo el principio de concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. Formular una clasificación básica y general de los residuos que permita uniformar sus inventarios, así como orientar y fomentar la prevención de su generación, la valorización y el desarrollo de sistemas de gestión integral de los mismos;

V. Regular la generación y manejo integral de residuos peligrosos, así como establecer las disposiciones que serán consideradas por los gobiernos locales en la regulación de los residuos que conforme a esta Ley sean de su competencia;

VI. Definir las responsabilidades de los productores, importadores, exportadores, comerciantes, consumidores y autoridades de los diferentes niveles de gobierno, así como de los prestadores de servicios en el manejo integral de los residuos;

VII. Fomentar la valorización de residuos, así como el desarrollo de mercados de subproductos, bajo criterios de eficiencia ambiental, tecnológica y económica, y esquemas de financiamiento adecuados;

VIII. Promover la participación corresponsable de todos los sectores sociales, en las acciones tendientes a prevenir la generación, valorización y lograr una gestión integral de los residuos ambientalmente adecuada, así como tecnológica, económica y socialmente viable, de conformidad con las disposiciones de esta Ley;

IX. Crear un sistema de información relativa a la generación y gestión integral de los residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo especial, así como de sitios contaminados y remediados;

X. Prevenir la contaminación de sitios por el manejo de materiales y residuos, así como definir los criterios a los que se sujetará su remediación; 

XI. Regular la importación y exportación de residuos;

XII. Fortalecer la investigación y desarrollo científico, así como la innovación tecnológica, para reducir la generación de residuos y diseñar alternativas para su tratamiento, orientadas a procesos productivos más limpios, y

XIII. Establecer medidas de control y de seguridad para garantizar el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y las disposiciones que de ella se deriven, así como para la imposición de las sanciones que correspondan.


Principios Básicos a Considerar en las Leyes de Residuos

Los principios que se establecen en estas leyes tienen como propósito orientar en todo momento, y en todo tipo de instrumentos, la gestión de los residuos. A continuación se refieren algunos que quedaron planteados en la exposición de motivos que hicieron los legisladores para sustentar la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y se comenta su razón de ser. Varios de estos principios ya han sido considerados en la introducción de este documento, mientras que otros no aparecen explícitos en la citada Ley y se plantean para tener una visión de conjunto de todos ellos.

	Principio
	Razón de Ser

	Realidad
	Este principio se basa en el reconocimiento de que cada entidad y municipio enfrenta situaciones distintas en cuanto a generación de residuos, capacidades de gestión y vulnerabilidad ante sus riesgos, que deben ser consideradas al legislar al respecto

	Gradualidad
	Este principio parte de la aceptación de que no se puede legislar lo imposible y que la aplicación de las disposiciones legales, que dependen del desarrollo de infraestructura y de capacidades, debe ser paulatina y descansar en programas de fortalecimiento en la materia 

	Flexibilidad
	Las leyes basadas en la prevención de riesgos y en el establecimiento de sistemas de gestión de residuos costo-efectivos, requieren dar un trato diferenciado a las fuentes generadoras, en función de los tipos, cantidades y frecuencia de los residuos que generan, eliminando las barreras que se han opuesto a su manejo ambientalmente adecuado.

	Responsabilidad común pero diferenciada
	Estas leyes deben partir del reconocimiento de que los residuos son muestra de deficiencias en el aprovechamiento de materiales y constituyen contaminantes potenciales, por lo cual deben repartir el peso de la carga de su gestión entre todos los involucrados, pero tomando en cuenta sus diferente contribución a la generación de residuos.

	Consumo sustentable
	Para incidir en las prácticas de consumo, las leyes deben conducir a los generadores a hacer “compras inteligentes” que den prioridad a los productos reciclables o reciclados, que se puedan devolver al productor para su reciclado o que contengan pocos o ningún material peligroso, a fin de que no se generen residuos peligrosos.

	Producción sustentable 
	Para incidir en los procesos de producción que generan residuos, las leyes deben inducir la adopción de procesos limpios y ecoeficientes, que consuman menos materiales y energía, y en los que se busque sustituir los insumos peligrosos por otros que no lo sean o lo sean menos.

	Prevención y minimización
	Partiendo del concepto de que no hay mejor residuo que el que no se genera y de la obligación del generador de “internalizar” los costos económicos y ambientales que conlleva la generación de residuos, las leyes deben alentar que se elimine o reduzca la generación de los mismos tanto como sea posible.

	Manejo integral sustentable
	Siguiendo un enfoque como el que plantean los principios en los que debe sustentarse la legislación de los residuos, su manejo debe cubrir una variada gama de posibilidades y actividades, que parten de la adopción de medidas para reducir, reutilizar, reciclar, co-procesar energéticamente y disponer finalmente de los residuos, así como de las relativas a su acopio, almacenamiento temporal y transporte.

	Asunción de los costos por el generador
	Estas legislaciones deben eliminar los subsidios perversos a los contaminadores potenciales, es decir, a quienes generan residuos; los cuales deben pagar el precio justo por su manejo, tomando en cuenta no solo el costo de su recolección, procesamiento y disposición final, sino también de los costos ambientales que se buscan prevenir mediante sistemas sustentables de manejo de residuos. Esto se convertirá en incentivo para la minimización y valorización de los mismos.

	Valorización 
	Este es uno de los principios coyunturales pues se constituye en una estrategia “todos ganan”, ya que el aprovechamiento del valor de los materiales contenidos en los residuos, entre otros: beneficia a los generadores que reducen el pago por su manejo como residuos e incluso pueden obtener ingresos por su venta, a la vez que reduce la presión que se ejerce sobre los rellenos sanitarios y la naturaleza.   

	Disposición final de los residuos como última opción
	Aún cuando es indispensable contar con rellenos sanitarios y confinamientos controlados para el manejo de los residuos que por el momento no sea posible evitar o valorizar, éstos deben desarrollarse de manera modular y ser selectivos en cuanto al tipo y volúmenes de residuos a confinar. A su vez, deben de ser ubicados, diseñados, construidos, operados y cerrados, conforme a la normatividad ambiental, para evitar crear pasivos ambientales. 


¿Cómo pasar de la declaración de principios a la acción?

Hasta ahora solo se han cubierto algunos de los aspectos que permiten entender el efecto ambiental que se busca lograr con el desarrollo y aplicación de una legislación en materia de prevención y gestión integral de los residuos, lo cual ha quedado plasmado en algunas de las disposiciones generales introductorias de la ley general que se utiliza en este documento como referencia.

Lo anterior ha quedado expresado de tres maneras: en el objeto de la ley, en las bases y en los principios que establece para su implementación.

Queda pendiente determinar en otros capítulos, a través de que medidas, acciones o instrumentos se logrará el efecto deseado, se buscará resolver los problemas identificados y se tratará de que se aprovechen las oportunidades que derivan de una gestión sustentable de los residuos, aplicando la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de los distintos sectores involucrados.

Por esta circunstancia, cada vez que se aborde un nuevo tema relativo a los aspectos a regular, se llamará la atención sobre el problema ambiental que se busca resolver y de qué manera la disposición jurídica a la que se haga referencia contribuirá a ello.

Ideas para discutir en grupo

· Los problemas que ocasionan los residuos en cada comunidad

· Quienes ocasionan los problemas

· Porque se ocasionan los problemas

· El conocimiento de la comunidad acerca del problema

· El interés personal y colectivo en contribuir a la solución del problema 

· Otras de su interés

CAPÍTULO II. RESIDUOS Y FUENTES GENERADORAS

Este capítulo del Manual se centra en la descripción de los elementos y criterios claves que se emplean para acotar el universo de residuos y de generadores que están sujetos a regulación y control. Cada definición y clasificación responde justamente a un marco lógico orientado a cambiar conductas y es la base para la distribución diferenciada de responsabilidades y obligaciones, así como de competencias de las autoridades a cargo de su gestión, por ello debe de existir un claro entendimiento de su importancia y papel que juegan.

Para analizar la forma en que se puede abordar en las leyes en la materia la definición de los residuos y de las fuentes de generación a regular, se utilizan a continuación las definiciones comprendidas en la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, en el entendido de que se trata de una ley de referencia y no de una ley modelo, pues algunas de sus disposiciones podrían requerir su revisión y reforma, por lo cual se llamará la atención sobre aspectos coyunturales que requieren de una consideración más profunda.

Universo de Residuos a Regular y Controlar

Qué no es un residuo

La legislación en este campo se basa en el reconocimiento de que muchos de los materiales y productos que se desechan  y terminan en los sitios de disposición final como basura, están dotados de valor y pueden ser aprovechados, disminuyendo con ello las presiones que se ejercen sobre los recursos naturales para extraer materias primas al mantener dichos materiales en la arena comercial.

Con base en este reconocimiento, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos incorpora en la definición de residuo, el siguiente concepto:

	Residuo es todo material o producto que el que posee desecha y que es susceptible de valorización.


Con ello se busca que los materiales y productos valorizables que se eliminan como residuos no se desechen y se sujeten a procesos de reutilización, reciclado o aprovechamiento de su poder calorífico.

Desde esta perspectiva, los residuos que se valoricen dejan de ser considerados como tales para fines legales y las disposiciones de la ley no les aplican, en la medida en que se conviertan en “subproductos” o “materiales secundarios”.

Sin embargo, para que este precepto aplique, los poseedores de los materiales valorizables que han venido desechándose como residuos o basura, tienen que dar a conocer a las autoridades competentes cómo van a valorizarlos, para lo cual requieren presentar un “Plan de Manejo”, que describa los tipos y volúmenes de residuos que se sujetarán a procesos de reutilización, reciclado o co-procesamiento energético.

Qué es un residuo para fines legales

En la misma definición de residuo de la Ley General, antes citada, se entiende como sigue a un residuo:

	Residuo: Material o producto cuyo propietario o poseedor desecha y que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o gas contenido en recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamiento o disposición final conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás ordenamientos que de ella deriven


Desde esta perspectiva, la Ley identifica como residuo al material o producto que se desecha, que sea sólido, semisólido o que sea un líquido o gas contenido en un recipiente, es decir, excluye a los líquidos que se descargan al drenaje o los gases que se emitan al aire por las chimeneas u otros medios, que están sujetos a otras regulaciones.

Qué se entiende como residuos sólidos urbanos

De acuerdo con la Ley son:

	Residuos Sólidos Urbanos: Los generados en las casas habitación, que resultan de la eliminación de los materiales que utilizan en sus actividades domésticas, de los productos que consumen y de sus envases, embalajes o empaques; los residuos que provienen de cualquier otra actividad dentro de establecimientos o en la vía pública que genere residuos con características domiciliarias, y los resultantes de la limpieza de las vías y lugares públicos, siempre que no sean considerados por esta Ley como residuos de otra índole


Esta definición pone énfasis en el origen de estos residuos, que son los materiales o productos que se consumen (incluyendo sus envases y embalajes). A su vez, reconoce que este tipo de residuos del consumo se pueden generar también en establecimientos y en la vía pública. Por último se excluyen como residuos de esta categoría, los que pertenezcan a otras categorías consideradas en la Ley. 

En esta definición se anticipa que algunos de residuos del consumo generados en los hogares, en los establecimientos y en las vías públicas, pueden caer en otras categorías sujetas a formas de manejo diferentes, es decir, se prevé que la gestión de este tipo de residuos puede ser distinta cuando se ubican en otras categorías. 

Qué se entiende como residuos de manejo especial

La Ley general los define como:

	Residuos de Manejo Especial: Son aquellos generados en los procesos productivos, que no reúnen las características para ser considerados como peligrosos o como residuos sólidos urbanos, o que son producidos por grandes generadores de residuos sólidos urbanos


En esta definición se introducen diferentes conceptos. Uno de ellos parte del reconocimiento de que también se generan residuos (es decir materiales y productos desechados), a partir de procesos productivos, en los cuales se transforman materias primas o insumos en productos (incluyendo envases y embalajes), pero en los que se generan involuntariamente subproductos no deseados y productos fuera de especificación que terminan desechándose.

Otro concepto es el relativo a que además pueden considerarse como residuos de manejo especial, los residuos sólidos urbanos generados por grandes generadores (para la Ley estos son los que generan más de diez toneladas al año). Este concepto anticipa que en el texto de la Ley se establecerán obligaciones diferentes a quienes generen grandes volúmenes de residuos, lo cual es acorde con su propósito de promover la prevención de la generación y la minimización de residuos y una gestión basada en la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de quienes generen o manejen los residuos. Así mismo, se anticipa que la generación de grandes volúmenes de residuos constituye una amenaza particular para la naturaleza (por ejemplo, por la pérdida o desperdicio de recursos, porque ellos llenan de manera acelerada los rellenos sanitarios o por los daños que pueden ocasionar, si se toma en cuenta que el riesgo de los residuos no deriva solo de sus características propias, sino también de su cantidad). Por último, la definición anticipa la existencia de otro tipo de residuos de carácter peligroso, distintos para fines legales de los residuos de manejo especial.

Qué se entiende como residuo peligroso

	Residuos Peligrosos: Son aquellos que posean alguna de las características de corrosividad, reactividad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad, o que contengan agentes infecciosos que les confieran peligrosidad, así como envases, recipientes, embalajes y suelos que hayan sido contaminados cuando se transfieran a otro sitio, de conformidad con lo que se establece en esta Ley


En esta definición contenida en la Ley General de referencia, se reconoce que por poseer las características citadas (características CRETIB), estos residuos ameritan un trato distinto tendiente a prevenir que por ellas se ocasionen daños en la salud y al ambiente; lo cual anticipa una forma de manejo que demanda reglas de seguridad mayores que en el caso de los otros residuos.

En el caso de los suelos contaminados con residuos peligrosos, se hace la precisión de que solo cuando se transporten fuera del sitio donde se encuentran, deberán manejarse como residuos peligrosos. Esto hace prever que para fines de remediación de sitios contaminados con ellos, aplicarán criterios distintos para determinar los niveles de limpieza, los que aparecen en el texto de la ley, y que pueden derivar en que se fijen cantidades límites de sustancias tóxicas en un sitio contaminado distintas de las que hacen a un residuo peligroso de conformidad con la norma oficial mexicana correspondiente. 

Qué es un residuo incompatible 

La Ley General los define como sigue:

	Residuos Incompatibles: Aquellos que al entrar en contacto o al ser mezclados con agua u otros materiales o residuos, reaccionan produciendo calor, presión, fuego, partículas, gases o vapores dañinos


La razón que explica el porqué se introduce una definición específica sobre estos residuos, es el carácter preventivo de la Ley, que busca evitar que en el manejo de los residuos se produzcan daños a la salud y al ambiente, a través de que los generadores y quienes los manejan se obliguen a conocer las propiedades de los residuos y contribuyan a su manejo seguro y ambientalmente adecuado.

Clasificación de los Residuos para Facilitar su Manejo

Los tres tipos de residuos que define como tales la Ley: residuos sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos, son susceptibles de ser clasificados con mayor precisión atendiendo a sus características y a la necesidad de facilitar su separación por tipos y de alentar su valorización. Dicha clasificación debe ser única para todo un país (y de ser posible armonizada con la de otros de los países o con la que se utiliza en los convenios internacionales que involucran la gestión de los residuos), para facilitar:

· la elaboración de los inventarios correspondientes, 

· la estimación de la dimensión de los mercados de servicios ambientales en la materia,

· la construcción de los indicadores de desempeño de la gestión de los residuos y 

· su exportación con fines de comercialización o disposición final.

Clasificación de Residuos Sólidos Urbanos del Consumo

Una forma elemental de clasificación, que aplica en particular a los residuos sólidos urbanos del consumo), es la que distingue entre:

· Residuos orgánicos húmedos: por ejemplo, restos de alimentos y de jardinería;

· Residuos secos: que pueden incluir residuos orgánicos (como papel, cartón, textiles, plásticos y madera) e inorgánicos (vidrio, materiales cerámicos, metales y otros).

Clasificación de los Residuos de Manejo Especial de Procesos Productivos

A su vez, los residuos de procesos productivos, considerados como de manejo especial, pueden ser clasificados atendiendo a sus fuentes generadoras, como sigue:

· Residuos de las rocas o los productos de su descomposición que sólo puedan utilizarse para la fabricación de materiales de construcción o se destinen para este fin, así como los productos derivados de la descomposición de las rocas, excluidos de la competencia federal conforme a las fracciones IV y V del artículo 5 de la Ley Minera;

· Residuos de servicios de salud, generados por los establecimientos que realicen actividades médico-asistenciales a las poblaciones humanas o animales, centros de investigación, con excepción de los biológico-infecciosos;

· Residuos generados por las actividades pesqueras, agrícolas, silvícolas, forestales, avícolas, ganaderas, incluyendo los residuos de los insumos utilizados en esas actividades;

· Residuos de los servicios de transporte, así como los generados a consecuencia de las actividades que se realizan en puertos, aeropuertos, terminales ferroviarias y portuarias y en las aduanas; 

· Lodos provenientes del tratamiento de aguas residuales;

· Residuos de tiendas departamentales o centros comerciales generados en grandes volúmenes; 

· Residuos de la construcción, mantenimiento y demolición en general;

· Residuos tecnológicos provenientes de las industrias de la informática, fabricantes de productos electrónicos o de vehículos automotores y otros que al transcurrir su vida útil, por sus características, requieren de un manejo específico

Clasificación Basada en la Distinción Entre Residuos, Subproductos y Productos al Final de su Vida Útil

Como se indicó al hacer referencia a la definición de residuo en la Ley General que sirve de modelo para analizar el marco conceptual en el que pueden sustentarse este tipo de ordenamientos, si quien posee un material o producto no lo desecha, entonces éste no constituye un residuo y puede ser susceptible de valorización o aprovechamiento de distinta índole (lo cual requiere sustentarse en un plan de manejo, cuyas características se describirán en otro capítulo de este manual). 

La Ley prevé también el retorno de ciertos productos al final de su vida útil a los productores (importadores, distribuidores comerciales), a fin de que éstos se ocupen de su reciclado, lo que constituye una medida para inducir el cambio de los productos y de los procesos productivos, a fin de que den preferencia a la utilización de materiales reciclables de baja peligrosidad en la fabricación de los productos comerciales.

Lo antes expuesto hace necesario incluir entre las definiciones de las leyes, los términos de “subproductos” y “productos al final de su vida útil”, lo cual permitirá establecer reglas para inducir que la mayoría de los materiales y productos que se están desechando como residuos, se sujeten a planes de manejo para su valorización.

Clasificación basada en criterios de riesgo

Consistente con el efecto ambiental que se busca lograr y con su objeto, en la Ley General se hace referencia a la necesidad de agrupar y subclasificar los residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo especial en categorías, con el propósito de elaborar los inventarios correspondientes, y orientar la toma de decisiones basada en criterios de riesgo y en el manejo de los mismos. Para ello se propone que la subclasificación de los residuos atienda la necesidad de:

I. Proporcionar a los generadores o a quienes manejan o disponen finalmente de los residuos, indicaciones acerca del estado físico y propiedades o características inherentes, que permitan anticipar su comportamiento en el ambiente;

II. Dar a conocer la relación existente entre las características físicas, químicas o biológicas inherentes a los residuos, y la posibilidad de que ocasionen o puedan ocasionar efectos adversos a la salud, al ambiente o a los bienes, en función de sus volúmenes, sus formas de manejo y la exposición que de éste se derive. Para tal efecto, se considerará la presencia en los residuos, de sustancias peligrosas o agentes infecciosos que puedan ser liberados durante su manejo y disposición final, así como la vulnerabilidad de los seres humanos o de los ecosistemas que puedan verse expuestos a ellos;

III. Identificar las fuentes generadoras, los diferentes tipos de residuos, los distintos materiales que constituyen los residuos y los aspectos relacionados con los mercados de los materiales reciclables o reciclados, entre otros, para orientar a los responsables del manejo integral de residuos, e 

IV. Identificar las fuentes generadoras de los residuos cuya disposición final pueda provocar salinización e incrementos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de agua.

Universo de Generadores a los que Aplica la Ley

Los residuos a los que hace referencia la legislación en la materia se generan en diversos ámbitos y su composición, volumen y frecuencia con la que se generan difieren significativamente de un ámbito a otro. La dimensión del universo de fuentes generadoras y las distintas características de las mismas, han llevado a los gobiernos a distribuir la carga de su regulación y control entre las autoridades de nivel central, regional o local, así como a combinar instrumentos obligatorios y voluntarios, para lograr los cambios de conducta esperados y reducir al máximo los costos de transacción que derivan de su administración.

Esto es algo novedoso y complejo para países que solo han regulado la prestación de los servicios de recolección y manejo de los residuos sólidos municipales o urbanos, y donde el peso de la carga ha recaído tradicionalmente en las autoridades municipales.

Entre los criterios que se han seguido para distinguir entre los diferentes generadores de residuos, se encuentran el volumen de generación por fuente generadora y las características de los residuos (contenidas en las definiciones relativas a los distintos tipos de residuos a los que aplican las leyes: por ejemplo, sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos).

El problema con la definición del umbral de volumen de generación promedio anual, para separar en rangos a las distintas fuentes generadoras, es la falta de estudios o de datos que permitan caracterizarlas desde esta perspectiva. 

A pesar de lo anterior, por la importancia de establecer este tipo de distinción, se recomienda prestar particular atención a la discusión sobre este punto, tomando en cuenta las consecuencias que derivan de pertenecer a uno u otro tipo de fuente generadora (micro, pequeña o gran generadora), en términos de autoridad competente a cargo de su regulación y control, de obligaciones legales que aplican a cada una de ellas o de facilidades que se otorguen a las que menos contribuyen a la generación de residuos.

En el caso de la Ley General de referencia se incluyeron tres definiciones de categorías de generadores que aparecen la figura siguiente, aunque también se consideran en ella los generadores de residuos domiciliarios cuyas características se describen a continuación.

Clasificación de Generadores de Residuos de acuerdo a la LGPGIR
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Generadores domiciliarios

Aunque el término domiciliario se emplea para otros fines en las áreas de servicios urbanos, en el caso de esta legislación se aplica a los generadores de los residuos del consumo de materiales y productos (incluidos sus envases y embalajes), tanto con componentes peligrosos como no peligrosos, que son casas habitación, así como establecimientos de distinta índole o áreas públicas, cuyos residuos tienen un carácter similar. 

Para dar una idea del tamaño del universo de fuentes generadoras de esta categoría, puede utilizarse como referencia la dimensión de la población mexicana, que alcanza más de cien millones de habitantes. Si se considerara que en promedio viven cinco personas por casa habitación, el número de fuentes de esta categoría, generadoras de residuos sólidos urbanos y residuos peligrosos domésticos, ascendería a un total de 20 millones. Esto da una idea del desafío que representa la gestión del universo de residuos generados por estas fuentes particulares, que de acuerdo con el texto de la Ley, corresponde a las autoridades municipales, pero aplicando la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de los diversos sectores generadores de los mismos.

Cabe aclarar que si los establecimientos industriales, comerciales y de servicios generan más de 10 toneladas al año de residuos sólidos urbanos (o sea alrededor de 27.3 kilogramos al día), estos residuos son considerados como de manejo especial, cuya gestión corresponde a las autoridades estatales que no brindan servicios al respecto, por lo que los generadores deben de contratar dichos servicios ya sea por parte de los propios servicios de limpia municipales o por prestadores de servicios privados (o bien desarrollar su propio autoservicio, tratándose de muy grandes generadores).

En cuanto a los residuos peligrosos, los establecimientos que generan hasta 400 kilogramos al año, como se verá más adelante, caen en otra categoría de fuente generadora distinta a las fuentes domiciliarias de residuos domésticos; lo cual tiene implicaciones respecto a su control, el cual puede quedar a cargo de las autoridades estatales que así lo convengan con las autoridades federales con competencia en la materia y su manejo corre por su cuenta.

Establecimientos microgeneradores de residuos peligrosos

De acuerdo con la legislación de referencia, los establecimientos industriales, comerciales o de servicios, que generan hasta 400 kilogramos al año de residuos peligrosos, son considerados como microgeneradores de residuos peligrosos; lo cual en el texto de la Ley les sujeta a distintos tipos de obligaciones particulares.

La razón que explica la diferenciación que se hace entre ellos y los generadores domiciliarios que generan residuos peligrosos domésticos, es que aún cuando en ambos casos se genere una cantidad similar, la composición suele ser distinta en uno y otro caso. Por ejemplo, en los hogares, como resultado del consumo infrecuente y/o variable de distintos productos que contienen materiales peligrosos en su composición, cuando éstos se desechan se generan cantidades diferentes e inconstantes de residuos peligrosos. Por el contrario, en los establecimientos (por ejemplo, talleres mecánicos, imprentas, tintorerías o salones de belleza), se suelen generar residuos peligrosos de ciertos tipos particulares y más constantemente.

El universo de establecimientos industriales, comerciales y de servicios microgeneradores de residuos peligrosos, puede alcanzar cientos de miles, razón por la cual en la Ley se considera la posibilidad de que las autoridades estatales se ocupen de su control.

Pequeños y Grandes Generadores

Estas categorías aplican a las fuentes generadoras de todo tipo de residuos (sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos), en cantidades iguales o mayores a 400 kilogramos y menores a 10 toneladas por año, o iguales o mayores a 10 toneladas por año, respectivamente.

La diferenciación entre pequeños y grandes generadores, tiene implicaciones en cuanto a las obligaciones que deben asumir y en cuanto a las autoridades que se encargarán de su control.

Principalmente, lo que se busca con este tipo de diferenciación es repartir los costos de transacción de la administración de estas fuentes generadoras y de los residuos que generan, de manera proporcional al volumen de residuos que producen (tomando en cuenta las implicaciones ambientales que derivan de ello).

La experiencia ha mostrado que los grandes generadores, contribuyen a generar alrededor del 80 al 90% de los residuos y no constituyen más del 10 por ciento del total de los generadores, por lo cual en un “sistema de gestión inteligente y costo-efectivo”, la atención debe centrarse en primer término en controlar a los más grandes generadores de residuos, con lo cual se previenen o reducen los mayores riesgos derivados de su generación y manejo. 

Para ilustrar la situación en México respecto a los generadores de residuos peligrosos, si se considera que alrededor del 10 al 15% de los residuos de la industria de la transformación son peligrosos, que esta industria está conformada en un 95% o más por pequeñas y microempresas, y que existen más de 200,000 unidades económicas en este sector, se anticipan las ventajas de enfocar de manera prioritaria la atención en el 5% que son grandes empresas y con ello mantener bajo control al volumen más significativo de residuos peligrosos que se generan. En este caso, la responsabilidad del control de los pequeños y grandes generadores de residuos peligrosos corresponde, según se indica en el texto de la Ley, a las autoridades ambientales federales. 

Carácter de las fuentes generadoras

En la nueva legislación de los residuos, todos los sectores son considerados como fuentes potenciales a regular y controlar, ya sea que se trate del sector público, privado o social.

Esta nueva visión plantea un desafío para las dependencias de los tres poderes: legislativo, ejecutivo y judicial, que deberán promover con su ejemplo la aplicación de la nueva legislación.

Lo mismo ocurre con el sector educativo y el sector salud, que como generadores de residuos están obligados a dar cumplimiento a la legislación en la materia, con el propósito de contribuir a garantizar el derecho constitucional de los ciudadanos a un ambiente saludable, educando a su personal, estudiantes y pacientes, para que se conviertan en promotores de la aplicación de la ley en beneficio de todos.

Por su parte, el sector productivo a quien tradicionalmente han aplicado este tipo de legislaciones, encontrará en esta nueva modalidad la posibilidad de mejorar su competitividad, a través de adoptar procesos más limpios de producción, menos demandantes de materiales y energía, así como menos generadores de residuos.

Ideas para discutir en grupo

· Cuantos residuos estiman que genera diariamente en promedio cada ciudadano

· Cuantas toneladas diarias de residuos estiman que generan en promedio:

1. Mercados

2. Hoteles de cincuenta habitaciones

3. Edificios de 20 departamentos residenciales

4. Condominios horizontales de 10 residencias

5. Escuelas primarias

6. Hospitales de 50 camas

7. Edificios con 20 oficinas de dependencias gubernamentales

· Que tipos de residuos peligrosos consideran que generan en sus hogares

· Qué tipos de residuos peligrosos consideran que se generan en las oficinas gubernamentales

CAPÍTULO III. INFORMACIÓN Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS RELACIONADOS

Este capítulo del Manual busca poner de relieve la importancia de la información para tomar decisiones informadas y responsables en relación con la gestión de los residuos, así como para evaluar el desempeño de dicha gestión. Al mismo tiempo, establece un vínculo con el capítulo anterior, al resaltar la importancia de establecer definiciones y clasificaciones de los residuos y de sus fuentes generadoras, de manera a facilitar la elaboración de inventarios armonizados de unos y otras en todo el país, a fin de dimensionar los mercados ambientales a desarrollar para satisfacer sus necesidades y determinar las modalidades de control y de fomento a implantar para su trato diferenciado. Todo ello con el propósito de lograr el efecto y resolver los problemas ambientales asociados a la generación y manejo de los residuos, descritos en el capítulo I.

Aunado a lo anterior, se resalta el papel de los instrumentos para recabar información sobre los residuos, las fuentes generadoras y los servicios de manejo de residuos, así como de los trámites administrativos utilizados como vía de inducción de conductas y de control.

Nuevamente en este caso, se utiliza como marco de referencia la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos para ilustrar la forma en que se traducen en disposiciones normativas, las consideraciones hechas previamente. 

Diferencia Entre Datos e Información

Definir el efecto ambiental que se busca lograr con una legislación de los residuos y precisar su objeto no bastan para lograr una “gestión inteligente y costo-efectiva“ de los mismos. Para ello, es preciso saber de dónde se parte y fijar metas para llegar a donde se quiere; lo cual implica generar ciertos datos claves que permitirán construir “indicadores de desempeño e indicadores de efectos”.

Al hablar de datos es preciso aclarar algunas cuestiones claves, como las siguientes:

· Para que un dato se convierta en información debe de procesarse, teniendo en cuenta los objetivos que se plantearon al obtenerlo y la forma en que se utilizará para tomar decisiones.

· Generar y procesar datos cuesta.

· Los datos convertidos en información confiable y pertinente, tienen valor económico y estratégico.

Instrumentos para la obtención de datos e información

En un sistema de gestión de residuos inteligente y costo-efectivo, la selección de los instrumentos y procedimientos a utilizar para recabar los datos e información que permitirán determinar la forma en que deberá diseñarse y operarse dicho sistema, es coyuntural, tanto desde la perspectiva de los efectos ambientales que se buscan lograr, como desde la económica, ya que siempre habrá que hacer un uso extremadamente eficiente de los escasos recursos de los que se parte para aplicar una nueva legislación en la materia.

Como la legislación en este caso busca cambiar las conductas de las fuentes generadoras, a fin de que éstas reduzcan al máximo la generación e incrementen a niveles óptimos la valorización de los residuos, a fin de disminuir a un mínimo los destinados a disposición final, la primera información que requiere un administrador a cargo de la gestión de los residuos, es la relativa al número y características de las fuentes a su cargo.

En el capítulo anterior de este manual, se trató de ilustrar la complejidad de esta tarea al señalar cuestiones como las siguientes, basadas en la consideración de las características de la población mexicana y de sus actividades productivas en todo el territorio (el mismo ejercicio requerirá hacerse a nivel de cada entidad y municipio):

· Existen alrededor de 20 millones de hogares en el país  generadores de residuos sólidos urbanos y residuos peligrosos domésticos (asumiendo que los más de 100 millones de habitantes se reparten a razón de cinco personas por casa habitación).

· Existen del orden de cientos de miles de establecimientos industriales, comerciales y de servicios que son pequeños generadores de residuos sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos. 

· Puede haber decenas de miles de grandes generadores de residuos de manejo especial.

· Puede haber cientos de grandes generadores de residuos peligrosos.

La pregunta que surge a este respecto sería ¿cómo se puede tener conocimiento acerca de cada grupo de generadores; por ejemplo, para informarles que existe una ley que deben de cumplir; para dimensionar el volumen, tipos y frecuencia de generación de sus distintos residuos; para hacer el seguimiento acerca de la forma en que los manejan; o para determinar la infraestructura a desarrollar para darles acceso a formas autorizadas de manejo de sus residuos?

Lo anterior equivale a preguntarse ¿se requiere de estrategias, instrumentos y mecanismos distintos para lograr que cada uno de esos grupos de fuentes generadoras oriente sus conductas de manera a lograr los objetivos de minimización, valorización y manejo sustentable de los residuos, que persigue la legislación en la materia?

No menos importante es preguntarse ¿qué autoridades de los tres órdenes de gobierno están mejor preparadas para asumir la gestión de cada uno de esos grupos de fuentes generadoras de residuos, de manera costo-efectiva?

Trámites administrativos para recabar información

Todo trámite administrativo cuesta, tanto a quien está obligado a hacerlo y que debe cubrir un pago de derechos al respecto, como a la oficina gubernamental que requiere destinar personal, equipo, instalaciones y distintos insumos, para que se atienda al particular que realiza dicho trámite y se procese y resuelva el mismo; para lo cual se fija una cuota de pago de derechos proporcional a los recursos erogados por el gobierno correspondientes a cada tipo de trámite (costos de transacción).

Con la introducción de los procesos de mejora regulatoria, de simplificación administrativa y de calidad de los servicios gubernamentales, las autoridades deben medir cuidadosamente sus capacidades para responder en tiempo y forma los trámites que se realizan en sus oficinas, pues de no hacerlo, los funcionarios encargados de los trámites pueden incurrir en responsabilidades como servidores públicos.

Lo anterior hace indispensable antes de formular una disposición legislativa que imponga trámites como vía para lograr sus objetivos, el análisis de otras alternativas para alcanzar el fin que se persigue sin que medie un trámite.

Ello implica también, anticipar cuál es el efecto esperado que debe resultar del trámite y el indicador o dato que permitirá evaluar si se ha logrado (y de ser posible, analizar a qué costo se alcanza la meta correspondiente).

Con base en lo antes expuesto, y en el sentido común, se antoja pensar que no es posible ni deseable imponer a las veinte millones de familias que ocupan casas habitación, que realicen un trámite para “darse de alta” como generadoras de residuos sólidos urbanos y peligrosos. Es más fácil y barato recurrir a los censos de población o a los registros públicos de la propiedad, para saber cuántas casas habitación existen a nivel de cada entidad y municipio, el promedio de habitantes por casa y otras cuestiones que pueden ser útiles para la gestión de sus residuos (por ejemplo, capacidad de gasto en las distintas colonias o barrios, lo cual es un indicador indirecto de capacidad de generar residuos sólidos urbanos). A la vez, el control sobre la forma en que deben manejar sus residuos se logra mediante las reglas que establezcan los servicios urbanos de limpia, encargados de recolectarlos y manejarlos.  

Respecto a los establecimientos industriales, comerciales y de servicios generadores de residuos de manejo especial, que por primera vez a nivel nacional serán regulados y controlados por los gobiernos de las entidades federativas, la mayoría de los cuales no contaba previamente con oficinas dedicadas a la gestión de residuos, se anticipa que deben establecerse prioridades en cuanto a su forma de control. En este caso es útil recurrir a los censos económicos, a los registros de contribuyentes, así como a la información de las cámaras y asociaciones empresariales correspondientes, para estimar el universo de fuentes generadoras de residuos de esta índole y eventualmente recurrir a “factores de emisión” que se han establecido en otros países para calcular la generación de residuos sólidos y peligrosos en estos sectores. Ello no impide que a los grandes generadores se les imponga la obligación de darse de alta ante la autoridad correspondiente para su registro y control, así como que se les requiera la formulación de un plan de manejo que informe acerca de las medidas adoptadas para reducir, reutilizar, reciclar, tratar o disponer finalmente de sus residuos.

En el otro extremo, se muestra totalmente viable y necesario, que los cientos de grandes generadores de residuos peligrosos, lo notifiquen a la autoridad competente y obtengan de ésta un número de registro que permita mantenerlos bajo control, tanto a través de sus informes anuales y de los planes de manejo para minimizarlos, valorizarlos y darles un manejo sustentable.

Implicaciones de la generación y difusión de información

Al inicio de este Manual se planteó que las leyes y demás normas jurídicas en materia de gestión de residuos, buscan cambiar las conductas de los generadores y de quienes los manejan, a fin de proteger al ambiente y la salud, por lo que sus diversas disposiciones, sean generales o particulares, tienen de manera directa o indirecta ese propósito. 

Por ejemplo, el mero ejercicio por parte del generador de residuos, de reunir datos para determinar cuántos genera, de qué tipos, con qué frecuencia, y cuánto le cuesta su manejo (y el desperdicio de recursos), así como conocer que algunos de ellos son comercializables, es un incentivo para que desarrolle buenas prácticas tendientes a disminuir pérdidas y egresos; sobre todo, si tiene acceso a la información acerca de cómo lograrlo. Esto implica que el diseño de los instrumentos que prevea la ley, para recabar este tipo de información e incentivar los cambios de conducta (por ejemplo, planes de manejo de residuos y/o informes anuales), debe de responder a este objetivo y encontrar apoyo en otras disposiciones legales que lleven a trascender la etapa de “toma de conciencia” a la de adopción de medidas concretas para lograr la minimización, valorización y manejo sustentable de sus residuos.

Desde la perspectiva de la autoridad gubernamental, responsable de la protección del ambiente en contra de los riesgos que conlleva la generación y formas de manejo de los residuos, un instrumento indispensable es aquel que le permita hacer el seguimiento de los residuos “de la cuna a la tumba”, es decir, desde la fuente generadora hasta el sitio de disposición final. Sin embargo, el instrumento de control (manifiesto de entrega-transporte-recepción) se debe centrar en aquellos grandes generadores que generan los mayores volúmenes de residuos, que se debe asegurar lleguen a su destino final autorizado. Ello no implica que no se controle el manejo del resto de los generadores (cuyo número es considerable), sino que dicho control se ejerza mediante un instrumento diferente (por ejemplo, la obligación de parte del generador de establecer contratos solo con prestadores de servicios autorizados, incluyendo no solo al transportista sino al destinatario final de sus residuos).

Por su parte, los inversionistas interesados en crear infraestructura de servicios para el acopio, almacenamiento temporal, transporte, reciclado, tratamiento y disposición final de los residuos, requieren de la existencia de medios legales para que se obtenga la información por parte de los generadores, que permita dimensionar la demanda de servicios en cada entidad y municipio, así como conocer cuál es la capacidad ya instalada para las distintas formas de manejo (a través de “diagnósticos básicos”). 

Por estas razones, se debe dar el justo valor a la información y a las disposiciones legales que permitan obtenerla, en vez de rehuir la obligación de proporcionarla. Aunque también se debe evitar requerir información cuyo costo de generación es mayor que los beneficios que derivan de ella o que simplemente no va a procesarse y utilizarse para tomar decisiones, informar a los interesados, alentar el desarrollo de los mercados de servicios y otros fines relevantes.

En cualquiera de los casos, los instrumentos para recabar información deben adoptar un formato electrónico, que permita el fácil archivo y procesamiento de datos para construir los indicadores destinados a evaluar si se están cumpliendo las disposiciones jurídicas en la materia y logrando los  resultados y efectos esperados.

Ejemplos de disposiciones jurídicas aplicables a la recuperación y utilización de información para sustentar decisiones

Como este documento tiene un doble propósito, que es el identificar los elementos a considerar al integrar por primera vez o al reformar una iniciativa de ley general, así como orientar la elaboración o reforma de leyes estatales derivadas de la ley general, conviene llamar la atención acerca de que, en el segundo caso, no es necesario repetir en las leyes estatales el contenido de las generales, sino solo abordar las cuestiones de jurisdicción local aún no cubiertas.

Por tal razón, si se toma como marco de referencia la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos (asumiendo que también es perfectible), para elaborar una ley estatal, entonces es prácticamente innecesario considerar en ella gran parte de las disposiciones generales, así como las definiciones, cubiertas en los capítulos I y II de este Manual, sino solo procede hacer mención que en lo conducente éstas aplicarán.

Siguiendo este orden de ideas, se hará referencia a continuación a algunas de las disposiciones de la citada ley general, que cubren los aspectos relativos a la información requerida para sustentar la gestión de los residuos de conformidad con los objetivos que se persiguen.

Disposiciones relacionadas con los instrumentos de información a cargo de las autoridades

Entre las definiciones contenidas en la ley general relacionadas con la obtención, procesamiento y difusión de información para orientar a los tomadores de decisiones, se encuentra la siguiente:

	Inventario de Residuos
	Base de datos en la cual se asientan con orden y clasificación los volúmenes de generación de los diferentes residuos, que se integra a partir de la información proporcionada por los generadores en los formatos establecidos para tal fin, de conformidad con lo dispuesto en este ordenamiento


La Ley General prevé que se establezca un diagnóstico básico sobre la situación de los residuos y la infraestructura disponible para su manejo, como requisito para desarrollar los programas que sustenten la gestión de los residuos de acuerdo con sus disposiciones, tanto a nivel nacional, como estatal y municipal, como se indica a continuación.

	La Secretaría deberá formular e instrumentar el Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, de conformidad con esta Ley, con el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos y demás disposiciones aplicables.

El Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos es el estudio que considera la cantidad y composición de los residuos, así como la infraestructura para manejarlos integralmente.

	Las entidades federativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán elaborar e instrumentar los programas locales para la prevención y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, de conformidad con esta Ley, con el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos y demás disposiciones aplicables…


Los siguientes tres artículos de la Ley General, establecen la forma en que se integrará el Sistema de Información sobre la Gestión de los Residuos y la forma en que las autoridades de los tres órdenes de gobierno tomarán parte en su integración y en la difusión de información en la materia.

	· Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias, integrarán el Sistema de Información sobre la Gestión Integral de Residuos, que contendrá la información relativa a la situación local, los inventarios de residuos generados, la infraestructura disponible para su manejo, las disposiciones jurídicas aplicables a su regulación y control y otros aspectos que faciliten el logro de los objetivos de esta Ley y los ordenamientos que de ella deriven y de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información Pública y demás disposiciones aplicables.

· Las autoridades de los tres órdenes de gobierno elaborarán y difundirán informes periódicos, sobre los aspectos relevantes contenidos en los sistemas de información a los que se hace referencia en el presente capítulo.

· Los tres órdenes de gobierno elaborarán, actualizarán y difundirán los inventarios de generación de residuos peligrosos, residuos sólidos urbanos y residuos de manejo especial, de acuerdo con sus atribuciones respectivas, para lo cual se basarán en los datos que les sean proporcionados por los generadores y las empresas de servicios de manejo de residuos, conforme a lo dispuesto en la presente Ley y en los ordenamientos jurídicos que de ella deriven.  Además, integrarán inventarios de tiraderos de residuos o sitios donde se han abandonado clandestinamente residuos de diferente índole en cada entidad, en los cuales se asienten datos acerca de su ubicación, el origen, características y otros elementos de información que sean útiles a las autoridades, para desarrollar medidas tendientes a evitar o reducir riesgos. 

· La integración de inventarios se sustentará en criterios, métodos y sistemas informáticos, previamente acordados, estandarizados y difundidos.


A manera de ejemplo, se citan a continuación algunas de las obligaciones de los generadores de residuos peligrosos en relación con proporcionar información a las autoridades competentes; lo cual no aparece a este nivel de detalle en lo que se refiere a los generadores de residuos no peligrosos (sólidos urbanos y de manejo especial) que son competencia de las autoridades locales. Razón por la cual en las leyes y reglamentos estatales conviene precisar cuáles son las obligaciones en materia de aportación de información, para los distintos tipos de generadores de residuos.

	Las personas que generen o manejen residuos peligrosos deberán notificarlo a la Secretaría o a las autoridades correspondientes de los gobiernos locales, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y las disposiciones que de ella se deriven.

	Los grandes generadores de residuos peligrosos, están obligados a registrarse ante la Secretaría y someter a su consideración el Plan de Manejo de Residuos Peligrosos, así como llevar una bitácora y presentar un informe anual acerca de la generación y modalidades de manejo a las que sujetaron sus residuos de acuerdo con los lineamientos que para tal fin se establezcan en el Reglamento de la presente Ley…

	Los pequeños generadores de residuos peligrosos, deberán de registrarse ante la Secretaría y contar con una bitácora en la que llevarán el registro del volumen anual de residuos peligrosos que generan y las modalidades de manejo, sujetar sus residuos a planes de manejo, cuando sea el caso…

	Las personas consideradas como microgeneradores de residuos peligrosos están obligadas a registrarse ante las autoridades competentes de los gobiernos de las entidades federativas o municipales, según corresponda; sujetar a los planes de manejo los residuos peligrosos que generen y que se establezcan para tal fin…

	La Secretaría establecerá un sistema de rastreo de residuos peligrosos en el cual se llevará un registro de las autorizaciones otorgadas para la importación y exportación de residuos. Dicho registro servirá para que en cada caso se notifiquen los movimientos transfronterizos a los países de origen o destino de esos residuos, de conformidad con los convenios internacionales de los que México sea parte.

La información contenida en el sistema de rastreo correspondiente se integrará al Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Naturales.

	Las industrias que utilicen insumos sujetos al régimen de importación temporal para producir mercancías de exportación, estarán obligadas a informar a la Secretaría acerca de los materiales importados, señalando su volumen y características de peligrosidad, así como sobre los volúmenes y características de los residuos peligrosos que se generen a partir de ellos…

Los requerimientos de información previstos en este artículo no se aplicarán a las industrias que estén obligadas a presentar planes de manejo que incluyan la presentación a la Secretaría de informes similares.


Ideas para discutir en grupo

· ¿Qué información haría falta recabar en relación con los residuos peligrosos, además de la prevista en las disposiciones de la Ley General consideradas en este capítulo?

· ¿Qué estrategias, mecanismos o procedimientos habría que emplear para que quienes proveen la información lo hagan correctamente?

· ¿Qué instrumentos para recabar información convendría emplear en el caso de los generadores de residuos sólidos urbanos?

· ¿Qué instrumentos para recabar información convendría emplear en el caso de los generadores de residuos de manejo especial?

· ¿A qué generadores de residuos sólidos urbanos habría que requerir información?

· ¿A qué generadores de residuos de manejo especial habría que requerir información?

CAPÍTULO IV. GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Gestión integral de residuos y desarrollo sustentable

En este capítulo del Manual se aborda la forma en que se concibe la gestión integral de los residuos de todo tipo (sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos), como un componente de la gestión ambiental, puesto que se ha identificado como el objeto de esta legislación “garantizar el derecho de toda persona al medio ambiente adecuado y propiciar el desarrollo sustentable a través de la prevención de su generación, su valorización y su gestión integral”.

Lo primero que conviene aclarar es que la subdivisión del universo de residuos en clases es una abstracción de la mente humana tendiente a facilitar su administración.

Un residuo, tal y como se le ha definido en la legislación que sirve de marco de referencia para este análisis, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, es el: “material o producto cuyo propietario o poseedor desecha “, o sea que es el “acto de desechar” lo que conduce a la generación de un residuo; como se indica en el segundo capítulo de este Manual. A su vez, en el primer capítulo de este documento, se llama la atención sobre el hecho de que en la naturaleza los procesos biológicos no generan desechos, porque prácticamente todos los materiales que constituyen a los seres vivos se reciclan y forman continuamente parte del ciclo de la vida.

Es por lo anterior que la legislación en comento se basa en el reconocimiento de que no hay mejor residuo que el que no se genera.

Cuando la generación de residuos no puede evitarse (prevenirse), entonces la legislación llama la atención sobre el hecho de que los materiales o productos que usualmente se están eliminando como desechos pueden tener valor susceptible de recuperar, a través de su reutilización, reciclado o de la obtención de energía aprovechando su poder calorífico; lo cual se anticipa se logrará mediante cadenas productivas que son fuente de negocios, ingresos y empleos.

Estas diferentes consideraciones van aportando los elementos para concebir lo que en una legislación de esta índole se entiende como gestión integral de los residuos, ya que se deduce que ésta comprende medidas tendientes a que se evite la generación de los mismos tanto como se pueda y a que se mantenga en la arena comercial a los materiales que componen los que se generen, cuanto sea posible. Desde ahora se intuye que, como consecuencia de estas dos medidas, la cantidad de residuos restante, destinada a su tratamiento (para disminuir su volumen y peligrosidad), así como a su disposición final mediante su entierro, se reducirá considerablemente.

Nuevamente como corolario de lo antes expuesto, se reconoce el gran cambio de visión de esta legislación, que consiste en convertir en “recursos” valorizables, lo que comúnmente se ha desechado como basura.

Esto último le da una dimensión adicional a la gestión integral de los residuos, al incorporar la consideración de incluir como un componente de ella el “desarrollo de los mercados de subproductos o recursos valorizables” contenidos en ellos.

Como puede apreciarse, existe un contraste notable entre esta visión legislativa y la que tradicionalmente se ha empleado para la gestión de los residuos sólidos, centrada en la recolección, transporte y entierro de los mismos, poniendo el peso de la carga que esto implica en las autoridades municipales y orillando al desperdicio de recursos y a la creación de pasivos ambientales.

Más aún, la nueva legislación de los residuos considera como uno de sus objetos “propiciar el desarrollo sustentable”, lo cual implica no sólo considerar la protección al ambiente, sino también el crecimiento económico y el bienestar social, al regular y controlar a los residuos de toda índole.

Lo anterior indica que la gestión integral de los residuos legalmente sustentada, más que basarse en la amenaza de una sanción si no se cumplen las disposiciones legales, se orienta a incentivar el cambio de conductas llamando la atención acerca de los beneficios y ventajas que esto ofrece no solo para el generador de residuos (al reducir el volumen de aquellos por los que paga por su eliminación e incrementar la cantidad de los que puede comercializar o dirigir hacia el comercio), sino para toda la cadena de individuos y empresas que participan en su comercialización; así como para el ambiente y la salud de la población.

Es decir, la nueva legislación se basa en una visión “todos ganan”.

Componentes de la gestión integral

Un cambio tan radical, para inducir nuevos hábitos y costumbres, demanda del acceso a la información y al conocimiento que permita el fortalecimiento de capacidades, en términos de normas técnicas, pautas de conducta o guías de buenas prácticas, de infraestructura de servicios, de personal entrenado y de educación ciudadana, por citar algunas. 

Esta serie de consideraciones va configurando el rompecabezas de lo que podría concebirse como una gestión integral de los residuos (GIR).

En la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, dicha concepción se tradujo en la siguiente definición:

	Gestión Integral de Residuos: Conjunto articulado e interrelacionado de acciones normativas, operativas, financieras, de planeación, administrativas, sociales, educativas, de monitoreo, supervisión y evaluación, para el manejo de residuos, desde su generación hasta la disposición final, a fin de lograr beneficios ambientales, la optimización económica de su manejo y su aceptación social, respondiendo a las necesidades y circunstancias de cada localidad o región.


La pregunta inmediata que surge ante una definición tan compleja de lo que se entiende por gestión integral de los residuos es ¿a quién le toca hacer qué?

La pregunta anterior no es trivial, ya que una ley debe ser cumplida por los particulares (en este caso quienes generan y manejan los residuos de distinta índole), y debe hacerse cumplir por parte de las distintas autoridades con competencia en la materia, a nivel central o federal, en cada entidad federativa y municipio.

Es aquí en donde procede introducir otra concepción fundamental de la nueva legislación de los residuos de carácter ambiental y que deriva de la consideración de que su gestión es una responsabilidad de todos, pero de una manera diferenciada; lo cual quedó plasmado en la Ley General de referencia, en la siguiente definición:

	Responsabilidad Compartida: Principio mediante el cual se reconoce que los residuos sólidos urbanos y de manejo especial son generados a partir de la realización de actividades que satisfacen necesidades de la sociedad, mediante cadenas de valor tipo producción, proceso, envasado, distribución, consumo de productos, y que, en consecuencia, su manejo integral es una corresponsabilidad social y requiere la participación conjunta, coordinada y diferenciada de productores, distribuidores, consumidores, usuarios de subproductos, y de los tres órdenes de gobierno según corresponda, bajo un esquema de factibilidad de mercado y eficiencia ambiental, tecnológica, económica y social


Entre todos los cambios radicales introducidos en la nueva legislación de los residuos, algunos de los cuales han sido citados previamente, este constituye uno sumamente relevante, al distribuir el peso de la carga de la gestión de los residuos entre todos los actores y sectores involucrados en los procesos de producción y consumo que son generadores de desechos, así como entre quienes intervienen en su manejo, incluyendo a las autoridades de los tres órdenes de gobierno.

Cabe hacer un paréntesis en lo que se refiere a los residuos peligrosos (corrosivos, reactivos, explosivos, tóxicos, inflamables y biológico-infecciosos), a los que aplica la responsabilidad extendida del generador en su manejo, así como del productor de bienes que al desecharse se convierten en este tipo de residuos, lo cual se abordará en otro capítulo de este documento.  

Volviendo al tema que nos ocupa, que es definir a quién le toca hacer qué, procede ordenar la lista de los componentes contenidos en la definición de gestión integral expresada anteriormente y que comprenden las siguientes acciones:

· normativas,

· operativas, 

· financieras, 

· de planeación, 

· administrativas, 

· sociales, 

· educativas, 

· de monitoreo, 

· supervisión y 

· evaluación

Ante tantos componentes de la gestión integral de los residuos y anticipando que pueden ser diferentes áreas gubernamentales las que se ocupen de cada uno de ellos, surge otra pregunta ¿Cómo hacer que cada una de estas áreas integre su contribución a las de las otras para obtener un resultado coherente y consistente con la nueva legislación de los residuos?

La respuesta más simple es: se requiere establecer una política nacional, estatal y municipal en materia de gestión de los residuos de distinta índole, que sea la vía a través de la cual se aplique la ley en la materia. Dicha política debe a su vez verse reflejada en los planes de desarrollo nacional, estatal y municipal, los que se traducen en programas sectoriales que los ponen en práctica y que hacen posible la asignación de recursos presupuestarios destinados a sufragar los costos de las acciones que comprendan, incluidas las antes referidas.

Si se ubica en el contexto municipal lo antes expuesto, y se reconoce la necesidad de introducir como componente de la gestión de los residuos la creación de los mercados de subproductos valorizables, se anticipa un hecho coyuntural aún no asimilado en toda su dimensión por las autoridades correspondientes: 

	Todo plan de desarrollo económico (que suele estar aparejado con la generación creciente de residuos si no se induce su minimización y valorización) debe concebirse incorporando como parte de las cadenas productivas a incentivar o inversiones a atraer, las relativas al reciclado y aprovechamiento energético de los residuos, así como a los servicios ambientales para su manejo integral, que son fuente de negocios, ingresos y empleos.


Consistente con lo anterior, en la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, se incluyeron las disposiciones citadas a continuación, que cubren tanto los aspectos sobre los cuales se establecen bases legales, así como los componentes que deben de comprender los programas locales  en materia de prevención y gestión integral de los residuos.

Aspectos relacionados con la gestión integral de residuos
sobre los cuales se establecen bases en la Ley General

	· Determinar los criterios que deberán de ser considerados en la generación y gestión integral de los residuos, para prevenir y controlar la contaminación del medio ambiente y la protección de la salud humana;

· Establecer los mecanismos de coordinación que, en materia de prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de residuos, corresponden a la Federación, las entidades federativas y los municipios, bajo el principio de concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

· Promover la participación corresponsable de todos los sectores sociales, en las acciones tendientes a prevenir la generación, valorización y lograr una gestión integral de los residuos ambientalmente adecuada, así como tecnológica, económica y socialmente viable, de conformidad con las disposiciones de esta Ley;

· Crear un sistema de información relativa a la generación y gestión integral de los residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo especial, así como de sitios contaminados y remediados.


Programas locales para la prevención y gestión integral de los residuos

	Las entidades federativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán elaborar e instrumentar los programas locales para la prevención y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, de conformidad con esta Ley, con el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos y demás disposiciones aplicables. Dichos programas deberán contener al menos lo siguiente:

I. El diagnóstico básico para la gestión integral de residuos de su competencia, en el que se precise la capacidad y efectividad de la infraestructura disponible para satisfacer la demanda de servicios;

II. La política local en materia de residuos sólidos urbanos y de manejo especial;

III. La definición de objetivos y metas locales para la prevención de la generación y el mejoramiento de la gestión de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, así como las estrategias y plazos para su cumplimiento;

IV. Los medios de financiamiento de las acciones consideradas en los programas;

V. Los mecanismos para fomentar la vinculación entre los programas municipales correspondientes, a fin de crear sinergias, y

VI. La asistencia técnica que en su caso brinde la Secretaría.


Para complementar las disposiciones anteriores en la Ley General se precisan las siguientes acciones a desarrollar por parte de las autoridades locales:

	Las entidades federativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósito de promover la reducción de la generación, valorización y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y controlar la contaminación ambiental producida por su manejo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

I. El control y vigilancia del manejo integral de residuos en el ámbito de su competencia;

II. Diseñar e instrumentar programas para incentivar a los grandes generadores de residuos a reducir su generación y someterlos a un manejo integral;

III. Promover la suscripción de convenios con los grandes generadores de residuos, en el ámbito de su competencia, para que formulen e instrumenten los planes de manejo de los residuos que generen;

IV. Integrar el registro de los grandes generadores de residuos en el ámbito de su competencia y de empresas prestadoras de servicios de manejo de esos residuos, así como la base de datos en la que se recabe la información respecto al tipo, volumen y forma de manejo de los residuos;

V. Integrar la información relativa a la gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial , al Sistema Nacional de Información Ambiental y Recursos Naturales;

VI. Elaborar, actualizar y difundir el diagnóstico básico para la gestión integral de residuos sólidos urbanos y de manejo especial;

VII. Coordinarse con las autoridades federales, con otras entidades federativas o municipios, según proceda, y concertar con representantes de organismos privados y sociales, para alcanzar las finalidades a que se refiere esta Ley y para la instrumentación de planes de manejo de los  distintos residuos que sean de su competencia;

VIII. Establecer programas para mejorar el desempeño ambiental de las cadenas productivas que intervienen en la segregación, acopio y preparación de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial para su reciclaje;

IX. Desarrollar guías y lineamientos para la segregación, recolección, acopio, almacenamiento, reciclaje, tratamiento y transporte de residuos;

X. Organizar y promover actividades de comunicación, educación, capacitación, investigación y desarrollo tecnológico para prevenir la generación, valorizar y lograr el manejo integral de los residuos;

XI. Promover la integración, operación y funcionamiento de organismos consultivos en los que participen representantes de los sectores industrial, comercial y de servicios, académico, de investigación y desarrollo tecnológico, asociaciones profesionales y de consumidores, y redes intersectoriales relacionadas con el tema, para que tomen parte en los procesos destinados a clasificar los residuos, evaluar las tecnologías para su prevención, valorización y tratamiento, planificar el desarrollo de la infraestructura para su manejo y desarrollar las propuestas técnicas de instrumentos normativos y de otra índole que ayuden a lograr los objetivos en la materia, y

XII. Realizar las acciones necesarias para prevenir y controlar la contaminación por residuos susceptibles de provocar procesos de salinización de suelos e incrementos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de agua.


En una legislación de los residuos, basada en la aplicación de la responsabilidad de todos los actores y sectores sociales en su gestión, no podía quedar fuera la consideración a la forma para lograr la participación de todos ellos en la prevención de su generación, su valorización y gestión integral, lo cual quedó establecido como sigue:

	El Gobierno Federal, los gobiernos de las entidades federativas y los municipios, en la esfera de su competencia, promoverán la participación de todos los sectores de la sociedad en la prevención de la generación, la valorización y gestión integral de residuos, para lo cual:

I. Fomentarán y apoyarán la conformación, consolidación y operación de grupos intersectoriales interesados en participar en el diseño e instrumentación de políticas y programas correspondientes, así como para prevenir la contaminación de sitios con materiales y residuos y llevar a cabo su remediación;

II. Convocarán a los grupos sociales organizados a participar en proyectos destinados a generar la información necesaria para sustentar programas de gestión integral de residuos;

III. Celebrarán convenios de concertación con organizaciones sociales y privadas en la materia objeto de la presente Ley;

IV. Celebrarán convenios con medios de comunicación masiva para la promoción de las acciones de prevención y gestión integral de los residuos;

V. Promoverán el reconocimiento a los esfuerzos más destacados de la sociedad en materia de prevención y gestión integral de los residuos;

VI. Impulsarán la conciencia ecológica y la aplicación de la presente Ley, a través de la realización de acciones conjuntas con la comunidad para la prevención y gestión integral de los residuos. Para ello, podrán celebrar convenios de concertación con comunidades urbanas y rurales, así como con diversas organizaciones sociales, y

VII. Concertarán acciones e inversiones con los sectores social y privado, instituciones académicas, grupos y organizaciones sociales y demás personas físicas y morales interesadas.

	El Gobierno Federal, los gobiernos de las entidades federativas y los municipios, integrarán órganos de consulta en los que participen entidades y dependencias de la administración pública, instituciones académicas, organizaciones sociales y empresariales que tendrán funciones de asesoría, evaluación y seguimiento en materia de la política de prevención y gestión integral de los residuos y podrán emitir las opiniones y observaciones que estimen pertinentes. Su organización y funcionamiento, se sujetarán a las disposiciones que para tal efecto se expidan.


Ideas para discutir en grupo

· Cual es la forma habitual de gestión de residuos sólidos urbanos en su localidad

· Qué tanta normatividad existe en la materia

· Qué tanto se conoce esta normatividad

· Quién verifica el cumplimiento de la normatividad

· Qué actividades de educación en la materia se realizan en su entidad y a quiénes están dirigidas

· Qué tanta infraestructura se ha desarrollado para el manejo de los residuos

· Que tan sustentable (ambientalmente adecuada, económicamente viable y socialmente aceptable) es dicha infraestructura

CAPÍTULO V. MANEJO INTEGRAL DE RESIDUOS

Relación entre Gestión y Manejo Integral de Residuos

El papel de los gobiernos en la gestión integral de los residuos

El capítulo anterior de este Manual se centró sobre la definición de lo que se entiende como gestión integral de los residuos, en el contexto de la aplicación de la responsabilidad común, pero diferenciada, de todos los sectores involucrados en su generación y manejo, en el diseño e implantación de los sistemas al respecto.

En dicho capítulo se puso énfasis, en particular, en describir la forma en que en la Ley General para la Prevención y Gestión de los Residuos que se utiliza como marco de referencia, se prevé que las autoridades federales, estatales y municipales con competencia en la materia, integren las políticas, formulen y ejecuten los programas y desarrollen los mecanismos para la participación de todos los sectores, en lo que respecta a la gestión de los residuos y puesta en práctica de las acciones de diferente índole que comprende ésta.

Tratándose de una Ley General, que reconoce que cada entidad federativa y prácticamente cada municipio del país son diferentes, la Ley prevé también que sean las legislaciones locales las que precisen de acuerdo con sus realidades, necesidades y prioridades, la forma en que las autoridades estatales y municipios se organicen para establecer los sistemas de gestión integral de los residuos de su competencia, involucrando a actores y sectores claves de la entidad y distintas municipalidades.

En estas circunstancias, se requiere cuidar que en las legislaciones locales se precisen estas cuestiones, lo que implica involucrar de manera horizontal y vertical a distintas instancias de los gobiernos estatales y municipales, que tengan que ver con el desarrollo de políticas de desarrollo sustentable, el cuidado del ambiente, el fortalecimiento de servicios urbanos de limpia, la formulación de planes de desarrollo, el diseño y ejecución de los programas sectoriales relacionados con la materia, las cuestiones financieras que respaldan los programas, el fomento al desarrollo de la infraestructura de servicios ambientales para el manejo de los residuos, la educación, capacitación y la participación ciudadana, entre otros.

El manejo integral de los residuos como orientador de cambios de conducta

En el primer capítulo de este documento se mencionó que la legislación de los residuos busca proteger el bien público de los riesgos que conlleva para el ambiente y la salud la generación y manejo inadecuados de los residuos, es decir, las conductas negativas de quienes los generan y manejan.

Por lo anterior, se anticipa que una legislación en la materia debe proponer pautas de conducta o normas jurídicas que orienten las conductas de los particulares involucrados en la generación y el manejo de residuos, de una manera susceptible de verificar y, en su caso, de sancionar por incumplimiento.

La importancia que adquiere el manejo integral de los residuos se percibe al considerar el contenido de los principios establecidos en las disposiciones generales de la Ley General de referencia que hacen mención a lo siguiente:

· Sujetar las actividades relacionadas con la generación y manejo integral de los residuos a las modalidades que dicte el orden e interés público para el logro del desarrollo nacional sustentable;

· La prevención y minimización de la generación de los residuos, de su liberación al ambiente, y su transferencia de un medio a otro, así como su manejo integral para evitar riesgos a la salud y daños a los ecosistemas;

· Corresponde a quien genere residuos, la asunción de los costos derivados del manejo integral de los mismos y, en su caso, de la reparación de los daños;

· La disposición final de residuos limitada sólo a aquellos cuya valorización o tratamiento no sea económicamente viable, tecnológicamente factible y ambientalmente adecuada;

· La producción limpia como medio para alcanzar el desarrollo sustentable

En estos principios se identifican algunos de los componentes del manejo integral de los residuos:

· Los de carácter preventivo en cuanto a la generación de residuos, que incluyen la consideración a la producción más limpia, entre otros.

· Los destinados a evitar daños a la salud y al ambiente, mediante medidas de seguridad en el manejo de los residuos para prevenir  su liberación al ambiente.

· Los que se relacionan con modalidades de manejo, como la valorización (por ejemplo, a través de su reciclaje), el tratamiento y la disposición final.

Estas consideraciones hacen anticipar que:

· A las autoridades gubernamentales les corresponde elaborar las guías, lineamientos o normas jurídicas que especifiquen las pautas de conducta, procedimientos o medidas para prevenir la generación y manejar de manera segura y ambientalmente adecuada los residuos, así como verificar su cumplimiento.

· A los generadores y a quienes manejan los residuos les corresponde acatar las disposiciones jurídicas al respecto emanadas de las autoridades competentes y adoptar voluntariamente las guías y lineamientos formulados para orientarlos a cumplir tales disposiciones normativas de carácter obligatorio.

¿Cómo se define para fines legales el manejo integral?

Tratándose de una norma jurídica de carácter obligatorio, centrada en el manejo integral de los residuos, la legislación en la materia precisa definir con claridad lo que se entiende como tal, lo cual quedó expresado de la manera siguiente en la Ley General de referencia:

	Manejo Integral: Las actividades de reducción en la fuente, separación, reutilización, reciclaje, co-procesamiento, tratamiento biológico, químico, físico o térmico, acopio, almacenamiento, transporte y disposición final de residuos, individualmente realizadas o combinadas de manera apropiada, para adaptarse a las condiciones y necesidades de cada lugar, cumpliendo objetivos de valorización, eficiencia sanitaria, ambiental, tecnológica, económica y social.


Nuevamente nos encontramos ante otra definición compleja, que comprende variados componentes, tales como:

· La reducción de los residuos en la fuente.

· La separación de los residuos.

· El reciclaje.

· El co-procesamiento.

· El tratamiento biológico.

· El tratamiento químico.

· El tratamiento físico.

· El tratamiento térmico.

· El acopio.

· El almacenamiento.

· El transporte.

· La disposición final.

Las implicaciones de tal definición son desafiantes ya que, entre otros, demandan el desarrollo de una serie de acciones por parte de las propias autoridades, de los generadores de residuos, de los inversionistas interesados en contribuir al desarrollo de los mercados de servicios al respecto, de las instituciones educativas, de las cámaras o asociaciones empresariales, que deben quedar reflejadas en las legislaciones locales.

¿Qué definiciones contribuyen a precisar en que consisten los componentes del manejo integral de los residuos? 

A manera de ejemplo, se citan a continuación algunas de las definiciones contenidas en la Ley General respecto de los componentes del manejo integral de los residuos. 

	Aprovechamiento de los Residuos:
	Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar el valor económico de los residuos mediante su reutilización, remanufactura, rediseño, reciclado y recuperación de materiales secundarios o de energía

	Co-procesamiento:
	Integración ambientalmente segura de los residuos generados por una industria o fuente conocida, como insumo a otro proceso productivo

	Disposición Final:
	Acción de depositar o confinar permanentemente residuos en sitios e instalaciones cuyas características permitan prevenir su liberación al ambiente y las consecuentes afectaciones a la salud de la población y a los ecosistemas y sus elementos

	Incineración:
	Cualquier proceso para reducir el volumen y descomponer o cambiar la composición física, química o biológica de un residuo sólido, líquido o gaseoso, mediante oxidación térmica, en la cual todos los factores de combustión, como la temperatura, el tiempo de retención y la turbulencia, pueden ser controlados, a fin de alcanzar la eficiencia, eficacia y los parámetros ambientales previamente establecidos. En esta definición se incluye la pirólisis, la gasificación y plasma, sólo cuando los subproductos combustibles generados en estos procesos sean sometidos a combustión en un ambiente rico en oxígeno

	Producción Limpia:
	Proceso productivo en el cual se adoptan métodos, técnicas y prácticas, o incorporan mejoras, tendientes a incrementar la eficiencia ambiental de los mismos en términos de aprovechamiento de la energía e insumos y de prevención o reducción de la generación de residuos

	Reciclado:
	Transformación de los residuos a través de distintos procesos que permiten restituir su valor económico, evitando así su disposición final, siempre y cuando esta restitución favorezca un ahorro de energía y materias primas sin perjuicio para la salud, los ecosistemas o sus elementos

	Reutilización:
	El empleo de un material o residuo previamente usado, sin que medie un proceso de transformación

	Separación Primaria:
	Acción de segregar los residuos sólidos urbanos y de manejo especial en orgánicos e inorgánicos, en los términos de esta Ley

	Separación Secundaria:
	Acción de segregar entre sí los residuos sólidos urbanos y de manejo especial que sean inorgánicos y susceptibles de ser valorizados en los términos de esta Ley

	Tratamiento:
	Procedimientos físicos, químicos, biológicos o térmicos, mediante los cuales se cambian las características de los residuos y se reduce su volumen o peligrosidad

	Termólisis:
	Proceso térmico a que se sujetan los residuos en ausencia de, o en presencia de cantidades mínimas de oxígeno, que incluye la pirólisis en la que se produce una fracción orgánica combustible formada por hidrocarburos gaseosos y líquidos, así como carbón y una fase inorgánica formada por sólidos reducidos metálicos y no metálicos, y la gasificación que demanda mayores temperaturas y produce gases susceptibles de combustión

	Tratamientos por Esterilización:
	Procedimientos que permiten, mediante radiación térmica, la muerte o inactivación de los agentes infecciosos contenidos en los residuos peligrosos

	Valorización:
	Principio y conjunto de acciones asociadas cuyo objetivo es recuperar el valor remanente o el poder calorífico de los materiales que componen los residuos, mediante su reincorporación en procesos productivos, bajo criterios de responsabilidad compartida, manejo integral y eficiencia ambiental, tecnológica y económica


A manera de ejemplo, se ilustran en la siguiente figura las modalidades que puede adoptar el manejo integral de los residuos sólidos urbanos a nivel municipal, respondiendo a las necesidades que se identifiquen tras realizar el diagnóstico básico, de lo cual dependerá la combinación de las formas de manejo que se elijan.

Manejo integral y sustentable de los residuos sólidos urbanos
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¿Qué disposiciones contribuyen a la regulación del manejo integral de los residuos?

A continuación se citan algunas de las facultades de las autoridades gubernamentales de los tres niveles, relativas al establecimiento de normas jurídicas o pautas de conducta para el manejo integral de los residuos de su competencia, referidas en la Ley General. 

	Facultades de las autoridades federales
	· Expedir reglamentos, normas oficiales mexicanas y demás disposiciones jurídicas para regular el manejo integral de los residuos peligrosos, su clasificación, prevenir la contaminación de sitios o llevar a cabo su remediación cuando ello ocurra;

· Expedir reglamentos, normas oficiales mexicanas y demás disposiciones jurídicas para regular el manejo integral de los residuos de la industria minero-metalúrgica que corresponden a su competencia de conformidad con esta Ley y la Ley Minera;

· Expedir las normas oficiales mexicanas relativas al desempeño ambiental que deberá prevalecer en el manejo integral de residuos sólidos urbanos y de manejo especial;

· Expedir las normas oficiales mexicanas que establezcan los criterios para determinar qué residuos estarán sujetos a planes de manejo, que incluyan los listados de éstos, y que especifiquen los procedimientos a seguir en el establecimiento de dichos planes;

· Regular los aspectos ambientales relativos al transporte de los residuos peligrosos;

· Verificar el cumplimiento de la normatividad en las materias de su competencia, e imponer las medidas de seguridad y sanciones que en su caso correspondan;

· Emitir las normas oficiales mexicanas para prevenir la contaminación por residuos cuya disposición final pueda provocar salinización e incrementos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de agua.

	Facultades de las autoridades de las entidades federativas
	· Expedir conforme a sus respectivas atribuciones, y de acuerdo con las disposiciones de esta Ley, los ordenamientos jurídicos que permitan darle cumplimiento conforme a sus circunstancias particulares, en materia de manejo de residuos de manejo especial, así como de prevención de la contaminación de sitios con dichos residuos y su remediación;

· Verificar el cumplimiento de los instrumentos y disposiciones jurídicas referidas en la fracción anterior en materia de residuos de manejo especial e imponer las sanciones y medidas de seguridad que resulten aplicables.

	Facultades de las autoridades municipales
	· Emitir los reglamentos y demás disposiciones jurídico-administrativas de observancia general dentro de sus jurisdicciones respectivas, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones legales que emitan las entidades federativas correspondientes;

· Verificar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, normas oficiales mexicanas y demás ordenamientos jurídicos en materia de residuos sólidos urbanos e imponer las sanciones y medidas de seguridad que resulten aplicables.


¿Qué disposiciones establecen actos de autoridad respecto de los procesos y servicios para el manejo integral de los residuos?

La Ley General a la que se hace referencia, previó que las autoridades de los tres órdenes de gobierno realicen los siguientes actos de autoridad respecto al manejo integral de los residuos y de la infraestructura y servicios requeridos para ello:

	A nivel federal
	· Autorizar el manejo integral de residuos peligrosos, así como la prestación de los servicios correspondientes, de conformidad con lo previsto en esta Ley;

· Promover, en coordinación con los gobiernos de las entidades federativas, de los municipios, de otras dependencias y entidades involucradas, la creación de infraestructura para el manejo integral de los residuos con la participación de los inversionistas y representantes de los sectores sociales interesados.

	A nivel de las entidades federativas
	· Autorizar el manejo integral de residuos de manejo especial, e identificar los que dentro de su territorio puedan estar sujetos a planes de manejo;

· Promover, en coordinación con el Gobierno Federal y las autoridades correspondientes, la creación de infraestructura para el manejo integral de residuos sólidos urbanos, de manejo especial y residuos peligrosos, en las entidades federativas y municipios, con la participación de los inversionistas y representantes de los sectores sociales interesados.

	A nivel municipal
	· Prestar, por sí o a través de gestores, el servicio público de manejo integral de residuos sólidos urbanos, observando lo dispuesto por esta Ley y la legislación estatal en la materia;

· Otorgar las autorizaciones y concesiones de una o más de las actividades que comprende la prestación de los servicios de manejo integral de los residuos sólidos urbanos.


Manejo integral de residuos peligrosos

De manera específica, diversas de las disposiciones de la legislación en la materia a la que se hace mención, abordan como sigue las responsabilidades en el manejo integral de los residuos peligrosos, de manera a orientar a sus generadores y a quienes ofrecen servicios de manejo.

Responsabilidades

	Los generadores de residuos peligrosos y los gestores de este tipo de residuos, deberán manejarlos de manera segura y ambientalmente adecuada conforme a los términos señalados en esta Ley.

	Los generadores y demás poseedores de residuos peligrosos, podrán contratar los servicios de manejo de estos residuos con empresas o gestores autorizados para tales efectos por la Secretaría, o bien transferirlos a industrias para su utilización como insumos dentro de sus procesos, cuando previamente haya sido hecho del conocimiento de esta dependencia, mediante un plan de manejo para dichos insumos, basado en la minimización de sus riesgos.

	La responsabilidad del manejo y disposición final de los residuos peligrosos corresponde a quien los genera. En el caso de que se contraten los servicios de manejo y disposición final de residuos peligrosos por empresas autorizadas por la Secretaría y los residuos sean entregados a dichas empresas, la responsabilidad por las operaciones será de éstas, independientemente de la responsabilidad que tiene el generador.

	Los generadores de residuos peligrosos que transfieran éstos a empresas o gestores que presten los servicios de manejo, deberán cerciorarse ante la Secretaría que cuentan con las autorizaciones respectivas y vigentes, en caso contrario serán responsables de los daños que ocasione su manejo.

	Las personas que generen o manejen residuos peligrosos deberán notificarlo a la Secretaría o a las autoridades correspondientes de los gobiernos locales, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y las disposiciones que de ella se deriven.


En la Ley General que sirve de ejemplo en este documento, se establecieron disposiciones de carácter general para el manejo de los residuos peligrosos y otras que plantean modalidades de manejo con algunas diferencias en función de los volúmenes de generación de estos residuos. 

Incluso se prevé la posibilidad de que los establecimientos industriales, comerciales y de servicios que son microgeneradores de residuos peligrosos estén sujetos a control por parte de las autoridades locales, lo cual amerita una consideración particular en las legislaciones locales, lo que también ocurre con los residuos peligrosos domésticos, según se indica a continuación.

Obligaciones comunes y diferenciadas

	Obligaciones comunes
	Los generadores de residuos peligrosos, deberán identificar, clasificar y manejar sus residuos de conformidad con las disposiciones contenidas en esta Ley y en su Reglamento, así como en las normas oficiales mexicanas que al respecto expida la Secretaría.

En cualquier caso los generadores deberán dejar libres de residuos peligrosos y de contaminación que pueda representar un riesgo a la salud y al ambiente, las instalaciones en las que se hayan generado éstos, cuando se cierren o se dejen de realizar en ellas las actividades generadoras de tales residuos.

	Grandes generadores
	Los grandes generadores de residuos peligrosos, están obligados a registrarse ante la Secretaría y someter a su consideración el Plan de Manejo de Residuos Peligrosos, así como llevar una bitácora y presentar un informe anual acerca de la generación y modalidades de manejo a las que sujetaron sus residuos de acuerdo con los lineamientos que para tal fin se establezcan en el Reglamento de la presente Ley, así como contar con un seguro ambiental, de conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

	Pequeños generadores
	Los pequeños generadores de residuos peligrosos, deberán de registrarse ante la Secretaría y contar con una bitácora en la que llevarán el registro del volumen anual de residuos peligrosos que generan y las modalidades de manejo, sujetar sus residuos a planes de manejo, cuando sea el caso, así como cumplir con los demás requisitos que establezcan el Reglamento y demás disposiciones aplicables.

	Microgeneradores
	Las personas consideradas como microgeneradores de residuos peligrosos están obligadas a registrarse ante las autoridades competentes de los gobiernos de las entidades federativas o municipales, según corresponda; sujetar a los planes de manejo los residuos peligrosos que generen y que se establezcan para tal fin y a las condiciones que fijen las autoridades de los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios competentes; así como llevar sus propios residuos peligrosos a los centros de acopio autorizados o enviarlos a través de transporte autorizado, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 
El control de los microgeneradores de residuos peligrosos, corresponderá a las autoridades competentes de los gobiernos de las entidades federativas y municipales, de conformidad con lo que establecen los artículos 12 y 13 del presente ordenamiento.

	Generadores domésticos
	Las disposiciones del presente Título no serán aplicables a los residuos peligrosos que se generen en los hogares en cantidades iguales o menores a las que generan los microgeneradores, al desechar productos de consumo que contengan materiales peligrosos, así como en unidades habitacionales o en oficinas, instituciones, dependencias y entidades, los cuales deberán ser manejados conforme lo dispongan las autoridades municipales responsables de la gestión de los residuos sólidos urbanos y de acuerdo con los planes de manejo que se establezcan siguiendo lo dispuesto en este ordenamiento.
La Secretaría, en coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, promoverá acciones tendientes a dar a conocer a los generadores de los residuos a que se refiere este precepto, la manera de llevar a cabo un manejo integral de éstos.


Los aspectos relativos a los procesos mismos de manejo a lo largo del ciclo de vida integral de los residuos peligrosos, así como a los planes de manejo correspondientes, serán objeto de capítulos ulteriores de este Manual.

Manejo integral de residuos sólidos urbanos y de manejo especial

En la Ley General de los residuos que se ha venido empleando para describir el tipo de disposiciones jurídicas que pueden sustentar la gestión y el manejo integral de los residuos, se ha puesto énfasis en describir lo que procede en el caso de los residuos peligrosos de competencia federal, salvo en lo que respecta al control de los residuos peligrosos domésticos y de establecimientos microgeneradores.

Por el contrario, en lo que respecta a los residuos sólidos urbanos y de manejo especial de jurisdicción municipal y de las entidades federativas, respectivamente, la Ley General solo establece principios, criterios y disposiciones de orden general, previendo que sean los ordenamientos jurídicos locales los que precisen las formas de gestión y de manejo integral, lo cual quedó asentado como sigue:

	La regulación de la generación y manejo integral de los residuos sólidos urbanos y los residuos de manejo especial, se llevará a cabo conforme a lo que establezca la presente Ley, las disposiciones emitidas por las legislaturas de las entidades federativas y demás disposiciones aplicables.


Por la importancia ambiental que tiene la disposición final de este tipo de residuos, en la Ley General se dispuso lo siguiente, que debiera verse reflejado en los ordenamientos jurídicos locales:

	Las normas oficiales mexicanas establecerán los términos a que deberá sujetarse la ubicación de los sitios, el diseño, la construcción y la operación de las instalaciones destinadas a la disposición final de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, en rellenos sanitarios o en confinamientos controlados.

Las normas especificarán las condiciones que deben reunir las instalaciones y los tipos de residuos que puedan disponerse en ellas, para prevenir la formación de lixiviados y la migración de éstos fuera de las celdas de confinamiento. Asimismo, plantearán en qué casos se puede permitir la formación de biogás para su aprovechamiento.

Los municipios regularán los usos del suelo de conformidad con los programas de ordenamiento ecológico y de desarrollo urbano, en los cuales se considerarán las áreas en las que se establecerán los sitios de disposición final de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial.


En cuanto a los residuos de manejo especial, la Ley General dispone que:

	Para la prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de los residuos de manejo especial, las entidades federativas establecerán las obligaciones de los generadores, distinguiendo grandes y pequeños, y las de los prestadores de servicios de residuos de manejo especial, y formularán los criterios y lineamientos para su manejo integral.


A su vez, en lo que se refiere a los residuos sólidos urbanos, la Ley General prevé que:

	Los municipios, de conformidad con las leyes estatales, llevarán a cabo las acciones necesarias para la prevención de la generación, valorización y la gestión integral de los residuos sólidos urbanos, considerando:

· Las obligaciones a las que se sujetarán los generadores de residuos sólidos urbanos;

· Los requisitos para la prestación de los servicios para el manejo integral de los residuos sólidos urbanos, y

· Los ingresos que deberán obtener por brindar el servicio de su manejo integral.


Finalmente, en la mencionada Ley General, se prevé la posibilidad de que se establezcan prohibiciones respecto de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, de la manera siguiente:

	La legislación que expidan las entidades federativas, en relación con la generación, manejo y disposición final de residuos sólidos urbanos podrá contener las siguientes prohibiciones:

· Verter residuos en la vía pública, predios baldíos, barrancas, cañadas, du ctos de drenaje y alcantarillado, cableado eléctrico o telefónico, de gas; en cuerpos de agua; cavidades subterráneas; áreas naturales protegidas y zonas de conservación ecológica; zonas rurales y lugares no autorizados por la legislación aplicable;

· Incinerar residuos a cielo abierto, y 

· Abrir nuevos tiraderos a cielo abierto.


Las preguntas que surgen ante esta serie de disposiciones que anticipan la necesidad de verificar el cumplimiento de la legislación en la materia y, en su caso, de sancionar a quienes la violen:

· ¿a qué órgano estatal o municipal corresponderá la vigilancia del cumplimiento de las normas jurídicas correspondientes? 

· ¿qué procede cuando las propias autoridades gubernamentales no acatan lo dispuesto por dichas normas jurídicas? 

Estas son cuestiones que tienen que aclararse en las legislaciones locales, en cuya elaboración y proceso de dictamen se debe involucrar a las demás partes interesadas de la sociedad, de manera que dichas legislaciones reflejen de manera balanceada los intereses de todos los sectores y cada uno de ellos las cumplan.

Ideas para discutir en grupo

· Número de habitantes y de casas habitación que son fuentes generadoras de residuos sólidos urbanos y residuos peligrosos domésticos

· Principales actividades productivas que son fuentes generadoras de residuos de toda índole

· Información disponible sobre los volúmenes y tipos de residuos sólidos urbanos generados a nivel estatal y municipal

· Información disponible sobre los volúmenes y tipos de residuos peligrosos generados a nivel estatal y municipal

· Qué fuentes generan más de 10 toneladas al año de residuos sólidos urbanos 

· Qué fuentes generan más de 100 toneladas al año de residuos sólidos urbanos

· Cuántos establecimientos de servicios podrían considerarse microgeneradores de residuos peligrosos en sus comunidades

CAPÍTULO VI. CAMBIO DE CATEGORÍA DE RESIDUOS Y DE GENERADORES

El espíritu de la Ley

La nueva forma de legislar los residuos, para lograr un efecto ambiental a través del cambio de conductas de sus generadores y de quienes los manejan, al menor costo posible, en forma tecnológicamente factible y socialmente aceptable, demanda un esfuerzo amplio de comprensión acerca de cómo aplicarla de parte de quienes deben de cumplirla y quienes la hacen cumplir.

Por ello, no se puede usar como modelo para legislar esta materia a la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de México, tanto en las entidades federativas del país, como en otros países, sin considerar el porqué, para qué y cómo se formularon y se espera que se apliquen sus disposiciones, así como sin tomar en cuenta que es una ley perfectible.

El punto de partida de este capítulo es el cambio de conductas que hace que un residuo y un generador que ocupan una determinada categoría, se ubiquen en otra como resultado del logro de uno de los objetivos de la ley, que es el relativo a reducir el volumen y peligrosidad de los residuos, a fin de prevenir o disminuir sus riesgos al ambiente y la salud.

Un propósito como el citado implica, en primer término, tener claros los conceptos de peligro y riesgo de los residuos, puesto que son el centro de la atención al regular y controlar los residuos para proteger al ambiente y la salud.

Consideración al peligro y al riesgo en la gestión y el manejo integral de los residuos

Al abordar este tema es útil llamar la atención sobre un hecho histórico que constituye el origen del control de los residuos sólidos domésticos y de su regulación en otros países y después en México.

En las poblaciones europeas feudales, carentes de servicios sanitarios y drenaje, era una práctica común verter los residuos fisiológicos generados durante la noche en las casas habitación por la ventana. Éstos eran arrastrados por el aire y la lluvia hacia los cuerpos de agua de los que se abastecían las poblaciones, por lo cual no se hicieron esperar las epidemias de enfermedades infecciosas de origen hídrico, que fueron relacionadas con la práctica de disposición de tales residuos. Por tal razón, las poblaciones exigieron a los señores feudales que, a cambio de los impuestos que les pagaban, se recolectaran y dispusieran fuera de sus comunidades dichos residuos domésticos. 

No es de sorprender que aún ahora se conserve la designación de “servicios de limpia” al referirse a los sistemas de recolección municipal de los residuos domésticos, lo que recuerda el carácter sanitarista o de higiene y salud pública de dichos servicios. Por lo que tampoco sorprende que las primeras regulaciones en materia de manejo de residuos sólidos fueran los códigos sanitarios y que al sector salud correspondiera vigilar su cumplimiento.

Podría decirse que los primeros residuos peligrosos por sus características biológico-infecciosas, fueron los residuos fisiológicos de los habitantes de las casas habitación. Conviene también llamar la atención sobre el hecho de que, ante la imposibilidad de legislar esta materia y verificar que cada ciudadano maneje sus residuos de esta índole conforme a dicha legislación, lo que ha resultado exitoso es el empleo de letrinas o de sanitarios en los que se aplican sustancias desinfectantes que inactivan los microbios de una manera costo-efectiva. 

Por la razón antes expuesta, en la normatividad actual en nuestro país dichos residuos fisiológicos (orina y heces) no son definidos ni clasificados como residuos peligrosos biológico-infecciosos, a pesar de que en sentido estricto podrían ser considerados como tales. Así mismo, a nadie se le ocurriría considerar a la desinfección de los residuos fisiológicos por la vía mencionada como un tratamiento sujeto a autorización, sino por el contrario, corresponde a las autoridades brindar los servicios de limpia y de distribución de agua conteniendo desinfectantes para su uso en los sanitarios, a fin de prevenir epidemias.

Lo anterior tiene un trasfondo fundamental, pues llama la atención sobre la estrecha relación entre la salud humana y el ambiente, que ha derivado en que en la norma suprema –la Constitución Política de los países-, se establezca que corresponde a las autoridades sanitarias la protección de la salud de la población  y  a las autoridades ambientales el saneamiento ambiental que hace posible el estado de salud conforme se define en la legislación en la materia. 

Más aún, el ejemplo utilizado pone en evidencia que el peligro de los microbios infecciosos es relativo y desaparece cuando éstos son inactivados por los desinfectantes, con lo cual los residuos fisiológicos sometidos a ellos dejarían de ser residuos peligrosos potenciales. Así mismo, llama la atención sobre la posibilidad de resolver los problemas que plantean los residuos no sólo a través de normas obligatorias de conducta que recaen sobre los generadores, sino de medidas de control gubernamentales que a un menor costo logran un resultado más efectivo por su contundencia. Lo cual no quiere decir que el generador de los residuos fisiológicos no pague por ello, sino que este pago va implícito en el precio del agua clorada que consume y proporcionan las autoridades municipales.

Lo mismo podría decirse en lo que respecta a los cadáveres de animales y residuos patológicos que contienen microbios infecciosos y que en la legislación internacional y nacional se prevé que se puedan disponer por inhumación aplicando hidrólisis alcalina (o sea cal), lo cual es una medida costo-efectiva sobre todo para zonas rurales y poblaciones de escasos recursos. En el caso de México, es la Secretaría de Salud la que ha normado los procesos de inhumación, con base en los antecedentes previamente citados. Lo cual también ocurre con el manejo de la sangre en los servicios de salud, que puede desinfectarse de conformidad con la norma en la materia emitida hace años por la Secretaría de Salud y por razones sanitarias.

Los tres últimos ejemplos llaman la atención sobre el hecho de que, tratándose de la protección de la salud de la población, son las autoridades sanitarias la máxima autoridad con competencia en la materia y tratándose de la protección al ambiente son las autoridades ambientales las facultadas a dictar las medidas para prevenir y controlar la contaminación y los efectos de los residuos al ambiente. Por estas circunstancias, y porque los microbios contenidos en los residuos biológico-infecciosos constituyen principalmente un riesgo para la salud de las personas que los manipulan (principalmente en los establecimientos de salud), más que para el ambiente, es que en la nueva legislación y en la normatividad reformada en la materia, corresponde a las autoridades sanitarias la vigilancia de su cumplimiento al interior de los servicios médicos y a las autoridades ambientales el control de los residuos biológico-infecciosos en el exterior de los mismos. 

Estos y otros antecedentes históricos fueron tomados en cuenta al formular la iniciativa de Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, mediante la cual se busca resolver la problemática ambiental asociada a la generación y manejo de los residuos de manera costo-efectiva y utilizando el sentido común.

A continuación, se abordarán otras circunstancias que ejemplifican la plasticidad de la nueva legislación, en cuanto a permitir opciones de manejo de los residuos que conduzcan al mismo tiempo a lograr sus objetivos ambientales, a reducir el costo de transacción correspondiente y a facilitar el manejo seguro de los residuos de distinta índole.

Cuando un residuo sólido urbano es de manejo especial o deja de serlo

En esta sección se centrará la atención en los residuos sólidos urbanos que, por ser generados por grandes generadores (que generan más de 10 toneladas al año o 27.3 kilogramos por día), son considerados como residuos de manejo especial.

No está por demás llamar la atención de que su definición jurídica sigue siendo la de un residuo sólido urbano, por lo que si el generador cambia su conducta generadora de grandes volúmenes y reduce a menos de 27.3 kilogramos por día la cantidad de estos residuos entonces automáticamente vuelven a ocupar su categoría original y a estar sujetos a las disposiciones jurídicas que corresponden al manejo de estos residuos.

Para mayor claridad en lo que se expone se incluye a continuación la definición de residuo sólido urbano de la ley de referencia.

	Residuos Sólidos Urbanos: Los generados en las casas habitación, que resultan de la eliminación de los materiales que utilizan en sus actividades domésticas, de los productos que consumen y de sus envases, embalajes o empaques; los residuos que provienen de cualquier otra actividad dentro de establecimientos o en la vía pública que genere residuos con características domiciliarias, y los resultantes de la limpieza de las vías y lugares públicos, siempre que no sean considerados por esta Ley como residuos de otra índole.


Así mismo, se recuerda la esencia de la definición de residuo de la misma ley, tendiente a llamar la atención sobre que, si un material o producto no se desecha no es residuo y de que si es valorizable y se valoriza todos ganan, pues se reducen los costos y las presiones a la naturaleza que derivan de la generación y manejo de los residuos, se fortalecen las cadenas productivas del reciclaje y se generan ingresos y fuentes de empleo.

	Residuo: Material o producto cuyo propietario o poseedor desecha y que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o gas contenido en recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamiento o disposición final conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás ordenamientos que de ella deriven.


La pregunta que surge de plantear que un residuo sólido urbano sigue siendo un residuo sólido urbano, aún cuando por generarse en volúmenes superiores a 10 toneladas anuales pase a la categoría de residuo de manejo especial, es:

¿Qué objeto tiene ese cambio de categoría que se dice puede ser reversible?

Entre otros, resaltan los siguientes objetivos del cambio de categoría en los dos sentidos:

1. inducir a los generadores a internalizar el costo del manejo de estos residuos y asumir la responsabilidad de dicho manejo;

2. fomentar la reducción del volumen de generación de los residuos sólidos urbanos;

3. hacer más eficientes los esfuerzos por segregar, recuperar y reciclar los materiales valorizables contenidos en los residuos sólidos urbanos;

4. disminuir la cantidad total de residuos sólidos urbanos que se disponen en los rellenos sanitarios y alargar la vida útil de éstos;

5. facilitar el cobro transparente por el manejo de estos residuos y la aplicación de los ingresos correspondientes al fortalecimiento de la infraestructura de los servicios de recolección y manejo de los residuos sólidos urbanos;

6. involucrar a las partes interesadas (generadores, comercializadores, recicladores, autoridades) de manera corresponsable en la gestión de los residuos sólidos urbanos, para repartir el peso de la carga correspondiente y reducir los costos de transacción;

7. ampliar el mercado de servicios de manejo de los residuos sólidos urbanos para que compitan por calidad y precio

8. incrementar el número de beneficiados por el aprovechamiento y manejo de los residuos sólidos urbanos;

9. inducir la innovación para la prevención de la generación (compras inteligentes, diseños de productos y procesos ecoeficientes), la valorización y manejo integral sustentable de los residuos sólidos urbanos.

Se debe llamar la atención sobre el hecho de que los residuos sólidos urbanos desechados con el propósito de disponerse en un relleno sanitario, sean generados a nivel doméstico, por pequeños o grandes generadores, reciben el mismo trato durante su acopio, transporte y disposición final, razón por la cual el precio/tonelada por los servicios correspondientes no tiene porqué cambiar cuando se manejan los de unos u otros tipos de generadores.

Razón de la clasificación de los residuos de manejo especial de procesos productivos 

Como ha podido deducirse por la serie de consideraciones hechas previamente, para lograr los fines que persigue una legislación que busca inducir cambios de conducta tendientes a evitar tanto como sea posible la generación de residuos, a incrementar su valorización óptima cuando no puedan ser evitados, para disminuir al mínimo su tratamiento y disposición final, se requiere de una gama variada de estrategias y de instrumentos de gestión.

Y habrá que repetir sin cesar que una legislación de esta índole pretende lograr los efectos ambientales que persigue, al menor costo, de la manera más fácil, partiendo del uso del sentido común y de manera participativa; lo cual solo podrá ocurrir si se entiende bien el propósito de cada definición y disposición contenida en ella, se tiene acceso a la información y conocimientos necesarios para aplicarla y se hacen los ajustes necesarios a la misma, conforme la experiencia así lo demande.

En lo que respecta a los residuos de manejo especial, es necesario comprender el significado del concepto mismo de manejo especial, una vez que han terminado de desglosarse y analizarse por separado las características de los residuos que caen en esta categoría.

En la sección previa se trató el tema de los residuos sólidos urbanos que por ser generados por grandes generadores pueden (temporalmente) ser ubicados en la categoría de residuos de manejo especial.

Toca ahora el turno de ocuparse de los residuos de procesos productivos considerados de manejo especial conforme a la definición siguiente de la ley de referencia:

	Residuos de Manejo Especial: Son aquellos generados en los procesos productivos, que no reúnen las características para ser considerados como peligrosos o como residuos sólidos urbanos, o que son producidos por grandes generadores de residuos sólidos urbanos.


Llama la atención que en la definición anterior se precise que los residuos de manejo especial lo son, siempre y cuando no reúnan las características para ser considerados como peligrosos.

No está por demás insistir en tal hecho, porque lo primero que tiene que saberse es que el manejo especial no infiere que se deba adoptar por razones de un riesgo excesivo, sino por el contrario.

Una de las razones más importantes por las cuales se busca regular los residuos de procesos productivos, particularmente los industriales, es porque de acuerdo con los propios empresarios “materia prima que no se convierte en producto no es negocio”; es decir, un residuo de manejo especial en estos procesos constituye ante todo una pérdida económica y un desperdicio de recursos, lo cual ejerce presiones excesivas sobre la naturaleza de donde se extraen las materias primas o la energía para procesarlas, así como en donde se disponen finalmente los residuos.

De lo anterior se desprende el interés prestado por los legisladores a que quienes generan estos residuos, particularmente en grandes volúmenes, hagan algo para disminuir su generación e incrementar su valorización, lo cual al mismo tiempo que beneficia al ambiente, elevará su competitividad y traerá beneficios económicos y sociales, de manera consistente con el propósito de lograr el desarrollo sustentable.

Queda claro que en casos particulares, como los establecimientos de salud, los que pudieran considerarse como residuos de manejo especial no son equiparables a los procedentes de procesos productivos industriales, lo cual no excluye que también se puedan minimizar, optimizar su valorización y disminuir la cantidad que se dispone en un relleno sanitario o sitio de disposición final.

Para mayor claridad a este respecto, se muestra a continuación la lista de posibles residuos de manejo especial de actividades productivas, para más adelante utilizar algunos ejemplos para aclarar lo que se espera de su forma de manejo.

	Los residuos de manejo especial se clasifican como se indica a continuación, salvo cuando se trate de residuos considerados como peligrosos en esta Ley y en las normas oficiales mexicanas correspondientes:

I. Residuos de las rocas o los productos de su descomposición que sólo puedan utilizarse para la fabricación de materiales de construcción o se destinen para este fin, así como los productos derivados de la descomposición de las rocas, excluidos de la competencia federal conforme a las fracciones IV y V del artículo 5 de la Ley Minera;

II. Residuos de servicios de salud, generados por los establecimientos que realicen actividades médico-asistenciales a las poblaciones humanas o animales, centros de investigación, con excepción de los biológico-infecciosos;

III. Residuos generados por las actividades pesqueras, agrícolas, silvícolas, forestales, avícolas, ganaderas, incluyendo los residuos de los insumos utilizados en esas actividades;

IV. Residuos de los servicios de transporte, así como los generados a consecuencia de las actividades que se realizan en puertos, aeropuertos, terminales ferroviarias y portuarias y en las aduanas; 

V. Lodos provenientes del tratamiento de aguas residuales;

VI. Residuos de tiendas departamentales o centros comerciales generados en grandes volúmenes; 

VII. Residuos de la construcción, mantenimiento y demolición en general;

VIII. Residuos tecnológicos provenientes de las industrias de la informática, fabricantes de productos electrónicos o de vehículos automotores y otros que al transcurrir su vida útil, por sus características, requieren de un manejo específico


Debe quedar claro que en los establecimientos que realizan las actividades enunciadas previamente, en sus oficinas, comedores, jardines o áreas comunes se generan residuos sólidos urbanos, como se indica en la propia definición de este tipo de residuos, los cuales deben manejarse como tales (aunque considerando los volúmenes de generación como se indicó en la sección precedente).

Ejemplos del manejo esperado de residuos de manejo especial de procesos productivos 

El siguiente análisis no pretende ser exhaustivo sino solo ilustrativo de lo que prevé la legislación respecto de los residuos de manejo especial. 

Una característica que constituye prácticamente un denominador común entre las fuentes generadoras de residuos de manejo especial comprendidas entre las actividades citadas previamente, es que generan volúmenes superiores a 10 toneladas anuales de residuos que suelen tener una composición relativamente constante (por el consumo regular de un cierto tipo de materiales y productos o por la repetición de procesos basados en insumos también constantes).

Lo anterior hace particularmente atractivo el manejo de tales residuos por los prestadores de servicios, a los que les es más rentable recolectarlos de grandes generadores que de pequeños. Lo mismo podría decirse de los comercializadores de materiales valorizables o de los recicladores, que se ven más atraídos por quienes les pueden proporcionar cantidades significativas de materiales aprovechables, con una frecuencia regular y una buena calidad. Aún en el caso de que no existiera por el momento una forma conocida de valorización de materiales que se generan en grandes cantidades, sería interesante tanto para los generadores como para los investigadores invertir dinero y esfuerzos para encontrar las formas de aprovecharlos.

Residuos de servicios de salud

En las áreas de atención a pacientes se utilizan una serie de materiales o productos plásticos, metálicos, de papel o cartón, madera, textiles y otra índole susceptibles de valorización y que no entran en contacto directo con dichos pacientes por lo cual no pueden considerarse como residuos biológico-infecciosos y que podrían ser sujetos a reciclado.

Lo anterior demanda que, de ser el caso, se venza la reticencia de los comercializadores o recicladores de aprovechar los citados materiales y productos al final de su vida útil, que pudiera derivar de una percepción inadecuada de su inocuidad.

Residuos de actividades agrícolas, avícolas, ganaderas, pesqueras, silvícolas, o forestales

En particular, los residuos orgánicos que son restos de plantas o animales o excreta de estos últimos, constituyen una fuente potencial de mejoradores de suelo o de producción de gas metano, el cual puede aprovecharse para la generación de energía para autoconsumo, e incluso dar lugar a la venta de bonos de carbono, en el contexto del Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL), del Convenio de Cambio Climático.

Residuos de tiendas departamentales o centros comerciales

En este caso se llama la atención sobre el volumen considerable de restos de alimentos o de envases y embalajes que generan estas actividades y que son susceptibles de valorización. En el primer caso se pueden comercializar como fuente de alimento o de mejoradores de suelo, en tanto que los segundos podrían retornarse a los proveedores o ser comercializados, ya que prácticamente todos los envases y embalajes hoy en día están fabricados con materiales reciclables.

Residuos de la construcción, mantenimiento y demolición

En las actividades de construcción, mantenimiento y demolición se generan una gran variedad de materiales susceptibles de reciclado, como el cascajo, pedazos de concreto o asfalto, herrería, restos de aluminio y otros metales, madera, alfombras, vidrio, etcétera; los cuales se deberán  sujetar a planes de manejo para su minimización, valorización y disposición final segura y ambientalmente adecuada.

Residuos tecnológicos provenientes de productos electrónicos

En la Ley General no se optó por clasificar como peligrosos a los residuos de productos eléctricos y electrónicos que contuvieran materiales tóxicos para no complicar y encarecer su manejo. Lo anterior porque se consideró que es mucho más fácil normar el manejo de sus componentes peligrosos (que son una mínima proporción de la totalidad de los equipos), para que el resto de los materiales que componen los productos se puedan reciclar fácilmente.

Aunado a ello, como en países importadores de los equipos producidos en México, como la Unión Europea ya se está prohibiendo el uso de los metales y sustancias tóxicas a los que se hace referencia, la industria contará con una motivación adicional para descartarlos, lo que facilitará aún más el manejo de sus residuos.

Así, en la práctica, y con la legislación y normatividad vigente, quien se ocupe del manejo de los productos eléctricos y electrónicos (particularmente los productores, importadores, distribuidores y finalmente los recicladores), sabrán que sus componentes peligrosos deben manejarse conforme a dichos ordenamientos jurídicos.

En el propio texto de la Ley General que se usa como marco de referencia se establece, por ejemplo, que:

	Estarán sujetos a un plan de manejo los siguientes residuos peligrosos y los productos usados, caducos, retirados del comercio o que se desechen y que estén clasificados como tales en la norma oficial mexicana correspondiente:

· Baterías eléctricas a base de mercurio o de níquel-cadmio;

· Aditamentos que contengan mercurio, cadmio o plomo


En cuanto a los consumidores, al establecerse los planes de manejo al respecto por parte de los productores, importadores y distribuidores, podrán devolverle a éstos (a través de los proveedores o de centros de acopio ad hoc) los equipos al final de su vida útil para que ellos se ocupen de su reciclado.

Cuando un residuo peligroso deja de serlo

Tomando como base la forma en que define a los residuos peligrosos la Ley General que se usa como referencia, y que aparece a continuación, se les denomina como tales a los que poseen ciertas características que se infiere pueden determinar que ocasionen daños al manejarlos o disponer de ellos.

	Residuos Peligrosos: Son aquellos que posean alguna de las características de corrosividad, reactividad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad, o que contengan agentes infecciosos que les confieran peligrosidad 
, así como envases, recipientes, embalajes y suelos que hayan sido contaminados cuando se transfieran a otro sitio, de conformidad con lo que se establece en esta Ley;


En este caso particular la Ley, como aparece en el recuadro, prevé que exista una clasificación particular para este tipo de residuos que será establecida mediante normas oficiales mexicanas (NOM).

	La clasificación de un residuo como peligroso, se establecerá en las normas oficiales mexicanas que especifiquen la forma de determinar sus características, que incluyan los listados de los mismos y fijen los límites de concentración de las sustancias contenidas en ellos, con base en los conocimientos científicos y las evidencias acerca de su peligrosidad y riesgo.


La norma a la que se hace referencia existía antes de la publicación de la nueva legislación 
 y fue reformada ulteriormente para ser publicada el 23 de junio de 2006 como: Norma Oficial Mexicana NOM-052-SEMARNAT-2005. Que establece las características, el procedimiento de identificación, clasificación y los listados de residuos peligrosos.

En dicha norma un residuo es considerado como peligroso por definición, es decir, por encontrarse en alguno de los siguientes listados contenidos en la misma:

1. Clasificación de residuos peligrosos por fuente específica (actividades definidas por giro o proceso industrial);

2. Clasificación de residuos peligrosos por fuente no específica (actividades que por llevarse a cabo en diferentes giros o procesos se clasifican de manera general);

3. Clasificación de residuos peligrosos resultado del desecho de productos químicos fuera de especificaciones o caducos (Tóxicos Agudos: que pueden provocar en un corto periodo de tiempo o en una sola exposición, daños o la muerte de un organismo).

4. Clasificación de residuos peligrosos resultado del desecho de productos químicos fuera de especificaciones o caducos (Tóxicos Crónicos: que pueden causar efectos dañinos a largo plazo en los organismos, generalmente a partir de exposiciones repetidas o continuas y que son capaces de producir efectos cancerígenos, teratogénicos o mutagénicos); y

5. Clasificación por tipo de residuos, sujetos a Condiciones Particulares de Manejo. 

En la NOM-052 se aclara lo siguiente en relación con los residuos que no se encuentren en ninguno de los cinco listados:

· Los lodos y biosólidos están regulados por la NOM-044-SEMARNAT-2002.

· Los bifenilos policlorados (BPCs) están sujetos a las disposiciones establecidas en la NOM-133-SEMARNAT-2000.

· Los límites máximos permisibles de hidrocarburos en suelos están sujetos a lo definido en la NOM-138-SEMARNAT/SS-2003.

· Los jales mineros se rigen bajo las especificaciones incluidas en la NOM-141-SEMARNAT-2003.

La citada norma también considera que: si un residuo no está listado o no cumple con las particularidades antes señaladas, se deberá definir si es que presenta alguna de las características CRETIB y esta determinación se llevará a cabo mediante alguna de las opciones siguientes:

1. Caracterización o análisis CRIT de los residuos junto con la determinación de las características de Explosividad y capacidad Biológico-Infecciosa, como se indica en el recuadro.

Características que definen a un residuo como peligroso

	1. La corrosividad, reactividad e inflamabilidad, se pueden demostrar mediante pruebas de laboratorio.

2. La toxicidad se comprueba a través de la obtención del extracto PECT (Procedimiento de Extracción de Productos Tóxicos) y de determinar si están presentes en el residuo los constituyentes tóxicos listados en la norma en los límites ahí señalados;

3. La explosividad se basa en el conocimiento del origen o composición del residuo; y

4. La característica biológico-infecciosa de conformidad con lo que establece la NOM-087-SEMARNAT-SSA1-2002. Protección ambiental - Salud ambiental - Residuos peligrosos biológico-infecciosos - Clasificación y especificaciones de manejo.


2. Manifestación basada en el conocimiento científico o la evidencia empírica sobre los materiales y procesos empleados en la generación de los residuos en los siguientes casos:

a) Si el generador sabe que su residuo tiene alguna de las características de peligrosidad establecidas en esta norma.

b) Si el generador conoce que el residuo contiene un constituyente tóxico que lo hace peligroso y

c) Si el generador declara, bajo protesta de decir verdad, que su residuo no es peligroso.

Aunque la norma a la que se hace referencia no lo indica, se infiere que un residuo puede dejar de ser considerado como peligroso para fines legales, si se le retira de los listados o se le hace perder las propiedades CRETIB por las cuales se le clasificó como tal, mediante un proceso de tratamiento que lo transforme, y esto pueda ser corroborado mediante pruebas.

En el caso de los residuos biológico-infecciosos, en la NOM-087-SEMARNAT-SSA1-2002 se incluyen las siguientes definiciones que plantean la posibilidad de que un residuo clasificado como tal pueda dejar de ser peligroso y se maneje como no peligroso.

	Irreconocible
	Pérdida de las características físicas y biológico-infecciosas del objeto para no ser reutilizado. (Como en el caso de las agujas y jeringas hipodérmicas que entraron en contacto con el paciente).

	Tratamiento
	El método físico o químico que elimina las características infecciosas y hace irreconocibles a los residuos peligrosos biológico-infecciosos (lo cual aplica a todas las modalidades de residuos de esta índole).


La interpretación anterior es consistente con las siguientes disposiciones contenidas en la citada norma.

	Tratamiento: Los residuos peligrosos biológico-infecciosos deben ser tratados por métodos físicos o químicos que garanticen la eliminación de microorganismos patógenos y deben hacerse irreconocibles para su disposición final en los sitios autorizados.

	Disposición final: Los residuos peligrosos biológico-infecciosos tratados e irreconocibles, podrán disponerse como residuos no peligrosos en sitios autorizados por las autoridades competentes.


Para mayor claridad, se anexa un diagrama de flujo que se incorporó a la Guía del Convenio de Basilea sobre el manejo de todo tipo de residuos generados en los servicios médicos, que muestra claramente las posibilidades de reciclado, tratamiento y disposición final, y en el cual se indica que un residuo infeccioso una vez inactivado puede ser enviado a un relleno sanitario.
 

Es importante hacer notar que al igual que un residuo peligroso puede dejar de serlo para fines legales, también un establecimiento industrial, comercial o de servicios, que esté clasificado en alguna de las tres categorías de: gran generador, pequeño generador o microgenerador, puede cambiar a la menor al minimizar la generación de sus residuos peligrosos y valorizar éstos.

Estrategia de Manejo de Desechos Biomédicos y Sanitarios
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Fuente: Directrices Técnicas Sobre el Manejo Ambientalmente Racional de los Desechos Biomédicos y Sanitarios. Convenio de Basilea (para mayor información consultar el portal:www.basel.int)

Ideas para discutir en grupo

· Cuantos residuos sólidos urbanos se generan en su lugar de estudio o de trabajo

· Qué posibilidades identifican de reducir la cantidad de residuos para dejar la categoría de gran generador

· Qué residuos de manejo especial se generan en su lugar de trabajo

· Cuáles de ellos se han estado valorizando

· Qué posibilidades identifican de reducir la cantidad de residuos peligrosos sustituyendo la compra de materiales o productos que contengan sustancias peligrosas

· Que posibilidades identifican de que un pequeño generador de residuos peligrosos cambie de categoría a microgenerador a través de compras inteligentes y de la valorización de los residuos reciclables

CAPÍTULO VII. ¿DE QUIÉN ES LA PROPIEDAD DEL RESIDUO?

Introducción

En este capítulo del Manual se ha optado por incluir la consideración de un aspecto que adquiere relevancia cuando, como en México, se emite una ley tendiente a promover la valorización de los residuos como la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, que sirve de marco de referencia para revisar los elementos que se deben considerar al legislar en la materia.

Para poner en contexto las consideraciones que se harán a continuación, conviene llamar la atención sobre la forma en que en otros países se ha legislado la gestión de los residuos atendiendo a la necesidad de proteger al ambiente. 

Así, por ejemplo, la ley en la materia de los Estados Unidos no lleva el término residuos en su título, sino que se llama Ley de Conservación y Recuperación de los Recursos (Resource Conservation and Recovery Act o RCRA), para llamar la atención sobre el hecho de que los residuos sólidos deben ser considerados como recursos susceptibles de aprovechamiento, a fin de disminuir las presiones que se ejercen sobre los recursos naturales por prácticas de consumo y producción altamente demandantes de materias primas y generadoras de desechos.

De manera que uno de los dilemas al legislar la gestión de los residuos, es el balance que se debe establecer en prevenir que se conviertan en contaminantes ambientales  y en lograr su aprovechamiento máximo como recursos susceptibles de valorizar.

En este capítulo se abordará la consideración de los residuos sólidos (peligrosos y no peligrosos) como recursos potencialmente valorizables; por lo que será necesario responder a la pregunta:

· ¿de quién es la propiedad del residuo?

Lo anterior sin dejar de lado que los residuos pueden ocasionar problemas ambientales, lo que significa incluir una reflexión tendiente a responder a una pregunta adicional 

· ¿quién debe asumir la responsabilidad por el daño ambiental que su generación y manejo inadecuado puede ocasionar?

Lo antes expuesto hace necesario recordar que en un “Estado de Derecho”, los ciudadanos no sólo deben conocer sus derechos para defenderlos, sino también deben saber acerca de sus obligaciones legales y deben asumirlas.

Antecedentes que llevan a legislar la propiedad de los residuos

Para no perder de vista la necesidad de exponer los motivos del porqué se debe precisar en una legislación de los residuos de quién es su propiedad, empezaremos por plantear cómo se define ésta en la legislación en la materia específica, lo cual será tratado a mayor detalle en la sección de este documento relativa a las consideraciones jurídicas a tener presentes en un marco lógico para legislar los residuos. 

	Propiedad: Ésta se manifiesta en el poder jurídico que una persona ejerce en forma directa e inmediata sobre una cosa para aprovecharla totalmente en sentido jurídico.


También es necesario llamar la atención sobre el hecho de que de la propiedad derivan responsabilidades jurídicas y que la responsabilidad puede ser:

· Administrativa

· Penal

· Civil objetiva 

Externalidades ambientales de los residuos

Una vez hechas las precisiones anteriores, conviene llamar la atención sobre la herencia que años de descuido en el manejo de los residuos sólidos ha dejado a nivel ambiental.

Para ilustrar lo anterior se hará referencia a una realidad actual en la mayoría de los países en desarrollo y que, en su momento también existió en los más avanzados que ya legislaron e incentivaron el cambio de conductas al respecto.

Quienes generan residuos sólidos:

· Los tiran por doquier en las vías públicas

· Los sacan a la puerta de sus domicilios para que los recolecten los servicios públicos o privados ignorando a donde vallan a parar

· Los abandonan en lotes baldíos, barrancas y otros sitios, cuando no cuentan con servicios de recolección

· Los queman a cielo abierto

Quienes prestan el servicio de recolección, público o privado, llevan los residuos a alguno de los lugares siguientes, e incluso pueden quemarlos al aire libre:

· Barrancas, minas de materiales abandonadas, otros sitios semejantes

· Tiraderos a cielo abierto incontrolados

· Tiraderos a cielo abierto controlados

· Rellenos sanitarios (los cuales son la excepción)

Las conductas antes referidas (salvo la relativa a la disposición final de los residuos sólidos en rellenos sanitarios construidos y operados conforme a normas ambientales), están ocasionando daños ambientales considerables, que se traducen en el deterioro de la calidad de los suelos, del agua, del aire y de la salud de la población y demás organismos de la biota que se exponen a la contaminación provocada por los residuos.

En el primer capítulo de este Manual se analizan a mayor detalle los efectos ambientales del manejo inadecuado de los residuos sólidos de distinta índole, por lo que en este solo se enfatizará que: quienes generan y manejan los residuos deben “internalizar” los costos ambientales que ello conlleva. 

Este último es uno de los motivos por los cuales se considera preciso legislar de quién es la propiedad y la responsabilidad administrativa, penal y civil objetiva, del residuo.

Beneficios económicos de la valorización de los residuos

Nuevamente, para ubicar en su justo contexto la valorización de los residuos, conviene tener presente el lema de quienes comercializan materiales valorizables “se recicla por economía, no por ecología”.

Lo anterior llama la atención sobre el hecho de que si existe demanda de un material contenido en un residuo, entonces habrá alguien interesado en recuperar ese material de la basura para venderlo. 

Por ello, miles de individuos y de familias que viven en la pobreza extrema, se dedican a hurgar en los basureros, a recoger en las calles, a recolectar en los tiraderos a cielo abierto de basura, todo aquello susceptible de vender, lo cual constituye su fuente de ingresos.

Así mismo, los propios operarios de los camiones recolectores de residuos domiciliarios, suelen asociarse con personas que se suben a ellos para ir realizando la separación de los materiales valorizables, y se desvían de sus rutas de recolección, para llevar a vender lo recuperado a los comercializadores.

Aunadas a estas iniciativas, también existen otros esfuerzos ciudadanos por contribuir a la recuperación de materiales valorizables para que no se desechen como basura, y que se traducen en la creación de centros de acopio comunitarios o en campañas escolares para acopiar y vender o cambiar por recursos en especie diferentes tipos de residuos reciclables.

De manera que se ha constituido una economía informal alrededor de la comercialización de residuos reciclables, adicional a las prácticas formales de separación y reciclado de tales residuos.

¿Cuándo un residuo es valorizable?

En la Ley General que sirve de referencia para el análisis de los aspectos a cubrir en una legislación de los residuos siguiendo un marco lógico, se incorporaron las dos definiciones siguientes, estrechamente vinculadas, entre lo que se considera como aprovechamiento y valorización de los residuos. Pero, como puede apreciarse, en ambas se señala el objetivo de recuperación del valor económico de los residuos, mediante una serie de posibles acciones, y la diferencia entre ellas es que en la segunda se mencionan los criterios bajo los cuales se debe realizar la valorización y que incluyen la eficiencia económica.

	Aprovechamiento de los Residuos
	Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar el valor económico de los residuos mediante su reutilización, remanufactura, rediseño, reciclado y recuperación de materiales secundarios o de energía;

	Valorización
	Principio y conjunto de acciones asociadas cuyo objetivo es recuperar el valor remanente o el poder calorífico de los materiales que componen los residuos, mediante su reincorporación en procesos productivos, bajo criterios de responsabilidad compartida, manejo integral y eficiencia ambiental, tecnológica y económica


La consideración en la Ley del criterio de eficiencia económica, además de los otros que son igualmente relevantes, deriva de un hecho contundente: un material, producto o residuo -aunque sea aprovechable- no tiene ningún valor, si no existe alguien interesado en comprarlo.

Es por eso que la propia Ley en diversos capítulos, establece disposiciones tendientes a promover los “mercados del reciclaje”, a fin de que la mayoría de los residuos aprovechables puedan valorizarse, pero ello no puede darse solo por decreto, es indispensable que se desarrollen acciones programáticas gubernamentales e iniciativas de los sectores público y privado que conduzcan a la recuperación y reciclado de materiales, así como a su consumo. Más aún, se requiere de inversiones públicas y privadas, de tecnología, de educación, capacitación, difusión de información, lo cual cuesta y alguien debe de pagar por ello.

La serie de consideraciones anteriores lleva a matizar el concepto de que “la basura es oro”, pues quienes intervienen en las cadenas del reciclaje saben que los mercados son fluctuantes y existen épocas de “vacas gordas” y otras de “vacas flacas”.

No menos importante es considerar que para que un material contenido en un residuo sea valorizable, es decir comercializable, requiere reunir una serie de condiciones entre las que se encuentra el que esté relativamente limpio, así como comprimido o empacado, tratándose de envases y otros materiales.

Un factor adicional, sumamente importante, es el relativo a las economías de escala, que se traducen en que sólo sea atractivo para los comercializadores o recicladores un material acopiado en cantidades suficientes y con la frecuencia deseable, para que sea rentable su transporte hacia los sitios en que será procesado para su aprovechamiento. 

Por estas circunstancias es desaconsejable ponerse a acopiar materiales o residuos susceptibles de valorización, sin antes haber investigado si existen compradores potenciales para ellos.

Desde la perspectiva de sustentabilidad ambiental, el reciclado de materiales solo es conveniente si los impactos ambientales del mismo son menores que los derivados de la obtención y procesamiento de las materias primas correspondientes; para lo cual es conveniente comparar el ciclo de vida de los materiales reciclables y las materias vírgenes.

De igual manera, si el reciclado de un material resulta ambientalmente adecuado (entre otros por los beneficios de alargar la vida de los rellenos sanitarios evitando su entierro y los derivados de evitar que se creen pasivos ambientales), por esta razón podría imponerse legalmente la obligación de reciclarlo, aún cuando no sea económicamente rentable, lo cual implica que los generadores “internalicen” los costos de estarlo generando.

¿Cómo se ha legislado la responsabilidad y propiedad de un residuo?

En la Ley General que se utiliza en este texto como referencia, se incluyó la consideración a los siguientes principios relevantes al tema que nos ocupa:

	· Corresponde a quien genere residuos, la asunción de los costos derivados del manejo integral de los mismos y, en su caso, de la reparación de los daños;

· La responsabilidad compartida de los productores, importadores, exportadores, comercializadores, consumidores, empresas de servicios de manejo de residuos y de las autoridades de los tres órdenes de gobierno es fundamental para lograr que el manejo integral de los residuos sea ambientalmente eficiente, tecnológicamente viable y económicamente factible;

· La valorización de los residuos para su aprovechamiento como insumos en las actividades productivas

· La disposición final de residuos limitada sólo a aquellos cuya valorización o tratamiento no sea económicamente viable, tecnológicamente factible y ambientalmente adecuada


Aunado a lo anterior, en la citada Ley se incluyeron las siguientes definiciones que abordan la consideración a la propiedad, posesión, generación y responsabilidad acerca de un residuo:

	Residuo
	Material o producto cuyo propietario o poseedor desecha y que se encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o gas contenido en recipientes o depósitos, y que puede ser susceptible de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamiento o disposición final conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás ordenamientos que de ella deriven.

	Generador
	Persona física o moral que produce residuos, a través del desarrollo de procesos productivos o de consumo

	Responsabilidad Compartida
	Principio mediante el cual se reconoce que los residuos sólidos urbanos y de manejo especial son generados a partir de la realización de actividades que satisfacen necesidades de la sociedad, mediante cadenas de valor tipo producción, proceso, envasado, distribución, . consumo de productos, y que, en consecuencia, su manejo integral es una corresponsabilidad social y requiere la participación conjunta, coordinada y diferenciada de productores, distribuidores, consumidores, usuarios de subproductos, y de los tres órdenes de gobierno según corresponda, bajo un esquema de factibilidad de mercado y eficiencia ambiental, tecnológica, económica y social


A su vez, la Ley dispone lo siguiente en cuanto a las atribuciones que tienen las autoridades de los siguientes órdenes de gobierno en cuanto al aprovechamiento de los residuos y otras cuestiones relacionadas con su gestión integral:

“La Federación, las entidades federativas y los municipios, ejercerán sus atribuciones en materia de prevención de la generación, aprovechamiento, gestión integral de los residuos, de prevención de la contaminación de sitios y su remediación, de conformidad con la distribución de competencias prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales.”

En este contexto corresponde a los gobiernos de las entidades federativas, entre otros:
· Promover programas municipales de prevención y gestión integral de los residuos de su competencia y de prevención de la contaminación de sitios con tales residuos y su remediación, con la participación activa de las partes interesadas.

· Promover la participación de los sectores privado y social en el diseño e instrumentación de acciones para prevenir la generación de residuos de manejo especial, y llevar a cabo su gestión integral adecuada, así como para la prevención de la contaminación de sitios con estos residuos y su remediación…

· Suscribir convenios y acuerdos con las cámaras industriales, comerciales y de otras actividades productivas, los grupos y organizaciones privadas y sociales, para llevar a cabo acciones tendientes a cumplir con los objetivos de esta Ley, en las materias de su competencia.

· Diseñar y promover ante las dependencias competentes el establecimiento y aplicación de instrumentos económicos, fiscales, financieros y de mercado, que tengan por objeto prevenir o evitar la generación de residuos, su valorización y su gestión integral y sustentable, así como prevenir la contaminación de sitios por residuos y, en su caso, su remediación;

· Regular y establecer las bases para el cobro por la prestación de uno o varios de los servicios de manejo integral de residuos de manejo especial a través de mecanismos transparentes que induzcan la minimización y permitan destinar los ingresos correspondientes al fortalecimiento de la infraestructura respectiva.

Para lograr lo anterior la Ley dispone que:

	Los congresos de los estados, con arreglo a sus respectivas constituciones y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expedirán las disposiciones legales que sean necesarias para regular las materias de su competencia previstas en esta Ley.

Los ayuntamientos por su parte, dictarán los bandos de policía y buen gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas que correspondan, para que en sus respectivas circunscripciones se cumplan las previsiones del presente ordenamiento.


En cuanto a las autoridades municipales se refiere, la Ley General prevé, entre otros, que:

	Los municipios tienen a su cargo las funciones de manejo integral de residuos sólidos urbanos, que consisten en la recolección, traslado, tratamiento, y su disposición final, conforme a las siguientes facultades:

· Formular, por sí o en coordinación con las entidades federativas, y con la participación de representantes de los distintos sectores sociales, los Programas Municipales para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos Sólidos Urbanos, los cuales deberán observar lo dispuesto en el Programa Estatal para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos correspondiente;

· Emitir los reglamentos y demás disposiciones jurídico-administrativas de observancia general dentro de sus jurisdicciones respectivas, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones legales que emitan las entidades federativas correspondientes;

· Prestar, por sí o a través de gestores, el servicio público de manejo integral de residuos sólidos urbanos, observando lo dispuesto por esta Ley y la legislación estatal en la materia;

· Otorgar las autorizaciones y concesiones de una o más de las actividades que comprende la prestación de los servicios de manejo integral de los residuos sólidos urbanos;

· Coadyuvar en la prevención de la contaminación de sitios con materiales y residuos peligrosos y su remediación;

· Efectuar el cobro por el pago de los servicios de manejo integral de residuos sólidos urbanos y destinar los ingresos a la operación y el fortalecimiento de los mismos


La Ley General se centra, en particular, en establecer las responsabilidades específicas de los generadores y gestores de los residuos peligrosos, remitiendo a los ordenamientos locales el hacer lo propio respecto a los residuos sólidos urbanos y de manejo especial. 

A manera de ejemplo, la Ley prevé lo siguiente respecto a la responsabilidad de quienes generan o manejan residuos peligrosos:

	Los generadores de residuos peligrosos y los gestores de este tipo de residuos, deberán manejarlos de manera segura y ambientalmente adecuada conforme a los términos señalados en esta Ley.

	Los generadores y demás poseedores de residuos peligrosos, podrán contratar los servicios de manejo de estos residuos con empresas o gestores autorizados para tales efectos por la Secretaría, o bien transferirlos a industrias para su utilización como insumos dentro de sus procesos, cuando previamente haya sido hecho del conocimiento de esta dependencia, mediante un plan de manejo para dichos insumos, basado en la minimización de sus riesgos.

La responsabilidad del manejo y disposición final de los residuos peligrosos corresponde a quien los genera. En el caso de que se contraten los servicios de manejo y disposición final de residuos peligrosos por empresas autorizadas por la Secretaría y los residuos sean entregados a dichas empresas, la responsabilidad por las operaciones será de éstas, independientemente de la responsabilidad que tiene el generador.

Los generadores de residuos peligrosos que transfieran éstos a empresas o gestores que presten los servicios de manejo, deberán cerciorarse ante la Secretaría que cuentan con las autorizaciones respectivas y vigentes, en caso contrario serán responsables de los daños que ocasione su manejo (artículo 42).


Estas disposiciones jurídicas tratan de hacer frente a los problemas ambientales que han sido referidos previamente, ocasionados tanto por la irresponsabilidad en el manejo de los residuos por parte de los generadores, como por parte de las empresas de servicios que se ocupan de ellos, así como a la falta de suficientes inspectores gubernamentales para vigilar, controlar y, en su caso, sancionar tales prácticas.

Para el logro de lo anterior, se comparte el peso de la carga con el generador de vigilar el manejo ambientalmente adecuado de sus residuos a todo lo largo de su ciclo de vida, para la cual se le impone la obligación de asegurarse que:

· Los prestadores de servicios que contrate estén autorizados por las autoridades competentes y cuenten con licencias vigentes, 

· Se establezcan contratos con dichos prestadores en donde se especifique textualmente que se les transfiere la responsabilidad del manejo ambientalmente adecuado de sus residuos y, de ser el caso, de asumir las sanciones a las que se hagan acreedores y los costos de los daños que llegaran a ocasionar con el manejo inadecuado de los mismos.

· Sus residuos llegan a un destino final autorizado y que se desempeña bien desde la perspectiva ambiental (para lo cual puede apoyarse en los manifiestos de “entrega-transporte-recepción, que permiten comprobar que esto ocurre).

En el caso de los residuos de competencia de autoridades locales, se expone a continuación –a manera de ejemplo- cómo quedó plasmado en una ley estatal la definición de quién es el propietario y responsable del manejo ambientalmente adecuado de los residuos no peligrosos, para lo cual se refieren las disposiciones contenidas en la Ley de Prevención y Gestión Integral de los Residuos del Estado de Querétaro (artículo 42).

	Las personas físicas o morales que generen residuos sólidos urbanos y de manejo especial tienen la propiedad y responsabilidad del residuo en todo su ciclo de vida, incluso durante su manejo, recolección, acopio, transporte, reciclado, tratamiento o disposición final, de conformidad con lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos aplicables.

Una vez que los residuos sólidos urbanos o de manejo especial han sido transferidos a los servicios públicos o privados de limpia, o a empresas registradas por las autoridades competentes para dar servicios a terceros relacionados con su recolección, acopio, transporte, reciclado, tratamiento o disposición final, la responsabilidad de su manejo ambientalmente adecuado y de acuerdo con las disposiciones de esta Ley y otros ordenamientos aplicables, se transferirá a éstos, según corresponda.

A pesar de que un generador transfiera sus residuos a una empresa autorizada, debe asegurarse de que ésta no haga un manejo de  dichos residuos violatorio a las disposiciones legales aplicables, para evitar que con ello se ocasionen daños a la salud y al ambiente, a través de contratos y comprobaciones de que los residuos llegaron a un destino final autorizado; en caso contrario, podrá ser considerado como responsable solidario de los daños al ambiente y la salud que pueda ocasionar dicha empresa por el manejo inadecuado de sus residuos y a las sanciones que resulten aplicables de conformidad con éste y otros ordenamientos.

Quedan exentos de ésta disposición, los usuarios del servicio público de recolección municipal; y en caso de que no existiera lugar autorizado, para depositar los residuos de responsabilidad directa para el Estado o los Municipios, obligándose en el ámbito de su competencia a establecer lugares para el destino final requerido.


Existe una similitud de enfoques entre la legislación de los residuos peligrosos y no peligrosos, en involucrar de manera corresponsable a los generadores en su manejo ambientalmente adecuado a todo lo largo de su ciclo de vida hasta su disposición final. ¿Esto quiere decir que ahí termina la responsabilidad?, no necesariamente, ya que aún cuando se trate de la disposición en un relleno sanitario construido y operado conforme a las normas ambientales, éstas exigen su supervisión por varios años tras del cierre de sus operaciones, para evitar que haya migración de contaminantes hacia fuera del sitio o infiltraciones hacia los acuíferos.

¿Por qué se exenta a los usuarios del servicio público de recolección de los residuos sólidos de la responsabilidad que deriva de que las propias autoridades depositen éstos en sitios no autorizados (lo que debe interpretarse como no acordes a lo dispuesto en la normatividad ambiental correspondiente)? Porque en el mismo artículo se hace referencia a la obligación de dichas autoridades de “establecer lugares para el destino final requerido” (es decir, rellenos sanitarios conforme a la normatividad ambiental), lo cual significa que se reconoce que los residuos se están vertiendo comúnmente en tiraderos de basura controlados que se tienen que cerrar y reemplazar por instalaciones adecuadas.

Lo anterior tiene una gran trascendencia, si se toma en cuenta que en muchas localidades grupos ciudadanos se oponen a la construcción y operación de rellenos sanitarios (e incluso de confinamientos controlados de residuos peligrosos), con lo cual están violando la Ley al orillar a que se sigan tirando los residuos de toda índole que ellos mismos generan en sitios inadecuados, contribuyendo a ocasionar riesgos a la salud de la población y al ambiente.

La conducta positiva esperada en este caso por parte de los ciudadanos, es que presionen a las autoridades con competencia en la materia para que éstas procedan a cumplir con la normatividad ambiental para la disposición final de los residuos y que las apoyen para que hagan un cobro justo por los servicios públicos de manejo de residuos, para que éstos sean sustentables y los ingresos se apliquen de manera transparente para el fortalecimiento de la infraestructura correspondiente.

Es en este contexto particular que vuelve a surgir la pregunta ¿de quién es la propiedad de los residuos reciclables recolectados por los servicios públicos de limpia?, puesto que se anticipa que los ingresos por su venta podrían ser útiles para fortalecer las capacidades de dichos servicios.

Transferencia de la propiedad de los residuos

Con anterioridad se planteó que la propiedad de un residuo da derecho a aprovecharlo y valorizarlo (aunque esto último puede significar trabajo y/o costos), lo cual puede hacer el propietario del mismo si no lo desecha y se ocupa directamente de su venta a través de comercializadores o recicladores.

En cualquier caso, el propietario de un residuo debe saber que de dicha propiedad deriva una responsabilidad que puede ser administrativa (y susceptible de sanciones legales de esta índole, como las derivadas del incumplimiento de la legislación de los residuos), penal o civil objetiva.

Para que un generador de un residuo pueda ceder dicha propiedad, se puede recurrir a las formas usuales de adquisición de la misma que incluyen:

Adquisición a título particular: cuya forma más habitual de transmisión es el contrato. En este caso, por ejemplo, los servicios de limpia podrían hacer el cobro directo por dicha prestación, a través de un recibo de pago que indique que se les transfiere la propiedad del residuo al brindar el servicio de recolección.

Adquisición a título oneroso: mediante la cual el adquiriente paga un cierto valor en dinero, bienes o servicios, a cambio del bien que recibe. Por ejemplo, los servicios urbanos de limpia podrían ofrecer como contraprestación por adquirir la propiedad de los residuos reciclables, la recolección gratuita de estos residuos específicos (que es el bien que ofrecen al propietario del residuo).

Adquisición a título gratuito: en este caso el adquiriente recibe un bien sin tener que cubrir una contraprestación a través de una donación.

Vale la pena insistir en resaltar los siguientes aspectos:

· Al transferirse la propiedad de un residuo, se transfiere la responsabilidad de su manejo ambientalmente adecuado y, en su caso, la relativa a los daños que pudieran ocasionar a la salud de la población y al ambiente.

· La valorización de un material reciclable contenido en los residuos demanda que éstos tengan una calidad determinada (lo cual puede implicar trabajo para limpiarlos antes de desecharlos), así como que se separen y acopien en cantidades suficientes para hacer rentable su recolección.

· Los servicios públicos son la opción más económica para recoger a nivel domiciliario los materiales reciclables, pero implican un gasto para las administraciones correspondientes (incluyendo el relativo a las campañas de difusión, información, capacitación para que se lleve a cabo la separación y recolección selectiva de residuos reciclables), por lo que requieren cobrar por ellos.

· Para las instalaciones de disposición final de los residuos desechados, la recuperación de los materiales valorizables disminuye la cantidad de residuos a enterrar y alarga la vida de las mismas. ¿Cuándo les corresponde a ellas ocuparse y beneficiarse de la venta de los materiales reciclables?, esto es una cuestión que debe definirse en el caso de la concesión de dichas instalaciones a la iniciativa privada. En cuyo caso se requeriría estipular en el contrato correspondiente que se les transfiere la propiedad de los residuos reciclables y del resto de los residuos de los que dispondrán.

Para dar certeza jurídica a los interesados, estos aspectos deben de quedar claramente expresados en los ordenamientos jurídicos que regulan el manejo de los residuos.

Ideas para discutir en grupo

· ¿Qué experiencias han tenido en su localidad respecto a la separación y recuperación de materiales reciclables a partir de los residuos con fines de comercialización y reciclado?

· ¿Qué capacidad de reciclado y para qué tipo de materiales tienen en su localidad o localidades vecinas?

· ¿Quién interviene en el acopio, recolección, comercialización y reciclado de materiales valorizables contenidos en los residuos?

· ¿Qué tanto participan organizaciones ciudadanas en actividades de acopio y recuperación de materiales reciclables?

· ¿Qué relación existe entre las autoridades municipales, las organizaciones ciudadanas y demás actores que intervienen en las cadenas del reciclaje?

· ¿Qué tipos de beneficios derivan de la recuperación y comercialización de materiales reciclables en su comunidad?

· ¿Quién(es) se beneficia(n) de esas actividades?

CAPÍTULO VIII. RESPONSABILIDAD COMPARTIDA EN LA GESTIÓN MUNICIPAL DE LOS RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS

Introducción

En el capítulo anterior de este Manual, en el cual se aborda el tema de la propiedad de éstos, se mencionó que de dicha propiedad deriva una responsabilidad que puede tener diferentes connotaciones jurídicas (administrativa, penal o civil objetiva).

Lo anterior fue preciso ya que, de acuerdo con la nueva visión legislativa centrada en la prevención de la generación de los residuos y de los riesgos ambientales que de ello derivan, así como en su valorización, se requieren tener presentes los dos lados de la moneda; pues -por una parte- se reconoce que los residuos constituyen contaminantes potenciales y  -por otra- se ha tomado conciencia de que pueden ser considerados como un recurso susceptible de aprovechar de manera sustentable (es decir, ambientalmente efectiva, económicamente viable y socialmente aceptable). 

Corresponde ahora tratar el tema de la gestión municipal de los residuos sólidos urbanos en este nuevo contexto legislativo en el que aplica la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de todos los sectores en dicha gestión; aspecto aún no familiar para las autoridades municipales que tradicionalmente se han ocupado de brindar los servicios de recolección y manejo de tales residuos bajo un esquema distinto.

En países en los que, como en México, se ha otorgado una facultad constitucional a las autoridades municipales para que se ocupen de ofrecer los servicios de limpia o de manejo de los residuos sólidos, lo primero que cabe preguntarse es:

· ¿por qué se busca legislar a nivel general o de toda una nación a estos residuos?

· ¿cómo ha podido lograrse, o se puede lograr, legislar los residuos de jurisdicción local a nivel general sin violar las disposiciones constitucionales en la materia? 

· ¿qué implicaciones derivan de ello?

· ¿cómo se puede asegurar el éxito de la nueva visión legislativa en la materia? 

Por qué y Cómo se Busca Establecer una Legislación General de los Residuos Sólidos

La experiencia ha mostrado, incluso en los países más desarrollados, que los sitios en los que se ha dispuesto de los residuos sólidos urbanos (y de otra índole), sin apego a normas técnicas en la materia, se han convertido en lugares contaminados que constituyen un riesgo para la salud humana, la calidad de los medios ambientales (aire, agua, suelos) y para la fauna y flora terrestre y acuática. 

Por ello, se ha optado por legislar su manejo de manera general, a fin de lograr un mismo nivel de protección ambiental en todo el territorio nacional, atendiendo al derecho constitucional de todo ciudadano a un medio ambiente adecuado. 

México no es la excepción, pues es de todos conocido que la mayoría de los municipios del país no cuentan con rellenos sanitarios o de seguridad conforme a la normatividad ambiental, sino con tiraderos a cielo abierto de basura, controlados y no controlados. 

Lo anterior lleva a los ciudadanos a preguntarse ¿pueden las propias autoridades municipales actuar en forma contraria a las normas jurídicas en la materia?

La respuesta a esta pregunta es:

	Nadie puede estar por encima de la Ley y menos las autoridades gubernamentales a quienes corresponde hacerla cumplir.


Pero el problema va más allá de tratar de identificar los culpables de una situación del todo riesgosa como lo es la proliferación por doquier de basureros a cielo abierto, o de seguir emitiendo nuevos ordenamientos jurídicos sin cuestionarse por qué no se cumplen los existentes.

De manera que lo que procede es analizar cuáles son las barreras que se oponen a que las autoridades municipales cuenten con servicios sustentables de limpia (conforme a las normas ambientales y de higiene y salubridad pública), a fin de encontrar opciones alternativas (es decir, viables) para superar dichas barreras.

Conviene en estas circunstancias comenzar por señalar que, en una democracia en la que los legisladores y los gobernadores, alcaldes y regidores municipales son electos mediante el voto popular, la opinión de los ciudadanos tiene valor y mueve a éstos a incluir en sus propuestas programáticas acciones para satisfacer sus demandas (véase la demanda de empleos, de seguridad pública, de acceso al agua potable).

Lo anterior lleva a reconocer que los ciudadanos no le prestan atención o no le otorgan prioridad a contar con servicios sustentables de manejo de residuos sólidos, puesto que es excepcional que en el discurso de los candidatos a elección popular se incluya la consideración a este tema. Más aún, es un dicho popular que a los políticos solo les interesa construir e inaugurar obra pública construida del suelo hacia arriba la cual aparece en las fotografías que se difunden en los medios y no lo que esté bajo tierra  y no se ve a simple vista (como es el drenaje o los rellenos sanitarios para el entierro de los residuos sólidos). Aunque cuando llega a haber inundaciones, la presión pública ha mostrado ser efectiva en lograr que se construyan drenes para evitarlas, lo cual muestra su efectividad.

Paradójicamente, no sólo no se ha ejercido presión pública para erradicar los tiraderos de basura a cielo abierto sino que, por el contrario, no es infrecuente que grupos ciudadanos se opongan a la creación, de conformidad con la normatividad ambiental, de instalaciones de rellenos sanitarios o confinamientos controlados para la disposición final de residuos sólidos urbanos y peligrosos, lo cual se ha constituido en una barrera para su desarrollo.

Más sorprendente aún, es que la mayoría de los ciudadanos, incluyendo a personas con estudios superiores e individuos que trabajan activamente en organizaciones no gubernamentales preocupadas por la protección al ambiente, no parecen estar concientes o no han “internalizado” el hecho de que ellos mismos son generadores de residuos sólidos peligrosos y no peligrosos en su vida diaria (en el hogar, en su lugar de estudio, trabajo o recreación) y no han asumido la responsabilidad que de ello deriva. Lo anterior en razón de que, como en el caso de México, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA) desde 1988 reconoció que uno de los principales contaminantes del suelo son los residuos sólidos peligrosos y no peligrosos, y en ella se prevé la aplicación del principio “el que contamina paga”, a partir del cual se establece que quienes generen contaminantes deben asumir la responsabilidad correspondiente y pagar los costos que implique su control o la remediación del daño ambiental que ocasionen. 

Dadas estas circunstancias, y en muchos casos por ignorancia de la legislación ambiental (lo cual no exime de su cumplimiento), lo más frecuente es escuchar que no corresponde a los ciudadanos ocuparse de su basura, sino que esto es una obligación de las autoridades municipales y que para ello pagan impuestos.

Esta última aseveración lleva a plantear diversas preguntas:

· ¿Quién conoce cuánto cuesta operar un servicio urbano de limpia desde la recolección, el transporte, el procesamiento y la disposición final de los residuos, así como desarrollar las medidas para prevenir o mitigar los impactos ambientales correspondientes?

· ¿Quién sabe cuánto de lo que se paga por el impuesto predial corresponde al cobro por brindar el servicio de limpia?

· ¿Cuánto de lo que se cobra supuestamente a través del impuesto predial por brindar el servicio de limpia, se asigna a los servicios municipales encargados de ello para el fortalecimiento de sus capacidades?

La respuesta a estas preguntas es que si existen estos datos no se difunden y, por lo tanto, no son del conocimiento público. Lo que si es ampliamente conocido es que las áreas más débiles de las administraciones urbanas municipales, suelen ser -por lo general- las que se ocupan de brindar los servicios de limpia, y que los camiones recolectores de basura tienen una antigüedad que supera frecuentemente los 10 o 15 años, su mantenimiento es escaso y los niveles de ruido y de contaminantes que emiten son altos. A ello se suma el hecho, ya planteado, de que la mayoría de los sitios a los que se llevan los residuos sólidos recolectados por los servicios municipales son tiraderos de basura a cielo abierto controlados. 

Sumamente preocupante también, es el hecho de que en diversos municipios se dice (e incluso se establece en ordenamientos jurídicos) que no se cobra por el servicio de limpia (lo cual suponen las autoridades es políticamente sensible, sin preguntarle a los interesados). Lo anterior significa que se está subsidiando a los generadores de residuos, los cuales se convierten en contaminadores ambientales cuando éstos se llevan a los tiraderos de basura a cielo abierto, con lo cual se vuelven corresponsables de dicha contaminación y de los daños a la salud humana y a los ecosistemas que ello ocasione.

Aún en el caso de que los ciudadanos paguen por el servicio de limpia, al no conocer cuánto pagan ni pagar en función de la cantidad de residuos que generan, no tienen ningún estímulo para minimizar dicha generación, con lo cual la cantidad de residuos que se llevan a enterrar ha ido creciendo de manera inexorable, a medida que crecen la población, las actividades productivas y el consumo de bienes que terminan desechándose como residuos sólidos; lo cual está ejerciendo presiones excesivas en la naturaleza y convirtiendo a los países en lo que esto ocurre en enormes sitios contaminados.

De manera que puede concluirse de este breve repaso sobre los factores causales de la debilidad de los servicios municipales de limpia, que uno de los más importantes es la falta de educación ambiental y de presión ciudadana para que se introduzca en las agendas políticas de legisladores y funcionarios públicos locales, el establecimiento de sistemas de gestión de residuos sólidos integrales y sustentables, es decir, ambientalmente efectivos, económicamente viables y socialmente aceptables, en donde aplique la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de todos los sectores. 

En las siguientes secciones de este documento se abordará la forma en que puede sortearse esta situación a partir de una legislación general, las implicaciones que de ello derivan y los factores que pueden ayudar a su implantación exitosa.

Bases Jurídicas para Sustentar la Legislación General de los Residuos

Para ejemplificar la forma en que se puede sustentar jurídicamente el desarrollo de una Ley General en materia de gestión de los residuos sólidos, se utilizará como ejemplo el enfoque seguido por los legisladores en México para promulgar la nueva Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, publicada el 8 de octubre de 2003.

Cabe señalar que la facultad de administrar los residuos municipales ha sido sustentada legalmente en la fracción III del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los siguientes términos: 

	“Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 


c) Limpia, recolección, traslado tratamiento y disposición final de residuos”.


A su vez, en dicho artículo se establece que: 

	“Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales”.


Lo anterior significa que el propio texto constitucional prevé que los servicios municipales puedan estar sujetos a otras disposiciones legales tanto federales como estatales.

Por lo antes expuesto, y por el carácter de los problemas ambientales y sanitarios que ocasiona el manejo inadecuado de los residuos sólidos municipales, su gestión trasciende la mera administración de los servicios de limpia y se convierte en una cuestión de estrategia nacional de desarrollo sustentable, que demanda el establecimiento de un balance entre las consideraciones económicas, ambientales, sociales e institucionales involucradas en el manejo de los residuos. Todo ello sin atentar contra la facultad constitucional de las autoridades municipales de brindar los servicios de limpia, lo cual suele estar (y seguirá estando) sujeto a las disposiciones de los reglamentos y otros ordenamientos jurídicos de los servicios urbanos, y no de carácter ambiental, como los que son objeto de este análisis. 

Lo anterior fue lo que llevó a los legisladores en 1988 a promulgar la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, con base en las disposiciones contenidas en la fracción XXIX G del artículo 73 constitucional que determinan que: 

	“El Congreso tiene facultad: Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico”.


Es con base en la interpretación de las disposiciones anteriores, que se determinó desde hace 18 años en la LGEEPA, que la regulación y control ambiental de los residuos peligrosos constituyera una atribución de las autoridades federales en tanto que contaminantes ambientales potenciales y se planteara en el capítulo correspondiente a la prevención y control de la contaminación del suelo de la Ley, la necesidad de establecer normas a nivel federal para regular el manejo ambiental de los residuos no peligrosos, particularmente en lo relativo a su confinamiento. 

Debe mencionarse que, en el caso de los residuos peligrosos y, atendiendo a los principios “el que contamina paga” y de “responsabilidad extendida”, son los generadores los responsables de costear su manejo, ya sea a través del establecimiento de instalaciones propias o de prestadores de servicios de manejo de estos residuos, autorizados por las instancias gubernamentales federales con competencia en la materia. 

Siguiendo el mismo enfoque y, con base en el mismo precepto constitucional, se emitió la Ley General para la Prevención y la Gestión Integral de los Residuos, cuyo propósito es regular desde la perspectiva ambiental, en el ámbito federal, conductas directamente asociadas con la generación, manejo y disposición final de residuos peligrosos. En tanto que en el ámbito local,  la Ley General establece las bases para que las legislaturas de los Estados y los Municipios emitan la normatividad para atender la problemática relacionada con los residuos de su jurisdicción. Pero, en ambos casos, se establece que la gestión de cualquier tipo de residuo debe realizarse bajo una serie de principios y disposiciones comunes, con lo que se pretende dar congruencia y fortaleza a las acciones que en la materia desarrollen los tres órdenes de gobierno.

Es preciso hacer notar que no se ignora que la anterior interpretación del artículo 73, fracción XXIX-G de la Constitución contraviene lo dispuesto por el artículo 124 del propio ordenamiento. Sino que se reconoce que en dicho artículo se establece una visión en exceso ortodoxa basada en el federalismo dual en donde se da una distribución taxativa de competencias entre órdenes de gobierno, al señalarse que sólo el texto constitucional puede distribuir competencias entre el gobierno Federal y los gobiernos locales en un sistema federal.

Afortunadamente, se admite también que el derecho constitucional no sólo en México, sino en otros países y regiones, concibe al federalismo con un carácter cooperativo, en donde coexisten una distribución taxativa de competencias con fórmulas flexibles para ajustar el ejercicio del poder en un momento y formación social determinados, bajo el respeto al principio de legalidad y seguridad jurídica que debe existir en todo Estado moderno. Es decir, el federalismo se entiende como proceso permanente de distribución de atribuciones, reconociendo en todo momento que los balances específicos de competencias se alteran o se ajustan de acuerdo con las variantes que presenta la realidad.

La Ley General para la Prevención y la Gestión Integral de los Residuos de México, está basada justamente en una interpretación del federalismo cooperativo, lo cual ha quedado plasmado en disposiciones legales vigentes entre las que se encuentran, además de la LGEEPA, la Ley General de Salud, la Ley de Educación, la Ley General de Vida Silvestre y la Ley General de Asentamientos Humanos. A partir de ello, la determinación de sus alcances está dada en función de las tres conductas fundamentales de regulación de los residuos sólidos: la generación, el manejo, que incluye una variedad amplia de actividades que van desde su almacenamiento y recolección, hasta su reutilización, reciclaje, transporte y tratamiento, así como la disposición final de los mismos. 

Implicaciones que Derivan de una Ley General para la Gestión de los Residuos Sólidos Basada en la Responsabilidad Compartida

Sin duda el desafío mayor para las autoridades municipales, es asimilar y aplicar en toda su extensión las disposiciones de la nueva legislación tendientes a involucrar a todos los actores y sectores sociales a nivel local, en la gestión de los residuos que generan y manejan; sin dejar de lado su responsabilidad constitucional de brindar los servicios de limpia. Sobre todo, teniendo presente la necesidad de repartir el peso de la carga de la gestión de los residuos sólidos urbanos entre todos los involucrados, a fin de provocar cambios en los patrones de consumo y producción, así como en los hábitos negativos asociados al manejo de los residuos sólidos, que constituyen la raíz del problema.

Para ilustrar cómo se aborda este nuevo reparto de responsabilidades en las legislaciones modernas en la materia, se utilizarán a continuación como ejemplo, las disposiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de México, que sirve de referencia en el desarrollo del Manual de Marco Conceptual para Determinar los Aspectos a Cubrir en la Legislación de los Residuos, del que este documento forma parte.

División del universo de residuos sólidos urbanos

Una estrategia que se ha seguido para distribuir la responsabilidad y el peso de la carga de la gestión de los residuos sólidos entre diferentes actores y sectores, ha sido introducir una nueva figura: los residuos de manejo especial, definidos en la Ley General de referencia como sigue:

	Residuos de Manejo Especial
	Son aquellos generados en los procesos productivos, que no reúnen las características para ser considerados como peligrosos o como residuos sólidos urbanos, o que son producidos por grandes generadores de residuos sólidos urbanos


La anterior definición introduce la noción de que cuando un residuo sólido urbano es generado por grandes generadores (lo que se asume significa que se produce en grandes volúmenes, ya que un gran generador es aquél que genera más de 10 toneladas por año de residuos), demanda de un manejo especial.

Distribución de responsabilidades

Las consecuencias de esta nueva definición de los residuos son múltiples y se ejemplifican con base en las siguientes disposiciones de la citada Ley:

Nueva responsabilidad de autoridades estatales

	Cambio introducido
	Ejemplos de disposiciones jurídicas introducen el cambio

	La regulación y gestión de los residuos sólidos urbanos de grandes generadores (es decir, de manejo especial), compete a las autoridades estatales y no a las municipales.
	Artículo 9.- Son facultades de las Entidades Federativas:

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal, así como elaborar los programas en materia de residuos de manejo especial, acordes al Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos…

II. Expedir conforme a sus respectivas atribuciones, y de acuerdo con las disposiciones de esta Ley, los ordenamientos jurídicos que permitan darle cumplimiento conforme a sus circunstancias particulares, en materia de manejo de residuos de manejo especial…

III. Autorizar el manejo integral de residuos de manejo especial, e identificar los que dentro de su territorio puedan estar sujetos a planes de manejo;

IV. Verificar el cumplimiento de los instrumentos y disposiciones jurídicas referidas en la fracción anterior en materia de residuos de manejo especial e imponer las sanciones y medidas de seguridad que resulten aplicables


Conforme a las disposiciones anteriores, a las autoridades municipales solo les corresponde brindar los servicios de limpia a las casas habitación y a los establecimientos que son pequeños generadores de residuos sólidos urbanos.

Nueva responsabilidad de generadores de residuos sólidos y de productores, exportadores, importadores y distribuidores de productos que al desecharse se convierten en este tipo de residuos

	Cambio introducido
	Ejemplos de disposiciones jurídicas que introducen el cambio

	Tanto los generadores de residuos de manejo especial, como los productores,  exportadores, importadores y distribuidores de productos que al final de su vida útil se convierten en este tipo de residuos, deben responsabilizarse de su manejo.
	Artículo 28.- Estarán obligados a la formulación y ejecución de los planes de manejo, según corresponda:

Los grandes generadores y los productores, importadores, exportadores y distribuidores de los productos que al desecharse se convierten en residuos sólidos urbanos o de manejo especial que se incluyan en los listados de residuos sujetos a planes de manejo de conformidad con las normas oficiales mexicanas correspondientes.

	
	Artículo 96.- Las entidades federativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósito de promover la reducción de la generación, valorización y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y controlar la contaminación ambiental producida por su manejo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

Diseñar e instrumentar programas para incentivar a los grandes generadores de residuos a reducir su generación y someterlos a un manejo integral;

Promover la suscripción de convenios con los grandes generadores de residuos, en el ámbito de su competencia, para que formulen e instrumenten los planes de manejo de los residuos que generen


Nueva forma de participación social en la gestión de los residuos

	Cambio introducido
	Ejemplos de disposiciones jurídicas que introducen el cambio

	Corresponde a las autoridades de los tres órdenes de gobierno convocar la participación ciudadana informada y organizada en la gestión de los residuos y en la promoción del cumplimiento de la nueva legislación a nivel local. Dado lo cual los ciudadanos pueden recurrir a dichas autoridades para que se cumplan las disposiciones jurídicas que emanan de esta Ley y que los involucran.

Se prevé incluso que se realicen inversiones para apoyar la participación ciudadana en la gestión de los residuos.
	Artículo 35 .- El Gobierno Federal, los gobiernos de las entidades federativas y los municipios, en la esfera de su competencia, promoverán la participación de todos los sectores de la sociedad en la prevención de la generación, la valorización y gestión integral de residuos, para lo cual:

I. Fomentarán y apoyarán la conformación, consolidación y operación de grupos intersectoriales interesados en participar en el diseño e instrumentación de políticas y programas correspondientes, así como para prevenir la contaminación de sitios con materiales y residuos y llevar a cabo su remediación;

II. Convocarán a los grupos sociales organizados a participar en proyectos destinados a generar la información necesaria para sustentar programas de gestión integral de residuos;

III. Celebrarán convenios de concertación con organizaciones sociales y privadas en la materia objeto de la presente Ley;

IV. Celebrarán convenios con medios de comunicación masiva para la promoción de las acciones de prevención y gestión integral de los residuos;

V. Promoverán el reconocimiento a los esfuerzos más destacados de la sociedad en materia de prevención y gestión integral de los residuos;

VI. Impulsarán la conciencia ecológica y la aplicación de la presente Ley, a través de la realización de acciones conjuntas con la comunidad para la prevención y gestión integral de los residuos. Para ello, podrán celebrar convenios de concertación con comunidades urbanas y rurales, así como con diversas organizaciones sociales, y

VII. Concertarán acciones e inversiones con los sectores social y privado, instituciones académicas, grupos y organizaciones sociales y demás personas físicas y morales interesadas.

	
	Artículo 96.- Las entidades federativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósito de promover la reducción de la generación, valorización y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y controlar la contaminación ambiental producida por su manejo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

XI. Promover la integración, operación y funcionamiento de organismos consultivos en los que participen representantes de los sectores industrial, comercial y de servicios, académico, de investigación y desarrollo tecnológico, asociaciones profesionales y de consumidores, y redes intersectoriales relacionadas con el tema, para que tomen parte en los procesos destinados a clasificar los residuos, evaluar las tecnologías para su prevención, valorización y tratamiento, planificar el desarrollo de la infraestructura para su manejo y desarrollar las propuestas técnicas de instrumentos normativos y de otra índole que ayuden a lograr los objetivos en la materia


Infraestructura para el manejo de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial

¿El que los Municipios tengan a su cargo las funciones y servicios públicos de limpia, recolección, traslado tratamiento y disposición final de residuos, significa que nadie más pueda establecer servicios de manejo de sus propios residuos o de los generados por terceros?

La respuesta a esta pregunta es no. La atribución constitucional que tienen las autoridades municipales de brindar el servicio público de limpia significa que ellas están obligadas a ofrecer dicho servicio por si mismas o concesionándolo a particulares, pero no excluye que existan servicios privados paralelos o complementarios a los públicos.

Es decir, no está prohibido por Ley establecer servicios privados que por vía contractual y por voluntad de los propietarios de los residuos (es decir, de los generadores), se ocupen de su recolección, transporte, reutilización, reciclado, tratamiento químico, físico o biológico y de su disposición final ambientalmente adecuados y mediante la obtención de los registros y/o autorizaciones que correspondan por parte de las autoridades con competencia en la materia.

De hecho, aún antes de que se expidiera la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a la que se ha estado haciendo referencia, ya existían autoservicios de manejo de residuos sólidos y empresas privadas prestadoras de servicios de recolección, reciclado o tratamiento de los mismos. Incluso, en comunidades en las que las autoridades municipales no han podido brindar los servicios de limpia o hacerlo de manera regular, los propios ciudadanos se han organizado para ocuparse parcialmente de ello.

¿Cómo se Puede Asegurar el Éxito de la Nueva Visión Legislativa en la Materia?

El primer paso para asegurar el éxito de la nueva visión legislativa en materia de prevención de la generación y de gestión integral de los residuos sólidos, es dar a conocer los ordenamientos jurídicos correspondientes:

· A quienes los tienen que cumplir (es decir, a los generadores de residuos, a los productores, importadores y distribuidores cuyos productos se convierten al final de su vida útil en residuos sujetos a la Ley, y a quienes brindan servicios de manejo de residuos), y

· A quienes los tienen que hacer cumplir (es decir a las autoridades con competencia en la materia). 

No menos importante, es brindar educación, capacitación y asistencia técnica a los interesados e involucrados en la gestión de los residuos, para que estén en capacidad de cumplir con sus nuevas obligaciones legales. 

Particularmente, es deseable no solo ofrecer asistencia técnica a las autoridades municipales con competencia en la materia, sino también de carácter financiero y recursos técnicos y materiales en especie.

Aunado a ello, se debe completar el marco jurídico correspondiente, complementando las leyes, con sus reglamentos respectivos, con las normas técnicas ambientales indispensables para su aplicación, así como con las guías, formatos y otros instrumentos de gestión que sean necesarios.

De particular importancia, es fomentar las inversiones requeridas para contar con la infraestructura de servicios de manejo integral de los residuos, así como para fortalecer los mercados del reciclaje, ofreciendo incentivos económicos y facilidades administrativas para ello (incluyendo la eliminación de las barreras burocráticas que se opongan a este objetivo).

En el contexto de la aplicación de la responsabilidad compartida, pero diferenciada, de todos los sectores en la gestión sustentable de los residuos, es igualmente necesario multiplicar y apoyar las organizaciones ciudadanas y las redes intersectoriales de manejo ambiental de residuos, para que tomen parte activa en ello.

Ideas para discutir en grupo

¿Tienen conocimiento de los ordenamientos jurídicos que rigen el manejo de los residuos que generan?

¿Las autoridades de su localidad conocen y aplican las normas jurídicas vigentes en materia de gestión de residuos sólidos?

¿Cuentan en su localidad con servicios sustentables de limpia (es decir, ambientalmente efectivos, económicamente viables y socialmente aceptables)?

¿Saben cuánto cuesta operar los servicios municipales de limpia y a dónde van a parar los ingresos que se cobran por brindarlos?

¿Les gustaría tomar parte activa en la gestión de los residuos en su comunidad?

¿Conocen experiencias exitosas de organización y participación ciudadana en la gestión de los residuos a nivel local?

¿Participan activamente en alguna organización no gubernamental interesada en la protección al ambiente y/o en la gestión de los residuos?

¿Les gustaría recibir regularmente información acerca de las opciones para la prevención de la generación de los residuos y su manejo seguro y ambientalmente adecuado? 

CAPÍTULO IX. LA SELECCIÓN DE LOS COMPONENTES DEL MANEJO INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

Introducción

En capítulos anteriores de este Manual se ha hecho referencia a los efectos ambientales que se buscan lograr al regular y controlar los residuos, en un contexto de desarrollo sustentable, en el cual se debe tener presente también la necesidad de contar con sistemas de gestión de los residuos que sean económicamente viables y socialmente aceptables.

Se ha llamado la atención, además, sobre el hecho de que dicha gestión requiere involucrar a todas las partes interesadas, aplicando la responsabilidad compartida, aunque diferenciada, de todos los sectores de la sociedad por ser todos ellos generadores de residuos e intervenir en su manejo; lo cual demanda que sea claro para todos el por qué, para qué y cómo se debe realizar tal gestión para que sea ambientalmente amigable y costo-efectiva.

Aunado a lo anterior se ha resaltado que, para que una gestión sea inteligente, debe partir del reconocimiento, distinción y caracterización, del universo de residuos, de fuentes generadoras, así como de servicios con los que se debe contar y los mercados  y capacidades que se requieren fortalecer, a fin de que el sistema opere de manera eficiente (con utilización racional de los recursos) y efectiva (con efectos reales). 

Corresponde ahora el turno a la consideración de los criterios para seleccionar los componentes del manejo integral de los residuos, de acuerdo con las necesidades y circunstancias de cada localidad o municipalidad, atendiendo al hecho de que en ellas los tipos de residuos, sus volúmenes y frecuencia de generación, sus fuentes de generación, sus recursos para manejarlos y la vulnerabilidad del entorno ante los efectos adversos que pueda ocasionar su manejo inadecuado, pueden variar; lo cual suele reconocerse en las leyes de carácter general y debe respaldarse en las leyes estatales. 

Es con base en este último razonamiento, que en la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, que se utiliza en este Manual como marco de referencia para analizar los elementos a considerar al legislar los residuos, se introdujo el requerimiento de establecer diagnósticos básicos acerca de la generación de residuos y de la capacidad instalada para su manejo a nivel nacional, estatal y municipal, para que los programas, planes y ordenamientos jurídicos locales se basen en ellos.

Consideraciones Generales

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), de la cual México forma parte, alrededor del 10% del total de residuos sólidos que se generan en un país corresponden a lo que se conoce como residuos sólidos municipales o residuos sólidos urbanos. 
  En el caso de México, el resto corresponde a lo que legalmente se denomina como residuos de manejo especial que provienen de procesos productivos y cuya gestión corresponde a las autoridades estatales que no brindan servicios de manejo al respecto. 

Se sabe, además, que el volumen promedio diario o anual de residuos sólidos municipales o urbanos por habitante varía en las áreas urbanas y rurales, entre distintos sectores sociales -al relacionarse con su capacidad de gasto-, e incluso en diferentes momentos del año. Si se asume una generación promedio de un kilogramo de residuos sólidos por habitante al día, esto equivaldría a alrededor de 365 kilogramos por año/habitante; sin tomar en cuenta los residuos de manejo especial que en mayor volumen generan las actividades productivas. 

Cabe resaltar el hecho de que la gestión de los residuos sólidos domésticos es la que plantea desafíos más complejos, por la gran variedad de materiales que los componen, lo cual puede cambiar en función de las preferencias de consumo de sus generadores a lo largo del tiempo. Ello lleva a plantear modalidades de separación en la fuente y de recolección selectiva de materiales reciclables, diferentes de las que se pueden emplear en el caso de los establecimientos industriales, comerciales y de servicios, en los que su consumo de materiales, productos y envases y embalajes es más constante (en términos de composición, frecuencia de consumo y volúmenes desechados).

Por lo anterior, es que se considera desaconsejable legislar por separado los componentes de los residuos sólidos municipales o urbanos (por ejemplo, centrando la legislación en los envases y embalajes), ya que resulta más económico el manejo y aprovechamiento de flujos o corrientes de materiales específicos (por ejemplo, plásticos, vidrio, metal, papel o cartón), no importa si estos provienen de productos o de sus envases y embalajes.

No menos importante es tener presentes los objetivos ambientales que se buscan alcanzar con el manejo de los residuos (por ejemplo, reducción en el consumo de materiales y energía, así como en los niveles de contaminantes que se generan), independientemente de la modalidad de manejo de que se trate. Esto se debe destacar, pues contrariamente a lo que se suele pensar, el reciclado de materiales no siempre es la mejor opción si se hace un análisis de ciclo de vida en el cual se consideren los impactos ambientales y los costos derivados del mismo, en comparación con los que resultan de la producción de las materias primas alternativas.

Lo expresado previamente busca hacer notar que las regulaciones locales de los residuos deben ser desarrolladas con el objetivo estratégico de conducir a la minimización de los residuos, así como a la valorización, tratamiento o disposición final sustentables de los que no puedan evitarse, combinando criterios ambientales, económicos, tecnológicos y sociales. 

A manera de ejemplo, conviene tener presente que a lo largo del ciclo de vida de los residuos y de la recuperación y valorización de los materiales que los componen, puede haber liberación de contaminantes al ambiente que es preciso prevenir o controlar y que esto implica la adopción de medidas que tienen un costo que deben “internalizar” quienes generan los residuos, razón por la cual es indispensable que se les cobre por su manejo incorporando las consideraciones ambientales (por ejemplo, las que derivan de la necesidad de que las instalaciones de relleno sanitario cuenten con un seguro ambiental y con el financiamiento necesario para el monitoreo de las mismas ulterior a su cierre, para evitar que se liberen contaminantes al ambiente a partir de ellas en los años subsiguientes cuando dejen de operar).

De los costos del manejo de los residuos, alrededor de dos terceras partes corresponden a su recolección y transporte, de ahí la necesidad de aplicar el principio de proximidad al establecer tan cerca como sea posible de las fuentes generadoras, la infraestructura para su reciclado, tratamiento o disposición final. Como también es indispensable que en la planeación del desarrollo de las ciudades, se privilegie su crecimiento “hacia arriba”, es decir, con base en edificios y no en habitaciones unifamiliares y dispersas que encarecen el costo de los servicios urbanos (tanto de recolección de residuos, como de suministro de agua potable, electricidad, etcétera).

El concepto de “economía de escala” se debe considerar, así mismo, al diseñar los sistemas de gestión de los residuos públicos o privados, pues entre más volumen de residuos se recolectan y entre más materiales valorizables se puedan recuperar, es más rentable prestar el servicio de manejo y habrá más oportunidades de desarrollar los mercados correspondientes; lo cual demanda un ejercicio serio de planeación y de estudios de factibilidad con el apoyo de los diagnósticos básicos.

Es común escuchar que la fuerza del cliente es mayor que la fuerza de cualquier ley y esto es particularmente cierto en los mercados del reciclaje, pues los comercializadores de materiales valorizables imponen sus normas a quienes les quieren vender éstos, pues solo se los reciben si tienen la “calidad” (por ejemplo que no estén sucios o mezclados con otros) y se les entregan en la forma (por ejemplo, aplastados, flejados, empacados, triturados) y cantidad que les sea conveniente. De ahí que sea conveniente legislar la separación primaria de los residuos (en residuos orgánicos húmedos y en residuos secos) y eventualmente la secundaria, cuando sea el caso.

El principio del “poder de compra” también aplica cuando los grandes consumidores (entre los que se encuentran las dependencias gubernamentales), pueden imponer a sus proveedores sus propias condiciones de compra, como el que darán preferencia a la adquisición de materiales reciclados o reciclables o a la compra de productos o envases y embalajes que puedan retornarse al proveedor al final de su vida útil para su reciclaje. Esto implica establecer bases legales explícitas acerca de la responsabilidad de productores, importadores, distribuidores, comercializadores y consumidores, de establecer planes de manejo para productos que al desecharse plantean problemas de manejo y disposición final, que hacen conveniente promover su reciclado o tratamiento.

Hasta ahora se han puesto de relieve cuestiones relacionadas con la protección al ambiente o con las consideraciones económicas que se deben tener presentes al legislar y establecer sistemas de gestión de los residuos. Por lo cual se requiere completar el análisis extendiéndolo a las consideraciones de carácter social.

Es por esto último que no se puede soslayar el hecho de que los servicios urbanos, como el de limpia, constituyen prestaciones sociales que los gobiernos locales por mandato constitucional requieren ofrecer. Sin embargo, ya se ha abordado en otros capítulos que, para que los servicios prestados por los municipios sean sustentables, particularmente tratándose del servicio de limpia, requieren a su vez ser ambientalmente efectivos, económicamente viables y socialmente aceptables.

De manera que el fortalecimiento de capacidades de los servicios urbanos de limpia, debe ocupar un lugar central en las legislaciones locales de los residuos, las cuales deben establecer mecanismos para que exista una forma de cobro por los servicios que sea transparente e independiente del cobro de impuestos, para que los recursos financieros que se obtengan por prestar los servicios se apliquen directamente a su modernización, a contar con una flotilla vehicular adecuada y a la cual se le de mantenimiento preventivo y no solo correctivo, así como para desarrollar la infraestructura necesaria para el procesamiento y disposición final ambientalmente adecuados de los residuos.

Aunado a lo anterior, se deben abrir espacios de consulta pública en las diferentes localidades, para el análisis de otras cuestiones de carácter social a considerar al diseñar e implantar sistemas de gestión integral de los residuos socialmente aceptables. Por ejemplo, un aspecto que se debe legislar es la forma en que las propias comunidades, sobre todo en las zonas urbanas marginadas o rurales, pueden organizarse y participar ellas mismas en los sistemas de gestión de sus residuos, particularmente tratándose de los valorizables, lo cual les permitiría apoyar a las autoridades municipales y contar con fuentes de ingresos y de empleos.

Para que un sistema o instalación para el manejo de residuos sea aceptado por la sociedad, es preciso que ésta conozca acerca de los ordenamientos jurídicos en los que se sustenta el control ambiental de los residuos desde la cuna (es decir, desde la fuente generadora, que pueden ser los propios hogares), hasta su disposición final y sobre la diferencia entre una instalación ubicada, construida y operada conforme a normas ambientales, y un tiradero a cielo abierto (que es la forma más común de disposición ante la carencia de infraestructura ambientalmente adecuada). 

Por su parte, los inversionistas privados interesados en crear y operar infraestructura para el acopio, almacenamiento temporal, reciclado, tratamiento físico, químico o biológico y disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial, para brindar servicios a terceros, demandan certeza jurídica, transparencia, rapidez y facilidades en los procesos de autorización lo cual debe quedar plasmado en las legislaciones locales.

Consumo y Producción Sustentables y Reciclado de Materiales  Valorizables

Ya se ha dicho en otros capítulos de este Manual que el manejo integral de los residuos comienza con las medidas a adoptar para evitar o minimizar su generación, lo cual plantea la necesidad de revisar y cambiar aquellas formas de consumo y producción que sean altamente consumidoras de materiales y energía, así como generadoras de grandes volúmenes de residuos que van a parar a los sitios de disposición final. Lo cual debe complementarse con medidas para alentar la valorización de los materiales contenidos en los residuos susceptibles de aprovechamiento.

Esto implica que las autoridades gubernamentales, con el apoyo de la legislación en la materia, impulsen a consumidores y productores a cambiar aquellas conductas contrarias a los propósitos que persigue dicha legislación, por ejemplo, a través de los siguientes instrumentos de gestión que deben legislarse:

· Cobro variable por cantidad de residuos recolectados y sujetos a disposición final.

· Limitación del confinamiento de residuos solo a aquellos que no puedan reciclarse o tratarse (física, química o biológicamente) de manera ambientalmente adecuada, económicamente viable y socialmente aceptable.

· Establecimiento de esquemas de separación en la fuente y de recolección selectiva de flujos o corrientes de materiales reciclables (cuya recolección podría no cobrarse) y residuos destinados a disposición final.

· Impulso a los mercados del reciclado y fortalecimiento de las cadenas productivas del reciclaje, mediante políticas apoyadas por incentivos económicos (por ejemplo, deducción de impuestos o reducción de pagos de derechos por obtención de permisos) y facilidades para la realización de trámites para la obtención de permisos.

· Cambio de disposiciones administrativas que se opongan a la compra de materiales y productos reciclados o reciclables.

· Impulso a los productores, importadores, distribuidores y comercializadores, para que establezcan esquemas para que los consumidores puedan devolverles ciertos productos y envases y embalajes al final de su vida útil, para que ellos se ocupen de su reciclaje.

· Facilidades para el establecimiento y operación de centros de acopio de materiales reciclables en sitios estratégicos.

· Creación de bancos de datos de materiales valorizables para promover su intercambio y aprovechamiento.

· Establecimiento de un sistema de reconocimientos a las empresas que introduzcan procesos de producción eco-eficientes o más limpios, produzcan bienes “amigables” con el ambiente y reduzcan la generación de residuos.

· Establecimiento de convenios con cámaras industriales e instituciones de investigación y educación para alentar el desarrollo de tecnologías que permitan la valorización de subproductos no deseados que se generan en grandes cantidades y están siendo enviados a disposición final.

Manejo Ambientalmente Adecuado de los Residuos

El Manual del que este capítulo forma parte, está orientado a apoyar el proceso de legislación del manejo ambientalmente adecuado de los residuos a todo lo largo de su ciclo de vida completo, a fin de prevenir riesgos a la salud y a los ecosistemas.

Pero ¿qué se entiende como manejo ambientalmente adecuado o por desempeño ambiental? A manera de ejemplo, se refiere a continuación cómo se definieron estos conceptos en el Reglamento de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Querétaro, publicado en 2006.

	Ambientalmente adecuado
	Que es acorde con la protección del ambiente, la salud y los recursos naturales; la prevención de la generación, la valorización y el manejo integral de los residuos, así como con las disposiciones jurídicas aplicables

	Desempeño ambiental
	Grado de cumplimiento de los objetivos o metas establecidos en los instrumentos de gestión ambiental de los residuos


A su vez, se resumen a continuación algunas de las definiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y otros ordenamientos locales, que hacen referencia a las diferentes modalidades de manejo de los residuos poniendo de relieve la consideración a la prevención y control de la contaminación. Estos conceptos se deben tener presentes al formular las leyes, reglamentos y normas técnicas ambientales correspondientes, al solicitar y emitir autorizaciones al respecto, al desarrollar estas actividades y durante la verificación de su desempeño.

	Acopio
	Reunión de residuos en un lugar determinado y apropiado para prevenir riesgos a la salud y al ambiente, a fin de facilitar su recolección y posterior envío a instalaciones autorizadas para su tratamiento, reciclaje o disposición final;

	Reciclado
	Transformación de los residuos a través de distintos procesos que permiten restituir su valor económico, evitando así su disposición final, siempre y cuando esta restitución favorezca un ahorro de energía y materias primas sin perjuicio para la salud, los ecosistemas o sus elementos

	Co-procesamiento
	Integración ambientalmente segura de los residuos generados por una industria o fuente conocida, como insumo a otro proceso productivo

	Incineración
	Cualquier proceso para reducir el volumen y descomponer o cambiar la composición física, química o biológica de un residuo sólido, líquido o gaseoso, mediante oxidación térmica, en la cual todos los factores de combustión, como la temperatura, el tiempo de retención y la turbulencia, pueden ser controlados, a fin de alcanzar la eficiencia, eficacia y los parámetros ambientales previamente establecidos. En esta definición se incluye la pirólisis, la gasificación y plasma, sólo cuando los subproductos combustibles generados en estos procesos sean sometidos a combustión en un ambiente rico en oxígeno

	Tratamientos por Esterilización
	Procedimientos que permiten, mediante radiación térmica, la muerte o inactivación de los agentes infecciosos contenidos en los residuos peligrosos;

	Disposición Final
	Acción de depositar o confinar permanentemente residuos en sitios e instalaciones cuyas características permitan prevenir su liberación al ambiente y las consecuentes afectaciones a la salud de la población y a los ecosistemas y sus elementos

	Confinamiento
	Relleno sanitario destinado a contener residuos de manejo especial depositados en condiciones de seguridad para prevención de riesgos derivados de la liberación de contaminantes al ambiente y procesos de combustión

	Relleno sanitario
	Instalación en la cual se depositan de manera temporal o permanente los residuos sólidos urbanos, en sitios y en condiciones apropiados, para prevenir o reducir la liberación de contaminantes al ambiente, prevenir la formación de lixiviados en suelos, evitar procesos de combustión no controlada, la generación de malos olores, la proliferación de fauna nociva y demás problemas ambientales y sanitarios


La Ley General prevé lo expresado a continuación respecto del transporte y acopio de los productos de consumo desechados que contienen materiales peligrosos y que se sujeten a planes de manejo.

	Artículo 64.- En el caso del transporte y acopio de residuos que correspondan a productos desechados sujetos a planes de manejo, en términos de lo dispuesto por el artículo 31 de esta Ley, se deberán observar medidas para prevenir y responder de manera segura y ambientalmente adecuada a posibles fugas, derrames o liberación al ambiente de sus contenidos que posean propiedades peligrosas.


Para mayor abundamiento de la forma en que se aborda el manejo ambientalmente adecuado de los residuos en el texto de la Ley General a la que se está haciendo referencia, se exponen a continuación algunas de sus disposiciones al respecto de los tratamientos de los residuos peligrosos.

	Artículo 58.- Quienes realicen procesos de tratamiento físicos, químicos o biológicos de residuos peligrosos, deberán presentar a la Secretaría los procedimientos, métodos o técnicas mediante los cuales se realizarán, sustentados en la consideración de la liberación de sustancias tóxicas y en la propuesta de medidas para prevenirla o reducirla, de conformidad con las normas oficiales mexicanas que para tal efecto se expidan.

	Artículo 59.- Los responsables de procesos de tratamiento de residuos peligrosos en donde se lleve a cabo la liberación al ambiente de una sustancia tóxica, persistente y bioacumulable, estarán obligados a prevenir, reducir o controlar dicha liberación.


Específicamente, la Ley General dispone lo siguiente respecto al los tratamientos térmicos de los residuos peligrosos:

	Artículo 61.- Tratándose de procesos de tratamiento por incineración y tratamiento térmico por termólisis, la solicitud de autorización especificará las medidas para dar cumplimiento a las normas oficiales mexicanas que se expidan de conformidad con los convenios internacionales de los que México sea parte.

	Artículo 62.- La incineración de residuos, deberá restringirse a las condiciones que se establezcan en el Reglamento y en las normas oficiales mexicanas correspondientes, en las cuales se estipularán los grados de eficiencia y eficacia que deberán alcanzar los procesos, y los parámetros ambientales que deberán determinar se a fin de verificar la prevención o reducción de la liberación al ambiente de sustancias contaminantes, particularmente de aquellas que son tóxicas. En los citados ordenamientos se incluirán especificaciones respecto a la caracterización analítica de los residuos susceptibles de incineración, así como de las cenizas resultantes de la misma, y al monitoreo periódico de todas las emisiones sujetas a normas oficiales mexicanas, cuyos costos asumirán los responsables de las plantas de incineración.

La Secretaría, al establecer la normatividad correspondiente, tomará en consideración los criterios de salud que al respecto establezca la Secretaría de Salud.

	Artículo 63.- La Secretaría, al reglamentar y normar la operación de los procesos de incineración y co-procesamiento de residuos permitidos para tal efecto, distinguirá aquellos en los cuales los residuos estén sujetos a un co-procesamiento con el objeto de valorizarlos mediante su empleo como combustible alterno para la generación de energía, que puede ser aprovechada en la producción de bienes y servicios.

Deberán distinguirse los residuos que por sus características, volúmenes de generación y acumulación, problemas ambientales e impactos económicos y sociales que ocasiona su manejo inadecuado, pudieran ser objeto de co-procesamiento. A su vez, deberán establecerse restricciones a la incineración, o al co-procesamiento mediante combustión de residuos susceptibles de ser valorizados mediante otros procesos, cuando éstos estén disponibles, sean ambientalmente eficaces, tecnológica y económicamente factibles. En tales casos, deberán promoverse acciones que tiendan a fortalecer la infraestructura de valorización o de tratamiento de estos residuos, por otros medios.


En lo que toca al confinamiento controlado de los residuos peligrosos, la Ley General dispone lo siguiente:

	Artículo 65.- Las instalaciones para el confinamiento de residuos peligrosos deberán contar con las características necesarias para prevenir y reducir la posible migración de los residuos fuera de las celdas, de conformidad con lo que establezca el Reglamento y las normas oficiales mexicanas aplicables.


Para ilustrar la forma en que la citada Ley aborda la prevención de la contaminación de sitios durante el manejo de los materiales y residuos peligrosos y su remediación, se citan a continuación dos de sus disposiciones al respecto que deberían desalentar prácticas ambientalmente inadecuadas.

	Artículo 68.- Quienes resulten responsables de la contaminación de un sitio, así como de daños a la salud como consecuencia de ésta, estarán obligados a reparar el daño causado, conforme a las disposiciones legales correspondientes.

	Artículo 69.- Las personas responsables de actividades relacionadas con la generación y manejo de materiales y residuos peligrosos que hayan ocasionado la contaminación de sitios con éstos, están obligadas a llevar a cabo las acciones de remediación conforme a lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones aplicables.


En el Reglamento de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Querétaro, se aborda de la siguiente manera la forma en que se deben acopiar y almacenar los residuos:

	Artículo 31.-Los prestadores de servicios de manejo de residuos, en el acopio y almacenamiento de residuos deberán observar las siguientes disposiciones: 

I. Aislar los residuos de su entorno; 

II. Colocarlos en envases, contenedores, recipientes o en sitios cubiertos, de acuerdo con sus propiedades, estado físico y posible incompatibilidad con otros residuos; 

III. Identificar los residuos con los métodos que establezcan las Normas Oficiales Mexicanas y demás ordenamientos que resulten aplicables; 

IV. Los contenedores con tapa y las bolsas no deberán llenarse en su totalidad para poder cerrarlos debidamente y evitar que se derramen los residuos contenidos en ellos; 

V. En el caso de los productos pos-consumo sujetos a planes de manejo, éstos serán envasados y acopiados siguiendo los mismos procedimientos que se utilizan en el caso de los productos nuevos, salvo que se disponga de otra manera en las Normas Oficiales Mexicanas o normas técnicas estatales, y 

VI. Adoptar medidas de seguridad para evitar que los residuos de los contenedores o recipientes sean derramados por animales o personas.

	Artículo 32.- Los grandes generadores y los prestadores de servicios de manejo de residuos, para el almacenamiento temporal de los residuos, deberán destinar un área que deberá reunir al menos las siguientes condiciones: 

I. Estar diseñada para prevenir la diseminación de los residuos fuera del área de almacenamiento para evitar malos olores, desarrollo de fauna nociva y la formación de lixiviados; 

II. Estar diseñada para prevenir el ingreso de animales cuando se almacenen residuos orgánicos putrescibles; 

III. Estar ubicada en áreas distintas de la producción, servicios, comercio, oficinas, áreas de almacenamiento de materias primas o productos terminados y de las habitaciones en el caso de conjuntos residenciales, de hoteles, hospitales y otras instalaciones semejantes; 

IV. Estar techada, contar con pisos que prevengan la infiltración de lixiviados hacia el subsuelo y con medios para prevenir la salida de los residuos fuera del área de almacenamiento; 

V. Contar con fácil acceso para los recolectores y quienes manejen los residuos; 

VI. Contar con botiquín y sistemas de extinción contra incendios o contención de derrames, de acuerdo al riesgo asociado, y 

VII. Contar con señalamientos y letreros tanto informativos como restrictivos, de acuerdo al tipo de residuo almacenado.

	Artículo 35.-Los residuos de manejo especial no podrán permanecer almacenados por un período mayor a 180 días naturales, sin que sean sometidos a reutilización, reciclaje, tratamiento o disposición final. Tratándose de residuos orgánicos putrescibles, éstos no podrán almacenarse más de 3 días, salvo que sean sometidos a procesos de composteo.


En lo que toca a la ubicación de las instalaciones para el manejo de los residuos, el referido Reglamento dispone lo siguiente:

	Artículo 38.-Los prestadores de servicios de manejo de residuos, al ubicar y operar sus establecimientos deberán observar al menos: 

I. Los programas de ordenamiento ecológico, ordenamiento territorial y desarrollo urbano; 

II. Las características y volúmenes de los residuos a reciclar; 

III. Los procesos de reciclaje que se empleen; 

IV. Los tipos de residuos, descargas al agua y emisiones al aire que pudieran resultar de los procesos de reciclaje o de tratamiento químico o físico; 

V. La necesidad de contar con alarmas auditivas para alertar al personal sobre la posible avería de unidades críticas de los procesos de reciclaje o tratamiento químico o físico 

En ningún caso deberán instalarse este tipo de plantas en zonas propensas a inundaciones o en sitios que se ubiquen en las riberas de ríos o de fuentes superficiales de agua.


En cuanto al tratamiento biológico de los residuos orgánicos, el Reglamento mencionado prevé lo siguiente:

	Artículo 39.-Los plantas destinadas a la formulación de composta en grandes volúmenes deberán instalarse tomando en consideración aspectos tales como: 

I. Los programas de ordenamiento ecológico, ordenamiento territorial y desarrollo urbano; 

II. La composición y volúmenes de los residuos a utilizar; 

III. Los métodos a emplear para convertir los residuos en insumo para el proceso de composteo, incluyendo los materiales para la separación de las capas de los mismos; 

IV. El proceso de composteo a usar; 

V. Las posibles aplicaciones que se dará a la composta resultante; 

VI. Los procedimientos a seguir para removerla de la planta; 

VII. Otros aspectos que fije la normatividad en la materia o que la Secretaría o las autoridades municipales correspondientes consideren pertinentes, y 

VIII. En ningún caso deberán instalarse este tipo de plantas en zonas propensas a inundaciones, en sitios que se ubiquen en las riberas de ríos o de fuentes superficiales de agua y a menos de cien metros de escuelas, hospitales, establecimientos que expendan o fabriquen alimentos, iglesias, parques públicos o de casas habitación. 

La composta que se produzca no deberá contener objetos punzocortantes, ni concentraciones de metales tóxicos que representen un riesgo, por lo cual deberá prepararse a partir de materia orgánica que no haya sido mezclada con otros residuos, y ser lo suficientemente estable como para poder ser almacenada o aplicada a los suelos sin crear molestias, problemas ambientales o peligros para la salud.

	Artículo 40.-Cuando la materia orgánica sea sometida a digestión anaeróbica en biodigestores, rellenos sanitarios o en confinamientos controlados, con el fin de generar biogás destinado a su aprovechamiento como fuente de energía, deberán adoptarse las medidas necesarias para que el proceso correspondiente se realice de manera segura y ambientalmente adecuada, así como de conformidad con las disposiciones jurídicas que resulten aplicables.


Mientras que en lo que respecta a la disposición final de los residuos en rellenos sanitarios, el Reglamento citado prevé lo siguiente:

	Artículo 41.-Los residuos cuyo destino final sea el relleno sanitario o el confinamiento, cuando su composición lo permita y sea económicamente viable y tecnológicamente factible, deberán ser sujetos a tratamiento mecánico-biológico con el fin de mejorar las propiedades de los residuos, aumentar su compactación, lograr un alto grado de descomposición orgánica del material fácilmente degradable y reducir las actividades biológicas y químicas dentro de las celdas del relleno o del confinamiento, así como la producción de lixiviados y gases.

	Artículo 42.- Los responsables de los rellenos sanitarios y confinamientos que pudieran generar metano, deberán: 

I. Prevenir la generación y migración lateral del metano; 

II. Mantener la concentración de metano por debajo del 25 por ciento de los valores límites menores de explosividad, correspondientes a 5 por ciento de metano por volumen de aire, en el perímetro de la propiedad en la que se encuentren las instalaciones; 

III. Realizar monitoreos rutinarios de los niveles de metano, con la frecuencia que establezca la Secretaría o la normatividad correspondiente y tomando en cuenta, entre otros, las condiciones del suelo, las condiciones hidrogeológicas e hidráulicas de las áreas circundantes a las instalaciones, así como la ubicación y límites de las mismas; 

IV. Adoptar las medidas necesarias para proteger la salud y bienestar público y al ambiente, en caso de que los niveles de metano excedan los valores límites, así como notificar tal situación a la Secretaría y, en su caso, al Sistema de Protección Civil y servicios de emergencia, y 

V. Medir los niveles de metano hasta que alcancen los límites aceptables y al cabo de sesenta días de detectado el problema, implementar medidas para remediarlo y darlas a conocer a la Secretaría para su consideración.  

	Artículo 43.- Con la finalidad de aumentar la vida útil de los rellenos sanitarios y de los confinamientos, podrá recurrirse a un tratamiento previo de los residuos mediante alta compactación que permitan contar con rellenos sanitarios secos, adoptando las precauciones necesarias para prevenir riesgos a la salud y al ambiente en el manejo de los residuos, así como las medidas que establezcan los ordenamientos jurídicos aplicables.


Normas Técnicas Ambientales

Las normas técnicas ambientales son los instrumentos a través de los cuales se suelen establecer requisitos y parámetros técnicos más precisos para la identificación, caracterización y manejo de los residuos. En el caso de México, y de acuerdo con la Ley Federal de Metrología y Normalización y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, este tipo de normas tienen los propósitos siguientes:

Fines que deben perseguir las normas oficiales mexicanas de acuerdo con la Ley Federal de Metrología y Normalización (LFMN) y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA)

	FINES PREVISTOS EN LA LFMN
	FINES PREVISTOS EN LA LGEEPA

	1. Describir las características y/o especificaciones que deban reunir los productos, procesos y servicios cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud humana, animal o vegetal, el medio ambiente general y laboral, o para la preservación de los recursos naturales.

2. Las especificaciones y/o procedimientos de envase y embalaje de los productos que puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar la salud de las mismas o el medio ambiente.

3. Las características y/o especificaciones, criterios y procedimientos:

a. Que permitan proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y los ecosistemas, así como la preservación de los recursos naturales.

b. Para el manejo, transporte, confinamiento de materiales y residuos peligrosos y de las sustancias radioactivas.

4. La determinación de la información comercial, sanitaria, ecológica, de calidad, seguridad e higiene y requisitos que deben cumplir las etiquetas, envases, embalaje y la publicidad de los productos y servicios para dar información al consumidor o usuario.

5. Las características y/o especificaciones que deben reunir los equipos, materiales, dispositivos o instalaciones industriales, comerciales, de servicios y domésticas para fines sanitarios, acuícolas, agrícolas, pecuarios, ecológicos, de comunicaciones, de seguridad, o de calidad y particularmente cuando sean peligrosos.
	I. Establecer los requisitos, especificaciones, condiciones, procedimientos, metas, parámetros y límites permisibles que deberán observarse en regiones, zonas, cuencas o ecosistemas,  en aprovechamiento de recursos naturales, en el desarrollo de actividades económicas, en el uso y destinos de bienes, en insumos y en procesos.

II. Considerar las condiciones necesarias para el bienestar de la población y la preservación o restauración de los recursos naturales y la protección al ambiente.

III. Estimular o inducir a los agentes económicos para reorientar sus procesos y tecnologías a la protección del ambiente y al desarrollo sustentable.

IV. Otorgar certidumbre a largo plazo a la inversión e inducir a los agentes económicos a asumir los costos de la afectación que ocasionen.

V. Fomentar las actividades productivas, en un marco de eficiencia y sustentabilidad.




Para ilustrar la forma en que se ha normado en México, desde la perspectiva ambiental, la identificación, clasificación, caracterización y el manejo de los residuos, particularmente de los peligrosos, se enlistan a continuación las normas técnicas ecológicas, que se publicaron en 1988 (el mismo año que la LGEEPA y su Reglamento en Materia de Residuos Peligrosos) y se transformaron en normas oficiales mexicanas en 1993 (dos de las cuales, la NOM-055 y la NOM-052 acaban de reformarse recientemente). Así mismo, se mencionan otras normas que han ido surgiendo a lo largo de los años y que distan mucho de ofrecer un marco normativo suficiente para el manejo seguro y ambientalmente adecuado de los residuos.

Cabe señalar que no se hace mención en esta sección ni al Reglamento ni a las normas oficiales mexicanas en materia de transporte terrestre de materiales y residuos peligrosos.

Normas oficiales mexicanas relativas a los residuos peligrosos

publicadas o reformadas en el periodo 1988-2006

	Clave
	Aspectos que cubren

	NOM-053-ECOL-1993
	Que establece el procedimiento para llevar a cabo la prueba de extracción para determinar los constituyentes que hacen a un residuo peligroso por su toxicidad al ambiente.

	NOM-054-ECOL-1993
	Que establece el procedimiento para determinar la incompatibilidad entre dos o más de los residuos considerados como peligrosos por la NOM-052-ECOL-1993

	NOM-056-ECOL-1993
	Que establece los requisitos para el diseño y construcción de las obras complementarias de un confinamiento controlado para residuos peligrosos 

	NOM-057-ECOL-1993
	Que establece los requisitos que deben observarse en el diseño, construcción y operación de celdas de un confinamiento controlado de residuos peligrosos.

	NOM-058-ECOL-1993
	Que establece los requisitos para la operación de un confinamiento controlado para residuos peligrosos.

	NOM-133-ECOL-2000 
	Protección ambiental - Bifenilos policlorados (BPC's) - Especificaciones de manejo.

(Esta NOM fue modificada el 5 de marzo de 2003 para ampliar el plazo de registro de quienes poseen equipos o residuos conteniendo BPCs.).

	NOM-087-SEMARNAT-SSA1—2002
	Que establece los requisitos para la separación, envasado, almacenamiento, recolección, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos biológico-infecciosos que se generan en establecimientos que presten atención médica (reforma de la norma original publicada en 1995).

	NOM-040-SEMARNAT-2002
	Que establece los niveles máximos permisibles de emisión a la atmósfera de partículas sólidas, así como los requisitos de control de emisiones fugitivas, provenientes de las fuentes fijas dedicadas a la fabricación de cemento.

(Esta NOM aplica a los hornos cementeros en los que se co-procesan residuos peligrosos como combustible alterno).

	NOM-098-SEMARNAT-2002
	Protección ambiental-Incineración de residuos, especificaciones de operación y límites de emisión de contaminantes.

	NOM-055-SEMARNAT-2003
	Que establece los requisitos que deben reunir los sitios que se destinarán para un confinamiento controlado de residuos peligrosos previamente estabilizados.

	NOM-052-SEMARNAT-2005
	Que establece las características, el procedimiento de identificación, clasificación y los listados de los residuos peligrosos


Es importante hacer mención al hecho de que la NOM-098 aplica a incineradores de todo tipo  de residuos y no sólo para los destinados a los residuos peligrosos como se indica a continuación.

	Campo de aplicación 
	Esta Norma Oficial Mexicana es de observancia obligatoria aplicable en todo el territorio mexicano, con excepción de los mares territoriales en donde la nación ejerza su jurisdicción, para todas aquellas instalaciones destinadas a la incineración de residuos, excepto de hornos crematorios, industriales y calderas que utilicen residuos como combustible alterno. 

No aplica para la incineración de residuos (desechos) radiactivos, para los cuales se aplicarán las disposiciones que al respecto emita la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias.


En cuanto al confinamiento de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, se cuenta con la norma oficial mexicana: NOM-083-SEMARNAT-2003. Especificaciones de protección ambiental para la selección del sitio, diseño, construcción, operación, monitoreo, clausura y obras complementarias de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial.

Ideas para Discutir en Grupo

¿Qué importancia atribuyen a la existencia y difusión de la normatividad ambiental para el manejo integral de los residuos sólidos de toda índole?

¿Consideran pertinente el análisis de las disposiciones jurídicas en materia de residuos de manera conjunta: generadores, empresas de servicios y autoridades con competencia en la materia para interpretarlas de la misma manera?

¿Sería conveniente organizar cursos de capacitación para sectores específicos, sobre residuos y formas de manejo específicos?

¿Convendría tener un sitio electrónico a través del cual intercambiar información para guiar a quienes quieren cumplir con la legislación de los residuos?

¿Podrían formarse equipos de académicos y consultores que apoyaran a las autoridades locales a desarrollar las bases técnicas para las normas ambientales indispensables para el manejo integral de los residuos?

¿Deberían ofrecerse apoyos financieros por parte de organismos nacionales e internacionales para el desarrollo de dicha normatividad técnica?

¿Qué tanto se conocen las guías técnicas en la materia emanadas de organismos multilaterales de protección al ambiente?

CAPÍTULO X. PLANES DE MANEJO DE RESIDUOS DE MANEJO ESPECIAL

Introducción

En este capítulo del Manual se centrará la atención en los residuos que se generan en mayor volumen a nivel municipal y que son los derivados de los diversos procesos productivos: extractivos, de la industria manufacturera, agropecuaria, silvícola, forestal, pesquera, de la construcción, alimentaria, de comercios y servicios; que constituyen alrededor del 90% del total y se suman al 10% representado por los denominados residuos sólidos municipales o urbanos.

Las fuentes de los residuos de manejo especial suelen ser todas ellas grandes generadoras, si se toman en cuenta criterios como los establecidos en la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de México, que se utiliza como referencia en este Manual, y en la cual se define como gran generador a quien genere más de 10 toneladas de residuos por año (lo que equivale a 27.3 kilogramos por día).

De conformidad con esta Ley General, los grandes generadores de residuos sólidos urbanos y de manejo especial están obligados a establecer un plan de manejo de los mismos, centrado en la prevención de su generación, así como en su minimización a través de su valorización mediante reutilización, reciclado o aprovechamiento de su poder calorífico, para reducir a un mínimo los que se sujeten a tratamientos para disminuir su volumen y peligrosidad o los que se destinen a disposición final.

Cabe señalar que en la citada Ley General, en la definición de los residuos de manejo especial se incluye a los residuos sólidos urbanos generados por grandes generadores, como se indica a continuación, con el propósito de inducirlos también a minimizar y valorizar sus residuos, así como de responsabilizarlos de su manejo, lo cual le toca verificar a las autoridades estatales y no a las municipales, para aplicar el principio de responsabilidad compartida, pero diferenciada, en la gestión de los residuos.

	Residuos de Manejo Especial: Son aquellos generados en los procesos productivos, que no reúnen las características para ser considerados como peligrosos o como residuos sólidos urbanos, o que son producidos por grandes generadores de residuos sólidos urbanos


Este tipo de enfoque, entre otros, tendrá como beneficios reducir las presiones que se ejercen sobre los rellenos sanitarios y alargar la vida útil de éstos.

¿Qué es y qué fines persigue un plan de manejo?

Este instrumento de gestión viene a cambiar por completo la noción de manejo de los residuos sólidos, centrada en el pasado en la prestación por parte de las áreas de servicios urbanos municipales de los servicios de limpia y en el relleno sanitario (o el tiradero de basura controlado en la mayoría de los casos) como destino final de los residuos.

Mediante este instrumento se induce al generador a distinguir entre los residuos que usualmente se enviaban a enterrar como basura, aquellos que pueden considerarse como “recursos”  (o como subproductos) susceptibles de valorizar  y los que por el momento no se pueden aprovechar y se desechan, por lo que jurídicamente se consideran como residuos sujetos a lo que dispone la legislación en la materia.

Este tipo de conceptos suelen plasmarse en las definiciones comprendidas en los ordenamientos jurídicos que regulan el manejo de los residuos, como es el caso de la Ley General en cuya definición de residuo se resalta el hecho de que éste deriva del acto de “desechar” un material o producto por parte de su propietario o poseedor, como se indica a continuación.

	Residuo: Material o producto cuyo propietario o poseedor desecha y que puede ser susceptible de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamiento o disposición final


Por su parte, el Reglamento de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Querétaro, introduce la siguiente definición de subproducto, para distinguirlo de los residuos en el caso de los procesos productivos generadores de residuos de manejo especial y alentar su valorización mediante un plan de manejo:

	Subproducto: Material obtenido como sobrante o merma de un proceso productivo


Con base en las consideraciones anteriores, en la Ley General que se utiliza como referencia, se define como sigue a un plan de manejo, lo cual se desglosa para facilitar su interpretación:

	Plan de Manejo: Instrumento cuyo objetivo es:

· minimizar la generación y 

· maximizar la valorización de residuos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y residuos peligrosos específicos, 

bajo criterios de:

· eficiencia ambiental, 

· tecnológica, 

· económica y 

· social, 

con fundamento en el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos, diseñado bajo los principios de:

· responsabilidad compartida y 

· manejo integral, 

que considera:

· el conjunto de acciones, 

· procedimientos y 

· medios viables 

e involucra a:

· productores, 

· importadores, 

· exportadores, 

· distribuidores, 

· comerciantes, 

· consumidores, 

· usuarios de subproductos y 

· grandes generadores de residuos, según corresponda, así como a

· los tres niveles de gobierno


A su vez, en la citada Ley General se describen como sigue los fines y objetivos que persiguen los planes de manejo y que deberán ser considerados al establecer las legislaciones locales de los residuos:

	Los planes de manejo se establecerán para los siguientes fines y objetivos:

I. Promover la prevención de la generación y la valorización de los residuos así como su manejo integral, a través de medidas que reduzcan los costos de su administración, faciliten y hagan más efectivos, desde la perspectiva ambiental, tecnológica, económica y social, los procedimientos para su manejo;

II. Establecer modalidades de manejo que respondan a las particularidades de los residuos y de los materiales que los constituyan;

III. Atender a las necesidades específicas de ciertos generadores que presentan características peculiares;

IV. Establecer esquemas de manejo en los que aplique el principio de responsabilidad compartida de los distintos sectores involucrados, y

V. Alentar la innovación de procesos, métodos y tecnologías, para lograr un manejo integral de los residuos, que sea económicamente factible.


Dados los fines de los planes de manejo, no se espera que las autoridades gubernamentales impongan una manera de desarrollarlos que ignore que cada corriente o flujo de residuos tiene potenciales de valorización diferentes o que para aprovechar el valor de un residuo puede haber múltiples opciones, por lo cual es preciso dejar en libertad a quien formule el plan de elegir lo que mejor le convenga, siempre y cuando al manejar los residuos lo haga de una manera que no dañe la salud y al ambiente. Este tipo de consideraciones quedaron expresadas como sigue en la Ley General de referencia, junto con el planteamiento de que los planes de manejo no requieren de autorización, sino solo deben hacerse del conocimiento de las autoridades con competencia en la materia, para su registro y, en su caso, para su mejor opinión:

	Las empresas o establecimientos responsables de los planes de manejo presentarán, para su registro a la Secretaría, los relativos a los residuos peligrosos; y para efectos de su conocimiento a las autoridades estatales los residuos de manejo especial, y a las municipales para el mismo efecto los residuos sólidos urbanos, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y según lo determinen su Reglamento y demás ordenamientos que de ella deriven.

En caso de que los planes de manejo planteen formas de manejo contrarias a esta Ley y a la normatividad aplicable, el plan de manejo no deberá aplicarse.


En todo caso, desde la perspectiva de verificación del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley, los fiscalizadores pueden determinar si los planes de manejo plantean formas de manejo contrarias a lo que persigue ésta y las normas aplicables, en cuyo caso, pueden ordenar que se suspenda su aplicación y, si se produjeron daños a la salud o al ambiente por manejo inadecuado de los residuos, pueden proceder a establecer las sanciones que correspondan.

Es importante hacer notar que, aunque se deje en libertad a los responsables de formular y ejecutar los planes de manejo, el que lo hagan de la manera más fácil, barata y ambientalmente efectiva, así como eligiendo las formas de reutilización, reciclado o aprovechamiento del poder calorífico de sus residuos que mejor les convenga, esto no implica que no se desarrollen y apliquen instructivos y formatos para guiar en la elaboración de dichos planes. Por ejemplo, en la Ley de Residuos del Distrito Federal, publicada en 2003, se prevé la utilización del Formato Independiente de Plan de Manejo de Residuos Sólidos, en las modalidades que aplican a distintos tipos de generadores. 

Lo anterior significa que en las leyes locales debe haber disposiciones relativas a los planes de manejo, consistentes con lo que prevé en este caso la Ley General, pero que aclaren a los responsables de elaborarlos y presentarlos ante las autoridades locales, cómo proceder al respecto.

A manera de ejemplo, se citan a continuación dos de las disposiciones de la Ley para la Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Coahuila, publicada en 2005, que describen procedimientos relacionados con la formulación de los planes de manejo.

	Los planes de manejo de residuos sólidos urbanos y de manejo especial, deberán estar encaminados, entre otros a:

I. Identificar formas de prevenir o reducir su generación;

II. Establecer esquemas de manejo en los que aplique el principio de responsabilidad compartida de los distintos sectores involucrados;

III. Establecer mecanismos para reutilizar, reciclar o aprovechar los residuos que no se puedan evitar, de conformidad con las disposiciones legales aplicables y en la medida que esto sea ambientalmente adecuado, económicamente viable y tecnológicamente factible;

IV. Reducir el volumen y riesgo en el manejo de los residuos que no se puedan valorizar, de conformidad con las disposiciones legales aplicables;

V. Alentar la innovación de procesos, métodos y tecnologías para lograr un manejo integral de los residuos, que sea económicamente factible, y

VI. Disponer finalmente en un relleno sanitario o en un sitio controlado, según corresponda, los residuos que no puedan ser susceptibles de valorizarse.

	Los grandes generadores de residuos sólidos urbanos y de manejo especial, deberán integrar una propuesta para sustentar el desarrollo de cada uno de los planes de manejo, que se entregará al Instituto para su validación y en la cual se asentará, entre otros, lo siguiente:

I. El nombre, la denominación o razón social de quien presente la propuesta, del representante legal en su caso, el nombre de los autorizados para recibir notificaciones, al órgano administrativo al que se dirijan, el lugar y fecha de formulación. La propuesta deberá estar firmada por el interesado o su representante legal;

II. Los residuos generados que serán objeto de los planes de manejo;

III. Los procedimientos, métodos o técnicas que se emplearán en la reutilización, reciclado o tratamiento de los residuos;

IV. Las empresas autorizadas y registradas como prestadoras de servicios que se ocuparán del manejo integral de los residuos sujetos a los planes de manejo, en cualquiera de sus etapas;

V. Cronograma enunciando las principales actividades y sus fechas de implantación, así como la periodicidad para evaluación y entrega de actualizaciones;

VI. Los responsables de la implantación y seguimiento de los planes de manejo correspondientes;

VII. La indicación de que parte de la información proporcionada al Instituto deberá manejarse de manera confidencial por tratarse de información privilegiada de valor comercial, y

VIII. Los indicadores para evaluar el desempeño del plan de manejo.


En la Ley de Coahuila, también se hace mención a los planes de manejo sobre productos post consumo, que corresponderá a los productores (y otros eslabones de la cadena comercial de los productos) establecer para que los consumidores retornen éstos para su reciclado, lo cual quedó expresado como sigue:

	El Instituto podrá convocar conjuntamente con los ayuntamientos de manera gradual, a los productores, importadores, distribuidores y comercializadores de productos de consumo que al desecharse se conviertan en residuos sólidos urbanos y de manejo especial, susceptibles de ser objeto de planes de manejo de conformidad con las disposiciones de la ley general, las normas oficiales mexicanas y esta ley a fin de:

I. Dar a conocer que son prioritarios para su atención por el grado de dificultad que implica el manejo de los residuos correspondientes o los problemas ambientales que se han visto asociados a las formas de disposición final comunes de los mismos;

II. Proponer la formulación de proyectos piloto que de manera gradual permitan la devolución de los residuos por los consumidores, a fin de que se ocupen de su reciclaje, tratamiento o disposición final;

III. Identificar conjuntamente las alianzas y redes de colaboración que es necesario establecer, en el marco de la responsabilidad compartida pero diferenciada, a fin de contar con el apoyo necesario de las partes interesadas para facilitar la formulación e implantación de los proyectos piloto a los que hace referencia la fracción anterior de este artículo;

IV. Identificar el tipo de instrumentos económicos o de otra índole que permitirán sustentar el costo del manejo de los residuos en su fase post-consumo, así como de facilidades administrativas, incentivos o reconocimientos que podrán implantarse para alentar el desarrollo de los planes de manejo;

V. Identificar los medios y mecanismos a través de los cuales se podrá hacer del conocimiento público la existencia de los proyectos pilotos y las formas en las que se espera que los consumidores participen en los planes de manejo de los residuos;

VI. Identificar las necesidades de infraestructura para el manejo integral de los residuos devueltos por los consumidores y la capacidad instalada en el estado o en el país para ello,

VII. Identificar las necesidades a satisfacer para crear o fortalecer los mercados del reciclaje de los materiales valorizables que puedan recuperarse de los residuos sujetos a los planes de manejo.


Para mayor aclaración de la forma en que se está regulando a nivel local el establecimiento de los planes de manejo, se refieren a continuación algunas de las disposiciones del Reglamento de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Querétaro en esta materia. Cabe destacar que este Reglamento prevé lo siguiente para quienes deseen elaborar voluntariamente un plan de manejo:

“Los generadores de residuos que no estén obligados a desarrollar planes de manejo, podrán voluntariamente formular e implementar dichos planes.”

Objetivos de los planes de manejo

	Son objetivos de los planes de manejo: 

I. Fomentar la minimización de la generación de los residuos;  

II. Promover la responsabilidad compartida de los productores, distribuidores y comercializadores; 

III. Realizar la separación en la fuente, la recolección separada de residuos, y 

IV. Fomentar el reuso y reciclaje de los residuos, con el objeto de reducir el volumen de los residuos que actualmente van a disposición final. 


Modalidades de planes de manejo

	Se establecen las siguientes modalidades de planes de manejo: 

I. Para los residuos generados por macrogeneradores y grandes generadores de residuos sólidos urbanos y de manejo especial, y 

II. Para los productos de consumo que al desecharse se conviertan en residuos sólidos urbanos y de manejo especial que aparezcan listados en las normas oficiales mexicanas correspondientes


Características de los planes de manejo de macrogeneradores

(Macrogenerador: Persona que como resultado de sus actividades produzca residuos sólidos urbano o de manejo especial en cantidades iguales o superiores a 100 toneladas en peso bruto total al año)

	Los planes de manejo que los macrogeneradores y grandes generadores de residuos presenten a la Secretaría deberán contener al menos: 

I. Datos generales del generador; 

II. Los residuos objeto de los planes de manejo; 

III. Los procedimientos, métodos o técnicas que se emplearán en la reutilización, reciclado o tratamiento de los residuos; 

IV. Los convenios que se establezcan entre empresas para el intercambio de materiales susceptibles de aprovechamiento; 

V. Las empresas prestadoras de servicios que se ocuparán del manejo de los residuos; 

VI. Un cronograma enunciando las principales actividades y sus fechas de implementar, así como la periodicidad para la evaluación y entrega de actualizaciones; 

VII. El responsable de la implementación y seguimiento del desempeño ambiental de los planes de manejo correspondientes, y 

VIII. Los indicadores para evaluar el desempeño del plan de manejo.


Procedimiento para responder a observaciones de las autoridades sobre planes de manejo

	En caso de que la Secretaría formule comentarios u observaciones a los planes de manejo, el interesado realizará los ajustes necesarios en un plazo máximo de 60 días naturales contados a partir de que se notifiquen dichos comentarios u observaciones. Una vez realizados los ajustes, la Secretaría le otorgará su número de registro.


Informes y bitácoras sobre planes de manejo

	Luego de un año de haber obtenido el registro, las personas que hayan sido registradas, deberán elaborar un informe, a fin de evaluar los resultados y, en su caso, incorporar las mejoras necesarias para corregir desviaciones en cuanto al logro de los objetivos y resultados esperados. 

La Secretaría podrá verificar en cualquier momento si el plan de manejo se desarrolla de conformidad con la normatividad aplicable. 

A los 2 años contados a partir del registro, los generadores deberán tener disponible para consulta de la Secretaría, las bitácoras en las cuales se registren los resultados de la implementar de los planes de manejo de los residuos o proporcionar dicha información por los medios y en los formatos que la Secretaría determine, cuando ésta se lo requiera para actualizar los diagnósticos básicos de la situación de los residuos en el estado.  

Las bitácoras se conservarán durante los 2 años posteriores al periodo anual que cubren.


Es imprescindible destacar el hecho de que para que esta nueva visión legislativa tenga éxito y se aliente a los generadores a desarrollar los planes de manejo, debe haber un esfuerzo paralelo para establecer incentivos económicos para ello, así como para alentar la inversión en la infraestructura necesaria para lograr el manejo integral de los residuos, lo cual ha quedado plasmado en la Ley de Prevención y Gestión Integral de los Residuos de Coahuila, como sigue:

	El Ejecutivo del Estado, en coordinación con las autoridades competentes, evaluará, desarrollará y promoverá la implantación de instrumentos económicos, fiscales, financieros o de mercado que incentiven la prevención de la generación, la separación, acopio y aprovechamiento, así como el tratamiento y disposición final de los residuos sujetos a las disposiciones de esta ley. 

En aquellos casos en que sea técnica y económicamente factible, se promoverá la creación de cadenas productivas y se brindarán incentivos para el establecimiento de los planes de manejo.

	El Instituto promoverá la aplicación de incentivos para alentar la inversión del sector privado en el desarrollo tecnológico, adquisición de equipos y en la construcción de infraestructura para facilitar la prevención de la generación, la reutilización, el reciclaje, el tratamiento y la disposición final ambientalmente adecuados de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, así como de los residuos  peligrosos domiciliarios y los generados por los microgeneradores.


Ideas para Discutir en Grupo

· ¿Qué beneficios se anticipan de la implantación de los planes de manejo?

· ¿Qué problemas pueden presentarse en la implantación de los planes de manejo?

· ¿Qué actividades consideran que se deberían realizar en su localidad para apoyar el desarrollo de los planes de manejo?

· ¿Qué papel creen que deberían jugar las instituciones educativas y de investigación en el desarrollo de planes de manejo en los procesos productivos en su comunidad?

· ¿Qué papel deberían jugar a este respecto las cámaras y asociaciones industriales?
CAPÍTULO XI. PROGRAMAS ESTATALES DE PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

En este Capítulo del Manual se abordará el tema de los elementos que se pueden considerar al legislar acerca de la responsabilidad de las autoridades de las entidades federativas de formular y ejecutar programas para el aprovechamiento de los materiales valorizables (recursos), así como para la prevención y gestión integral de los residuos. Para ello, y tomando como modelo los lineamientos utilizados con propósitos similares en la Unión Americana en donde la legislación de los residuos se basa en la Ley de Conservación y Recuperación de los Recursos (RCRA por sus siglas en inglés), 
 se describirán a continuación algunos aspectos claves a tener presentes al incorporar en una ley las disposiciones que hagan posible la implantación exitosa de dichos programas. Así mismo, se recurrirá a las disposiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y a la normatividad aplicable en México, para contextualizar el análisis siguiente.

La importancia de los programas, previstos en la Ley General de referencia, deriva de que ellos son los que hacen posible la implementación de las disposiciones contenidas en los planes nacionales o estatales de desarrollo, en las cuestiones relativas al aprovechamiento sustentable de los recursos naturales a lo largo de su ciclo de vida completo (entre otros, vía un consumo racional de los mismos y su reutilización y reciclado) y a la gestión integral de los residuos; así como la asignación de recursos presupuestarios, humanos, tecnológicos y de otra índole para el desarrollo de las acciones que permitirán el cumplimiento de la legislación en la materia.

Aspectos regulatorios

En lo que se refiere a los programas estatales para la prevención y la gestión integral de los residuos, así como para el aprovechamiento de los materiales valorizables contenidos en ellos (para reducir la presión que se ejerce sobre los recursos naturales de los que se extraen las materias primas para fabricar bienes que terminan desechándose en la basura), las leyes estatales requieren:

1) Proveer las bases para el establecimiento de los poderes regulatorios estatales necesarios para la implantación de los programas, de manera eficiente (mediante el uso racional de los recursos presupuestarios, humanos y materiales) y efectiva (tendiente a la obtención de resultados tangibles y verificables).

2) En particular, deben prever que a ningún gobierno municipal dentro del estado se le prohíba en el contexto de la legislación local establecer contratos de largo plazo para dotar de instalaciones para la recuperación y valorización de los materiales aprovechables contenidos en los residuos sólidos, mediante la participación de la iniciativa privada y el sector social, así como impulsar la creación y operación de servicios privados en la materia.

3) Asegurar que los programas establezcan los cursos de acción para la conservación y recuperación de materiales valorizables, así como para la disposición de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial en rellenos sanitarios o cualquier combinación de prácticas, según sea necesario, para usar o disponer de los mismos de manera ambientalmente adecuada.

Bases para el establecimiento de los poderes regulatorios estatales. 

Estos Poderes:

a) Deberán ser adecuados para hacer cumplir las normas técnicas ambientales para el manejo seguro y ambientalmente adecuado de los residuos a lo largo de su ciclo de vida integral (o para incentivar, en el contexto de la autorregulación, la aplicación de normas internacionales de referencia o, en su caso, de las guías técnicas que emanan de Convenios Internacionales de los que el país sea Parte, como el de Basilea sobre movimientos transfronterizos y disposición de residuos peligrosos o el de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes). Tal autoridad debe ser tan definitiva como sea posible y establecer claramente los medios de cumplimiento.

b) Debe incluir las capacidades de vigilancia necesarias para detectar efectos ambientales adversos en las instalaciones de cualquiera de las fases de manejo integral de residuos. Tales capacidades deben incluir el acceso para realizar inspecciones y monitoreo por parte de los funcionarios regulatorios y para que  la autoridad establezca requisitos de monitoreo y reporte al operador de la instalación.

c) Debe hacer uso de un programa de permisos que asegure que el establecimiento de algún nuevo tiradero a cielo abierto esté prohibido.

d) Debe contar con capacidades de verificación administrativa y judicial del cumplimiento de las disposiciones legales, incluyendo órdenes ejecutables, multas y otros procedimientos administrativos, tanto como sea necesario para asegurar dicho cumplimiento.

Recomendaciones para los poderes regulatorios estatales

Para brindar apoyo al cumplimiento de la Ley General y de la normatividad aplicable (NOM-083-SEMARNAT-2003. Especificaciones de protección ambiental para la selección del sitio, diseño, construcción, operación, monitoreo, clausura y obras complementarias de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial) se recomienda el desarrollo y/o aplicación de los instrumentos siguientes a los poderes regulatorios estatales, ante la necesidad de que se prohíban nuevos tiraderos a cielo abierto y de que se cierren o se mejoren los existentes.

	Instrumentos
	Características

	a) Estándares para la disposición de residuos: Aplicación de la NOM-083 


	1. Basada en la prevención de los impactos a la salud y al ambiente de las instalaciones de disposición final de residuos

	b) 
	2. Que especifica  los estándares de diseño y operación

	c) 
	3. Que toma en cuenta las características climáticas, geológicas y de otra índole que deben reunir los sitios en el Estado para la disposición final de residuos

	d) Sistemas de vigilancia que establezcan requisitos de monitoreo de las instalaciones
	1. Cada instalación debe ser evaluada en cuanto a sus posibles efectos en la salud y el ambiente. Con base en esta evaluación, y en la NOM-083 se establecerán requisitos de instrumentación, muestreo e inspección, según corresponda

	e) 
	2. Cada instalación que produzca lixiviados en cantidades y concentración que puedan contaminar el agua subterránea en un acuífero deben ser sujetos a requisitos de monitoreo para detectar y predecir dicha contaminación

	f) 
	3. Los inspectores deben ser entrenados y proporcionárseles instrucciones detalladas para realizar las visitas de verificación para verificar los procedimientos y condiciones especificadas en los planes de ingeniería y en el permiso de la instalación. Deben establecerse los medios para asegurar la cadena de custodia de las evidencias que se recaben.

	g) Desarrollo de evaluaciones y recomendaciones de medidas de recomendación por personal entrenado y experimentado, incluyendo ingenieros y geólogos.
	

	h) El Sistema de Permisos Estatales debe proveer las bases para el control administrativo que prohíba el establecimiento de nuevos tiraderos a cielo abierto y para brindar asistencia en el cumplimiento de los requisitos de manejar y disponer de manera ambientalmente adecuada de todos los residuos de jurisdicción local.
	1. Los procedimientos de permisos a nuevas instalaciones deben requerir a los solicitantes que demuestren que las instalaciones cumplirán con los criterios establecidos.

	i) 
	2. El Sistema de Permisos debe especificar, los requisitos para el operador de la instalación, el sitio, el diseño, construcción, operación, monitoreo, reporte, ejecución y mantenimiento, según aplique.

	j) 
	3. Los procedimientos de permisos deben incluir disposiciones que aseguren que el uso futuro de la propiedad en la cual se ubica la instalación, sea compatible con su uso actual relativo al manejo de residuos sólidos urbanos o de manejo especial. Estos procedimientos deben incluir la identificación de futuros usos del suelo o la inclusión de requisitos para que se informe a los futuros propietarios al vender la propiedad acerca de cual uso se le dio para depositar residuos.

	k) 
	4. Los permisos deben ser otorgados únicamente a las instalaciones que sean consistentes con la normatividad correspondiente y el Programa Estatal o los programas subestatales desarrollados en su contexto.

	l) El Sistema de verificación debe diseñarse de manera a incluir tanto procedimientos administrativos y medidas judiciales para fortalecer el cumplimiento de los calendarios y procedimientos de cumplimiento de la normatividad, incluyendo la clausura de tiraderos a cielo abierto.
	1. Los sistemas de permisos, vigilancia y verificación de cumplimiento deben de ser diseñados de manera a contar con la capacidad de ejercer acciones ante los juzgados.

	
	2. Deben de proporcionarse las capacidades de detección y asignación de sanciones por  brindar informes falsos.


Enfoque

1) Las leyes deben disponer que los programas estatales incorporen acciones relativas a todos los residuos en el Estado que posean el potencial de ocasionar efectos adversos en la salud y el ambiente o que proporcionen la oportunidad de conservar los recursos naturales a través de aprovechar al máximo los materiales valorizables contenidos en los residuos. Por ejemplo, los programas deberían cubrir a los residuos:

I. Peligrosos domésticos y generados por los establecimientos microgeneradores

II. Residenciales, comerciales e institucionales que son sólidos urbanos

III. De lodos de plantas de tratamiento de aguas residuales; de equipos de control de contaminantes; industriales; mineros; agrícolas; del bombeo de tanques sépticos; de la construcción; de rastros y mercados; y otros que sean considerados como residuos de manejo especial

2) Las leyes deben asegurar que los programas consideren, entre otros, los siguientes aspectos del manejo de residuos:

I. Conservación de recursos (mediante el aprovechamiento de materiales valorizables contenidos en los residuos)

II. Separación en la fuente

III. Acopio

IV. Recolección

V. Transporte

VI. Almacenamiento 

VII. Procesamiento 

VIII. Tratamiento y

IX. Disposición final

b) La duración de los programas; la cual debe cubrir como mínimo periodos de seis años a partir de la fecha en que se implanten por primera vez y sean renovados con ulterioridad; tomando en cuenta que las administraciones de los gobiernos de las entidades federativas tienen esa duración.

c) La incorporación en los programas de un proceso ordenado y manejable para lograr los objetivos de la Ley y cumplir con los requisitos de las guías que al respecto se desarrollen. Este proceso debe describir tan específicamente como sea posible las actividades a desarrollar, incluyendo una calendarización detallada y metas claves.

d) La identificación en los programas de las autoridades legales a nivel federal, estatal o municipal responsables de la administración de los residuos peligrosos, los residuos de manejo especial y los residuos sólidos urbanos, según sea el caso, así como las modificaciones a las regulaciones que sean necesarias para cumplir con los requisitos estipulados en las guías correspondientes.

Definiciones

Para facilitar la implantación de los programas, las leyes podrían considerar entre otros, la precisión de los conceptos siguientes a los que se hará referencia a lo largo de su texto: 

	Concepto
	Significado

	Criterios ecológicos
	Los lineamientos obligatorios contenidos en la Ley, para orientar las acciones de aprovechamiento sustentable de los recursos naturales que intervienen en la fabricación de productos y envases o embalajes a través de su reciclado y la protección al ambiente en relación con el manejo integral de los residuos, que tendrán el carácter de instrumentos de la política ambiental en la materia;

	Instalación
	Cualquier sistema, programa o planta para la recolección, separación en la fuente, almacenamiento, transporte, transferencia, procesamiento, tratamiento o disposición final de residuos sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos,  o para el manejo integral de los materiales valorizables contenidos en ellos, esté o no asociada con las fuentes en donde se generan éstos.

	Implementación
	Poner en práctica el programa llevando a cabo las actividades planeadas, incluyendo el cumplimiento de las relativas a la verificación del cumplimiento o el aseguramiento de que las actividades planeadas se cumplen.

	Instalación inactiva
	Aquella que no recibe más residuos de cualquier índole

	Inventario de tiraderos a cielo abierto
	El requerido en la Ley General, por ser considerados como sitios contaminados, y que incluye las instalaciones de disposición final de residuos que no cumplen con la normatividad aplicable.

	Operador
	Incluye los propietarios y operadores de una instalación.

	Permiso
	Es una autorización para empezar o continuar la operación de una instalación mientras se cumplan las normas de procedimiento y desempeño. El término permiso incluye cualquier equivalente funcional como un registro o una licencia.

	Planeación
	Incluye la identificación de problemas, objetivos, recolección de información, análisis de alternativas y la determinación de las actividades necesarias y los cursos de acción.

	Proveer
	En la frase “el Programa debe proveer” significa explicar, establecer o plantear los pasos y cursos de acción.

	Debe
	Denota el requisito de desarrollo e instrumentación del Programa Estatal.

	Debería
	Denota la recomendación de desarrollo e instrumentación del Programa Estatal.

	Subestatal
	Se refiere a cualquier agencia pública regional, local, municipal, o intermunicipal (incluyendo interestatal) o autoridad de manejo de residuos sólidos urbanos, de manejo especial o peligrosos, u otras agencias de nivel inferior al estatal.


Conservación y Recuperación de Recursos (materiales valorizables)

Requisitos

a) A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la legislación en la materia, el Programa Estatal debe proveer una política y estrategia para incentivar las actividades de conservación y recuperación de recursos mediante la reutilización o reciclado de los materiales valorizables contenidos en los residuos.

b) A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en lo estipulado previamente (y que debe ser sustentado legalmente), el Programa Estatal debe proveer que a ningún gobierno local en el Estado se le prohíba bajo ninguna ley estatal o local establecer contratos para proporcionar residuos sólidos urbanos, de manejo especial o peligrosos a las instalaciones de recuperación de materiales valorizables autorizadas.

Recomendaciones 

a) A fin de incentivar la recuperación y aprovechamiento de materiales valorizables, el Programa Estatal debe proveer asistencia técnica, entrenamiento, desarrollo y divulgación de información, programas de apoyo financiero, estudios de mercado y programas de desarrollo de mercados.

b) A fin de dar cumplimiento a los requisitos establecidos en la sección anterior acerca de la prohibición de contratos a largo plazo, el Programa Estatal debe proveer:

1. La revisión de los ordenamientos locales y las regulaciones pertinentes relativas a la contratación de servicios o instalaciones para la recuperación y valorización de materiales reciclables contenidos en los residuos.

2. El reporte de todas las leyes y regulaciones que se encuentre que violan estos requisitos, al oficial ejecutivo o a la agencia administrativa responsable de dicho ordenamiento para su reforma.

3. El desarrollo de un ordenamiento administrativo o de una ley o regulación reformada o cualquier paso preliminar para eliminar o reformar leyes o regulaciones que violen este requisito.

4. El desarrollo de una estrategia para la consideración por parte de los legisladores de la prohibición/o remoción de las disposiciones contenidas en las leyes locales que violen este requisito.

c) El Programa Estatal deberá ayudar y estimular la procuración estatal de productos que contengan materiales recuperados y reciclados como lo prevé la Ley General. Para ayudar en este esfuerzo, el Programa Estatal debe proveer las bases para:

El desarrollo de un planteamiento de política que aliente la procuración de materiales recuperados y reciclados (implantación de Sistemas de Manejo Ambiental), cuando esto sea posible.

La identificación de las agencias claves que se ocupan de las adquisiciones en el Estado, así como de los usos potenciales de los materiales reciclados, por parte de estas agencias, y

El desarrollo de un plan de acción que promueva el uso de los materiales reciclados  a través de una orden ejecutiva, iniciativa legislativa, u otra acción que el Estado considere necesaria.

d) A fin de estimular la recuperación y aprovechamiento de materiales valorizables, el Programa Estatal debe proveer las bases para la eliminación, en la medida de lo posible, de las restricciones sobre la compra de bienes y servicios, especialmente los contratos negociados,  con las instalaciones de recuperación de materiales reciclables. Esto debe incluir.

1. La revisión de las leyes estatales y locales pertinentes a la compra de equipos y servicios para el diseño, construcción y operación de las instalaciones de recuperación de materiales valorizables contenidos en los residuos.

2. El listado de todas las leyes que limitan la habilidad de las localidades de negociar los contratos o compras para el diseño, construcción, u operación de las instalaciones de recuperación y procesamiento de materiales valorizables.

3. El desarrollo de las órdenes administrativas o legislaciones u otras acciones que eliminen estas restricciones, y

4. El desarrollo de una estrategia y plan de acción para la consideración por parte de los legisladores de la ejecución de órdenes administrativas y otras acciones que eliminen estas restricciones.

e) El Programa Estatal debe alentar el desarrollo de las instalaciones y prácticas, públicas y privadas, para la recuperación y aprovechamiento de materiales susceptibles de reciclado, como la vía preferida para el manejo de los residuos, tanto como sea técnica y económicamente posible. El Programa Estatal debe proveer  las bases para el desarrollo de las siguientes actividades, enmarcadas en el diagnóstico básico al que hace referencia la Ley General:

1. El análisis de la composición de los residuos con énfasis particular en el potencial de recuperación de materiales y energía, incluyendo su valor como combustible, los porcentajes de residuos industriales recuperables, los grados de papel usado, vidrio y metales ferrosos y no ferrosos.

2. La identificación de los mercados disponibles y potenciales para los materiales y energía recuperados, incluyendo los mercados para los residuos industriales recuperables, el papel usado, los metales ferrosos y no ferrosos, el vidrio; los combustibles líquidos o gaseosos, los lodos y las llantas. Lo siguiente requiere ser evaluado: Ubicación y requisitos de transporte, especificaciones de los materiales y de la energía por parte de las industrias usuarias potenciales de éstos, los requisitos mínimos de cantidad, los mecanismos para fijar precios y la posibilidad de establecer contratos a largo plazo.

3. La conducción de estudios sobre la factibilidad de recuperación de materiales valorizables en las regiones del Estado en las cuales se han identificado posibles usuarios y mercados para los materiales recuperados. Estos estudios deben revisar varios enfoques tecnológicos, consideraciones ambientales, limitaciones institucionales y financieras, y la factibilidad económica.

4. La utilización de la separación en la fuente, el reciclaje y la conservación de los recursos, siempre que sea tecnológica y económicamente factible.

5. La utilización de instalaciones que manejen residuos de distintos tipos para la recuperación de energía y de materiales, siempre que sea tecnológica y económicamente factible. 

6. La combinación de la separación en la fuente, la conservación de recursos y la capacidad de procesamiento de distintos tipos de residuos, a fin de lograr el balance más efectivo entre la recuperación de materiales valorizables y los aspectos económicos. 

Planeación e Implementación de Instalaciones

Requisitos

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley General, las legislaciones estatales y otros ordenamientos, así como el Programa Estatal deben proveer las bases para una adecuada conservación y recuperación de recursos (materiales valorizables) y el desarrollo de las instalaciones y prácticas para la recuperación, acopio, almacenamiento, tratamiento y disposición final de residuos sólidos urbanos, de manejo especial o peligrosos de manera ambientalmente adecuada, alentando la inversión pública y privada, así como la participación social, cuando así convenga a las necesidades de las comunidades.

Recomendaciones para evaluar la necesidad de instalaciones

a) Al dar cumplimiento a los requisitos para el desarrollo adecuado de instalaciones y prácticas para la conservación y recuperación de recursos (materiales valorizables), la recuperación, acopio, almacenamiento, tratamiento y disposición final, el Programa Estatal debe proveer las bases para evaluar qué tanto las instalaciones y prácticas actuales son adecuadas y la necesidad de aumentar unas y otras.

1. La evaluación de necesidades debe basarse en las tasas actuales y proyectadas de generación de residuos y en las capacidades disponibles y planeadas para su manejo.

2. Deben evaluarse  las instalaciones y prácticas de conservación y recuperación de recursos a través del aprovechamiento de materiales valorizables, existentes y planeadas, así como su impacto en las necesidades de instalaciones.

3. Deben evaluarse los movimientos de residuos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y peligrosos a través del Estado y límites locales, existentes y planeados.

4. Deben determinarse las necesidades de manejo especiales para todas las categorías de residuos.

5. Deben estimarse los impactos en las capacidades de las instalaciones derivado de cambios predecibles en las cantidades y características de los residuos.

6. Deben evaluarse las limitaciones ambientales, económicas y de otra índole, derivadas de la operación continua de las instalaciones.

7. Debe anticiparse la desviación de residuos debida a la clausura de los tiraderos a cielo abierto.

8. Deben evaluarse las instalaciones y prácticas planeadas o provistas por el sector privado y social.

b) El Programa Estatal debe proveer las bases para la identificación de áreas que requieren del desarrollo de nuevas capacidades, con base en la evaluación de necesidades.

Recomendaciones para asegurar el desarrollo de instalaciones

a) El Programa Estatal debe cubrir la planeación de instalaciones y las adquisiciones en todas las áreas en que se determine en el proceso de evaluación de necesidades que no existe suficiente capacidad de recuperación, acopio, almacenamiento, tratamiento y disposición.

b) Cuando se encuentre que las instalaciones y prácticas existentes son inadecuadas, el Programa Estatal debe proveer las bases para el desarrollo de las instalaciones y prácticas necesarias por las agencias estatales o subestatales o por los sectores privado y social.

c) Para todas las áreas en las que se encuentre que resta sólo una capacidad disponible para cinco o menos años, el Programa Estatal debe proveer las bases para:

1. El desarrollo de estimaciones de volúmenes y tipos de residuos que se generarán.

2. La evaluación y selección de métodos para la recuperación y aprovechamiento de materiales valorizables.

3. La selección de los sitios para ubicar las instalaciones, y

4. El desarrollo de calendarios de implementación.

d) El Programa Estatal debe incentivar las iniciativas del sector privado o social para que se satisfagan las necesidades identificadas de instalaciones.

e) En cualquier área en la que queden sólo 2 o menos años de capacidad disponible, el Programa Estatal debe proveer las bases para que el Estado adopte las medidas necesarias para que se adquieran o creen las instalaciones requeridas.

f) El Programa Estatal debe proveer las bases para la iniciación y desarrollo de las instalaciones ambientalmente adecuadas tan pronto como sea practicable, a fin de reemplazar a los tiraderos a cielo abierto.

g) El Programa Estatal debe proveer las bases para que el Estado, en cooperación con las agencias subestatales, establezca procedimientos para seleccionar qué instalaciones tendrán prioridad para tener acceso a asistencia técnica y/o financiera o de otra índole. Se dará la más alta prioridad a las instalaciones que se desarrollen para reemplazar o mejorar los tiraderos a cielo abierto.

h) El Programa Estatal debe proveer las bases para la cooperación subestatal y las políticas de movimiento libre y no restringido de residuos sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos a través del Estado y fronteras locales.

Participación Pública

Requisitos para la participación pública en los programas estatales y subestatales

a) Las agencias de planeación estatales y subestatales deben:

1. Mantener una lista actualizada de agencias, organizaciones, e individuos afectados por o interesados en el programa, la cual debe incluir a cualquier parte que solicite estar en la lista, el propietario u operador de cada instalación clasificada como un tiradero a cielo abierto y cualquier otra parte que el Estado determine que esté afectada por o interesada en el programa.

2. Proveer el establecimiento de depósitos de información relevante en uno o más  lugares convenientes, y

3. Preparar un resumen de respuestas, de acuerdo con lo dispuesto en un plan de trabajo aprobado de participación pública, que describa los temas acerca de los cuales se han realizado consultas públicas, que resuma los puntos de vista del público, y establezca las respuestas de la agencia a las aportaciones del público.

b) Las agencias de planeación estatales y subestatales deben proveer información y mecanismos de consulta pública para conocer acerca del desarrollo e implementación del Programa. Tanto el acceso a la información como el mecanismo de consulta deben iniciarse desde el comienzo y a todo lo largo del proceso  de planeación (incluyendo la preparación y distribución de un resumen del Programa propuesto), de toma de decisiones de política al respecto y durante su instrumentación. Para dar cumplimiento a este requisito, las agencias de planeación deben:

1. Publicar la información en los medios que tengan gran audiencia en el área geográfica correspondiente.

2. Colocar la información correspondiente en los sitios electrónicos de las agencias gubernamentales involucradas.

3. Enviar la información directamente a agencias, organizaciones e individuos de la lista mantenida de conformidad a lo que se indica en el párrafo (a)(1) de esta sección.

4. Preparar y hacer disponible al público el resumen de respuestas.

c) Las agencias de planeación estatales y subestatales deben conducir audiencias públicas (y reuniones públicas, en donde la agencia determine que existe suficiente interés). El propósito de las audiencias y reuniones es solicitar la reacción y recomendaciones de las partes interesadas y afectadas y explicar los aspectos principales contenidos en el Programa propuesto. En seguimiento a estas audiencias públicas, se debe preparar un resumen de respuestas y difundir entre el público.

Requisitos para la participación pública en el programa anual estatal de trabajo

a) Se debe incluir un plan de trabajo relativo a la participación pública en el programa anual estatal de trabajo.

b) El Estado debe consultar con el público en el desarrollo del programa anual estatal de trabajo. Un mes antes de su aprobación éste debe de estar accesible al público en los sitios electrónicos del Estado. El público debe de ser notificado de la accesibilidad a consulta del borrador del programa de trabajo, y debe de realizarse una reunión pública si la agencia de planeación determina que existe suficiente interés en ello.

Requisitos para la participación pública en el desarrollo de las regulaciones del Estado

a) El Estado debe realizar audiencias públicas (y reuniones públicas, en donde la agencia determine que existe suficiente interés) sobre las legislaciones y regulaciones del Estado, de acuerdo con la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, a fin de solicitar reacciones y recomendaciones. En seguimiento a estas audiencias públicas, se debe preparar un resumen de respuestas y difundir entre el público.

b) Con antelación a las audiencias y reuniones requeridas en el párrafo (a) de esta sección, el Estado debe preparar una descripción de las regulaciones o leyes, enviarlas a las agencias, organizaciones e individuos de la lista mantenida de conformidad a lo que se indica en el párrafo (a)(1) de esta sección y colocarla en los sitios electrónicos mantenidos por el Estado.

Requisitos para la participación pública en la emisión de permisos a instalaciones

a) Antes de aprobar una solicitud de permiso (o la renovación de un permiso) para una instalación de tratamiento o de disposición de residuos sólidos urbanos o de manejo especial, el Estado debe realizar una audiencia pública para solicitar las reacciones y recomendaciones del público al respecto si el Estado determina que existe suficiente interés público en el permiso propuesto.

b) La audiencia debe realizarse de acuerdo con la legislación en materia de impacto ambiental.

Requisitos para la participación pública en los inventarios de tiraderos a cielo abierto

a) El Estado debe proveer una oportunidad para la participación pública con antelación a la sumisión de cualquier clasificación de una instalación como tiradero a cielo abierto al Gobierno Federal. El Estado debe cumplir esta disposición proporcionando una notificación de acuerdo a lo especificado en procedimientos administrativos estatales que proporcionen una participación pública equivalente.

b) El Estado debe proporcionar una notificación por escrito de la accesibilidad de los resultados de su clasificación a todas las partes de la lista requerida de acuerdo con la sección (a)(1) de esta sección, por lo menos 30 días antes de iniciar la sumisión de dicha clasificación al Gobierno Federal. Para las partes en la lista requerida según la sección  (a)(1) que son dueños u operadores de las instalaciones clasificadas como tiraderos a cielo abierto la notificación debe indicar que dicha instalación ha sido clasificada como tal.

Recomendaciones para la participación pública

a) Las agencias estatales y subestatales de planeación deben establecer un grupo consultor, o utilizar un grupo ya existente, para que les proporcionen recomendaciones sobre políticas relevantes y decisiones respecto a los programas. La membresía al grupo asesor debe reflejar un balance de opiniones conforme lo establece la legislación ambiental.

b) Las agencias estatales y subestatales de planeación deben desarrollar programas de educación pública diseñados para estimular la participación pública informada en el desarrollo e implementación de los Programas Estatales de Prevención y Gestión Integral de Residuos.

Ideas para Discutir en Grupo

· ¿Qué experiencia se tiene en materia de planeación y programación participativa en relación con la gestión de los residuos en su entidad?

· ¿Qué organizaciones empresariales, profesionales, ambientalistas, u otras consideran que se deberían involucrar en actividades de planeación o programación de la gestión ambientalmente adecuada de los residuos a nivel local?

· ¿Qué residuos generados a nivel local consideran que demandan una acción programática prioritaria?

· ¿Qué actores consideran que son claves para participar en las acciones programáticas sobre residuos prioritarios?

· ¿Qué estrategias consideran que se deberían adoptar para involucrar a los interesados en el desarrollo de las actividades programáticas sobre residuos prioritarios? 

CAPÍTULO XII. PARTICIPACIÓN COMUNITARIA EN LA GESTIÓN DE RESIDUOS

Introducción

En este capítulo del Manual se analizará la necesidad de abordar desde la perspectiva legal, el hecho de que en México (como sucede en países en desarrollo) las comunidades urbanas de bajos recursos que se encuentran marginadas y las poblaciones rurales no suelen ser cubiertas por los servicios municipales de limpia para recolectar sus residuos y darles un manejo ambientalmente adecuado; aunadas a estas poblaciones se encuentran otras que también enfrentan problemas similares como son las que viven en zonas costeras, islas o en áreas naturales protegidas caracterizadas por una alta vulnerabilidad.

Esta es una realidad que no puede dejarse de lado en una legislación tendiente a inducir cambios en las pautas de conducta que están ocasionando que los residuos sólidos se abandonen, depositen o entierren en forma riesgosa o se quemen a cielo abierto provocando problemas de contaminación ambiental y consecuencias derivadas de ella, entre las que se encuentran el arrastre de los contaminantes hacia los cuerpos de agua superficiales, ríos, lagos y mares, o hacia los acuíferos, particularmente durante la época de lluvias (en la cual los residuos sólidos suelen tapar los drenajes en zonas urbanas y provocar inundaciones al bloquear las corrientes de agua en los cauces de los ríos o en los drenes).

Para poner en perspectiva algunas de las aristas de la problemática, conviene tener presente que las poblaciones más pobres forman asentamientos irregulares en lugares carentes de servicios, sin urbanización, con caminos de terracería, frecuentemente estrechos y que dificultan el tránsito vehicular, así como en laderas de colinas o a la orilla de barrancos, por lo que sus residuos son arrastrados hacia otras áreas. Por su parte las poblaciones rurales pueden tener distintos grados de dispersión de los habitantes y se pueden encontrar alejadas de las instalaciones municipales para la disposición controlada de residuos sólidos. Esta situación se ve agravada en el caso de las islas que no cuentan con rellenos sanitarios y deben transportar en barco sus residuos hacia instalaciones que se encuentran en tierra firme o en el caso de las áreas naturales protegidas en donde no se encuentra este tipo de infraestructura a  una distancia razonable y los residuos se tienen que disponer dentro de ellas.

Tanto en México, como en otros países que enfrentan estas circunstancias, existen ejemplos de organización ciudadana para hacer frente a ellas, que han derivado en casos exitosos de manejo de residuos sólidos e incluso de aprovechamiento de los residuos reciclables o valorizables. 
  De las lecciones derivadas de este tipo de experiencias y de las discusiones de grupos de expertos alrededor del tema 
, pueden desprenderse ideas para legislar la forma en que se deben atender las necesidades de estas comunidades, brindándoles el apoyo necesario para que se organicen y operen sistemas de gestión de residuos apropiados a sus circunstancias, dándoles certeza jurídica de que el apoyo de las autoridades con competencia en la materia se mantendrá no importa que éstas cambien periódicamente (cada tres años en el caso de las administraciones municipales de México).

Al legislar en esta materia, se deben tener presentes e involucrar a los grupos de individuos en extrema pobreza que tradicionalmente han hecho la labor de recuperación de los materiales valorizables desechados como residuos.

Aspectos básicos a considerar

¿Por qué es importante recolectar los residuos sólidos urbanos de las áreas alejadas, marginadas o barrios pobres? 

Antes de plantear algunas de las razones que justifican el desarrollo de esquemas de gestión de residuos que satisfagan las necesidades de las poblaciones pobres o alejadas, conviene repasar puntualmente las posibles causas de que no cuenten con la prestación de los servicios públicos municipales, entre las cuales se encuentran:

· Difícil acceso;

· Bajo nivel de prioridad por su condición marginada, alejada y/o económica y políticamente débil;

· Carencia de propiedad del suelo y vivienda por lo cual no pagan o pagan pocos impuestos;

· Falta de conciencia y educación acerca de la relación entre insalubridad y riesgos a la salud por parte de las propias poblaciones y de las autoridades municipales;

· Falta de incentivos para los recolectores oficiales que no reciben propinas o pagos adicionales por su servicio como en los barrios acomodados;

· Escaso valor de los residuos que generan por su débil capacidad de gasto o por generarse poca cantidad de materiales valorizables.

A su vez, entre las razones que motivan la satisfacción de las necesidades de manejo ambientalmente adecuado de los residuos sólidos de poblaciones de bajos recursos o que habitan en zonas marginadas o alejadas, se encuentran las siguientes que resaltan la responsabilidad de las autoridades ambientales, sanitarias, de desarrollo urbano, social y de otra índole en contribuir a ello:

· La responsabilidad gubernamental, asentada en la Constitución que es la norma jurídica suprema, de satisfacer el derecho de todo ciudadano a un ambiente adecuado y a la protección de la salud, así como al acceso a los servicios municipales de limpia.

· El potencial de contaminación de las fuentes de abastecimiento de agua derivado de la disposición inadecuada de los desechos sólidos.

· La prevención de los riesgos de proliferación de los insectos vectores de padecimientos transmisibles como el paludismo y el dengue, como consecuencia de que se apilen desechos en los que se acumule el agua, como envases vacíos y llantas.

· La necesidad de prevenir que se afecten actividades productivas que son fuentes de ingresos (como el turismo o la agricultura) por el deterioro ocasionado por el abandono de desechos por doquier.

· La necesidad de prevenir desastres como las inundaciones o los incendios forestales ocasionados por la disposición inadecuada de los desechos o su combustión incontrolada.

· El cumplimiento de los objetivos de convenios internacionales como el de Estocolmo que establece la obligación de eliminar o reducir la liberación de contaminantes orgánicos persistentes (COP) como resultado de la quema de basura a cielo abierto, o del Convenio de Cambio Climático relativo a la prevención y control de los gases con efecto de invernadero generados, entre otros, por la putrefacción de los residuos orgánicos en los tiraderos de basura a cielo abierto. 

· El compromiso adquirido por los gobiernos que integran la Organización de las Naciones Unidas de cumplir con las metas del milenio como las relativas a la erradicación de la pobreza y el hambre; a asegurar la sustentabilidad ambiental; a reducir a la mitad la población carente de saneamiento básico para el año 2015 o a la creación de empleos para los jóvenes (para ofrecerles oportunidades de desarrollo y prevenir las adicciones y la criminalidad que se vuelven comunes en las zonas marginadas y pobres).

De este breve repaso de razones por las cuales es preciso encontrar una solución al problema de la falta de servicios de recolección y manejo adecuado de residuos en diversos tipos de comunidades, queda claro que las consecuencias ambientales, sanitarias y sociales que de ello derivan trascienden a las poblaciones que lo padecen y afectan al resto de la sociedad, así como a los sectores productivos; lo cual demanda que todos los ciudadanos se solidaricen y apoyen iniciativas tendientes a darle solución.

¿Qué opciones existen cuando los servicios públicos municipales no satisfacen las necesidades de comunidades pobres o alejadas?

El análisis siguiente destacará algunas oportunidades que pueden existir para que los ciudadanos se organicen en las zonas en las que habitan y que carecen de servicios públicos de recolección de residuos para resolver el problema, sin por ello deslindar de su responsabilidad a las autoridades municipales de brindarles el apoyo y facilitar su labor, puesto que actuarán como aliados ayudándolos a cumplir con una obligación constitucional.

Autoayuda: La experiencia ha mostrado que las comunidades necesitadas de servicios están dispuestas a organizarse para lograr con su propio esfuerzo el saneamiento de sus barrios o localidades y pueden desarrollar las destrezas necesarias para establecer esquemas viables, aunque no totalmente independientes del apoyo de las autoridades o de la iniciativa privada.

Liderazgo: Por lo general la organización de las comunidades comienza por la iniciativa de un individuo o pequeño grupo de residentes o de una organización civil con capacidad de liderazgo y con vocación de servicio, que tiene la capacidad de convocar a los vecinos a organizarse.

Fortalezas: El que quienes participan en el establecimiento de sistemas comunitarios de recolección, valorización y manejo de residuos sólidos para que su destino final sea ambientalmente adecuado, sean vecinos del lugar tiene múltiples ventajas, ya que por un lado conocen bien la situación que prevalece en él y a los habitantes, a la vez que son conocidos y respaldados por ellos (aunque también están sujetos a su escrutinio para evaluar su desempeño).

Voluntad de pagar: Aún las poblaciones de más bajos recursos están dispuestas a pagar por la recolección de los residuos, sobre todo si este servicio lo brindan personas de su propia comunidad, y si ven que con ello obtienen un beneficio.

Recolección selectiva: Comúnmente estos esfuerzos comunitarios se asocian con el interés de recuperar materiales valorizables que se desechan usualmente como basura, lo cual implica conocer el potencial de recuperación y organizar a los ciudadanos para que contribuyan a separar los residuos orgánicos húmedos del resto de los residuos para facilitar la segregación ulterior de los reciclables.

Creación de empleos dignos: Un aliciente para la implantación de mecanismos de recolección de residuos, selección, separación y comercialización de materiales valorizables contenidos en ellos, es la posibilidad de crear fuentes de empleo y de ingresos; lo cual puede contribuir a la sustentabilidad de las iniciativas ciudadanas.

Aprovechamiento de la materia orgánica: La posibilidad de recuperar y procesar los restos orgánicos húmedos por separado para obtener composta para usarla como mejorador de suelos en áreas comunes o de recreación en las propias comunidades (complementadas con campañas de siembra de árboles), puede constituir un aliento a participar en la separación de residuos en la fuente.

Enfoque todos ganan: Para lograr este tipo de enfoques se requiere trabajar todos juntos, lo cual demanda un proceso de sensibilización, concientización, educación, organización de grupos, asignación de responsabilidades y tareas, entre otros.

Identificación y solución de impedimentos: Este tipo de iniciativas no están exentas de dificultades y de encontrar barreras que se oponen a su implantación y operación exitosa, por lo cual se deben identificar éstas y desarrollar estrategias para contender con ellas e irlas resolviendo. Entre los problemas que se anticipan puede encontrarse la apatía, resistencia al cambio u oposición de algunos residentes; la necesidad de contar con un medio de transporte para acercar los materiales valorizables a los lugares en los que pueden ser vendidos o para acercar los residuos destinados a disposición final a un lugar en el cual los servicios municipales los recojan, por citar algunos. Es en este caso particular que se requiere del apoyo de las autoridades estatales y municipales para respaldar y hacer viables y sustentables estas iniciativas. 

¿Cómo se puede estimular a las poblaciones marginadas o alejadas de los servicios públicos a contribuir a crear sus propios servicios?

A manera de ilustración para derivar lecciones que lleven a incluir en las leyes y reglamentos estatales y municipales disposiciones que garanticen la sustentabilidad de las iniciativas ciudadanas para contribuir a la gestión de los residuos en sus comunidades, se resumirán a continuación dos ejemplos puntuales resaltando algunos de los aspectos más relevantes derivados de estas experiencias.

Modelo de planeación y participación comunitaria para el manejo ecológico de residuos sólidos en localidades costeras de Yucatán 

El proyecto al que se hará referencia fue financiado por el Banco Mundial a través del Corredor Biológico Mesoamericano y diseñado e implementado por Yaax Beh,  una Asociación Civil de Yucatán dirigida a fortalecer la organización comunitaria para el manejo sustentable de los residuos sólidos y contribuir a la protección de los recursos naturales costeros. Este proyecto se realizó entre los meses de mayo de 2005 y febrero de 2006, en los puertos de Dzilam de Bravo, Chabihau, Telchac y Sisal, ubicados en la costa norte del Estado de Yucatán y que en conjunto suman una población de 6,026 pobladores, según el censo del año 2000. Las principales actividades económicas en ellos son la pesca ribereña y las concernientes al sector servicios y comercio.

El fin último del proyecto fue dar solución a los problemas derivados de la práctica común de quema y entierro de la basura en los patios de los hogares o bien del depósito en terrenos baldíos, ciénega y caminos de acceso o tiraderos de basura a cielo abierto.

El objetivo específico del proyecto consistió en realizar procesos de diagnóstico
, planeación y organización comunitaria que permitieran reducir el impacto ambiental desfavorable, generar conciencia, participación organizada y alternativas de ingreso en la población derivadas de un manejo sustentable de los residuos sólidos.

Se identificaron grupos y pobladores con experiencia o interés en el manejo de residuos sólidos, a partir de los cuales se determinó los que reunían el perfil y viabilidad para operar un proyecto productivo vinculado a la recolección y reciclaje de residuos sólidos. A partir de ello se integraron grupos comunitarios para el manejo ecológico de los residuos sólidos a quienes se les proporcionó asesoría, acompañamiento  y capacitación organizativa, técnica y administrativa; mediante metodologías participativas para la reflexión, análisis y toma de decisiones sobre los temas tratados.

Junto con los grupos comunitarios, pobladores y autoridades municipales se realizaron talleres de trabajo con metodologías participativas para la retroalimentación del diagnóstico técnico, el diseño de la propuesta técnica ecológica más viables; una planeación a corto mediano y largo plazo considerando los aspectos que arrojó el estudio de generación y los diagnósticos comunitarios y una propuesta general de reglamento de manejo de residuos sólidos. A lo largo de todo el proyecto también se realizaron talleres de sensibilización y capacitación comunitaria sobre el manejo adecuado de residuos sólidos, la reducción y el aprovechamiento de residuos y el composteo. 

Aspecto importante fue la elaboración de proyectos productivos que permitieran a los grupos conformados obtener recursos financieros para sus actividades productivas, lo cual condujo a la elaboración de 9 proyectos productivos para grupos organizados en cooperativas directamente relacionados con el manejo sustentable de los residuos sólidos. Los proyectos fueron sometidos a diversas instituciones financiadoras para que sean apoyados y dos de ellos ya cuentan con recursos financieros aprobados.

El proyecto involucró la realización de reuniones de trabajo con autoridades municipales y estatales para el análisis de los problemas y limitaciones de los sistemas actuales de manejo de residuos sólidos, orientarlos sobre las características de sus sitios, probables fuentes de financiamiento,  la importancia de implementación  de sistemas integrales de manejo; así como la aprobación de convenios de concesión de parte del sistema de manejo a los grupos constituidos, como es la recolección domiciliaria en algunas localidades y el establecimiento de centros de acopio, clasificación y comercialización.

También se sostuvieron reuniones con representantes de distintas empresas recuperadoras de subproductos y se establecieron bases para la compra-venta de los productos reciclables. Los resultados del proyecto aparecen resumidos a continuación.

Resultados del Proyecto

	· Fortalecimiento organizativo de las comunidades para el manejo ecológico de los residuos sólidos, incluyendo la constitución de grupos con figuras legales y personalidad jurídica propia.

· Elaboración, junto con los pobladores, de sistemas de recolección y manejo con cobertura total en las cuatro comunidades y que permitirán el reciclaje de la mayor cantidad de materiales con valor comercial y la elaboración de composta que evite la filtración de lixiviados al manto acuífero.

· Apertura de oportunidades y desarrollo de grupos comunitarios cuyos integrantes son principalmente mujeres, la mayoría pepenadores y con alto grado de marginalidad social. 

· Capacitación en materia de saneamiento ambiental a grupos civiles y municipios para generar una conciencia y hábitos favorables al cuidado del medio ambiente.

· Promoción del establecimiento de reglamentos y planes de manejo de residuos sólidos municipales que contemplen la relación entre el municipio y los grupos sociales.

· Planes comunitarios de manejo que van mas allá de los sistemas de recolección y  que establecen la necesidad de una atención integral al problema que incluya la atención a sectores específicos de generación de residuos con costumbres y hábitos inadecuados, tales como: Pescadores y habitantes de la ciénega principalmente. Estos planes  también establecen la necesidad de preparar y ejecutar planes para situaciones atípicas como temporadas de veraneo y huracanes. 

· Negociación de convenios y acuerdos entre alcaldes y grupos y con compradores de subproductos de reciclaje para darle sostenibilidad al proyecto y sentar las bases para reducir los efectos ambientales que provoca el manejo actual de residuos sólidos.

· Los proyectos elaborados con los grupos comunitarios conformados otorgan posibilidades de traer recursos frescos para apoyar la solución del problema de los residuos sólidos en las localidades, sin que recaigan estos exclusivamente en los recursos  municipales.


Programa Municipal de Educación Ambiental de Manejo  Integral de Desechos Limpios y Separados de Isla Mujeres 
 

Isla Mujeres produce alrededor de 30 toneladas de basura al día, la cual se debe sacar de la isla en góndolas diariamente a través de ferry a la celda emergente del relleno sanitario que está localizado en la zona continental de la isla, y que es donde se deposita la basura de Cancún.

Desafortunadamente casi siempre el camión compacto de 22 toneladas de los servicios municipales está descompuesto y solo se sacan de la isla 8 a 16 toneladas, el resto es decir la mitad, se queda acumulada en el centro de transferencia que se ha convertido en un tiradero  a cielo abierto, un grave problema de salud para la población, sobre todo  cuando queman la basura.

El proyecto al que se hace referencia para desarrollar el Programa Municipal de Educación Ambiental de Manejo Integral de Desechos Limpios y Separados de Isla Mujeres, está siendo promovido por la Asociación Civil Amigos de Isla Contoy y ha involucrado el desarrollo de campañas de sensibilización y concientización durante un año y medio, tendientes a crear las condiciones para la separación y recolección selectiva de desechos limpios y separados reciclables como el plástico, cartón, papel, vidrio y metales.

Este proyecto ha sido soportado con dos encuestas que se realizaron a nivel de la población en general y del sector turístico (hoteles y restaurantes). El  93.4 % de los encuestados respondió estar dispuesto a participar en la  separación de sus residuos con fines de reciclaje. 

La Asociación entró en contacto con un comercializador que aceptó comprar los materiales que se recolecten y recaudó donativos para comprar un camión de 3 toneladas de medio uso para adaptarlo para la recolección de estos desechos.

Así mismo, la Asociación ha gestionado los recursos para la construcción del centro de acopio para los residuos reciclables que se recolecten y de un  PRODERS le fueron otorgados $260,000.00 para tal fin. 

No menos importante han sido los esfuerzos para involucrar al sector  empresarial y a los directores de escuelas,  maestros, alumnos, a la Armada de  México, a la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas y a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).

En particular, con el apoyo del Centro de Educación y Capacitación para el Desarrollo Sustentable y de la  Cruzada Nacional por un México Limpio de la Semarnat, la Asociación ha coordinando el  Curso-taller Escuela Limpia en Isla  Mujeres.

El modelo en que se basa este proyecto es el exitoso programa  del M. en C. Salvador  García Ruvalcaba del Centro Universitario de la Costa Sur de la Universidad  de Guadalajara, quien trabaja en un programa  intermunicipal del Rio  Ayuquila- Armería, en la Sierra de Manantlán, Jalisco, y quien les ha brindado asesoría en el desarrollo y planteamiento del programa
. 

Para concretar el proyecto e institucionalizarlo, la Asociación ha establecido contacto con las autoridades municipales para proponerles que se establezca el Centro Municipal de Acopio para los materiales que se recolecten por separado y les ha ofrecido en comodato el vehículo que consiguieron, con la idea de que los  ingresos de la venta de los materiales reciclables ingresen a las arcas  municipales para que el programa sea autosustentable. Además de lo cual la Asociación ha ofrecido hacerse responsable de la educación ambiental  para promover la separación de los desechos desde los hogares, las escuelas, los hoteles, restaurantes y tiendas. 

En la actualidad el proyecto está detenido en espera de que las autoridades municipales entreguen una carta convenio para que este proyecto cuente con un  terreno de 500 m2 colindante con el rastro municipal, que permanecería  siendo de la municipalidad; lo cual demanda la aprobación del Cabildo. Cabe señalar que los regidores están de acuerdo con el proyecto pues han sido involucrados en  todas las  presentaciones y sesiones con los distintos actores del proyecto que ha realizado la Asociación y solo esperan que les sea sometido a su consideración el citado convenio por la alcaldesa.

Es importante llamar la atención sobre el hecho de que todo el esfuerzo realizado por los ciudadanos y ejemplificado con este proyecto, puede encontrar obstáculos por la falta de bases legales para que las autoridades municipales sin tanto trámite y retraso establezcan este tipo de convenios y de comodatos con la sociedad civil interesada en sumar su esfuerzo para dar solución a los problemas de manejo inadecuado de residuos ocasionados por la debilidad de los servicios municipales de limpia.

Ideas para Discutir en Grupo

· ¿Qué casos conocen en su localidad de comunidades carentes del servicio de recolección municipal de los residuos sólidos?

· ¿Cómo son los sitios de disposición final de residuos sólidos en su localidad?

· ¿Qué tan eficientes son los servicios municipales de limpia en su comunidad?

· ¿Qué tipo de colaboración han establecido las autoridades municipales con las organizaciones de la sociedad civil en su comunidad para resolver problemas de manejo inadecuado de residuos sólidos?

· ¿Qué casos exitosos de participación ciudadana en la gestión de los residuos sólidos conoce en su comunidad y de qué ha dependido su éxito?

· ¿Qué barreras considera que se oponen a la participación ciudadana en la gestión de los residuos sólidos?

CAPÍTULO XIII. VALORIZACIÓN Y GESTIÓN CORRESPONSABLE DE RESIDUOS A NIVEL MUNICIPAL

Introducción a un Problema Ancestral

En el Diagnóstico Básico para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, elaborado en marzo 2006 por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), con el concurso del Instituto Nacional de Ecología (INE), se aborda el diagnóstico relativo a los residuos sólidos urbanos, de manejo especial y peligrosos y se indica lo siguiente:

“Desde hace muchos años, las autoridades desarrollan acciones tendientes a controlar los residuos, pero en muchos casos no han sido las más adecuadas y el problema ambiental y posiblemente de salud persiste en varios lugares con una tendencia a su agravamiento”.

En lo que respecta a los residuos sólidos urbanos, en el citado documento se menciona que:

“…si se considera que existen 2,445 municipios en el país, más de 200,000 localidades y que en las áreas metropolitanas se asienta casi del 50% de la población, menos del 5% de los municipios han resuelto el problema.”

Con base en lo anterior se concluye que:

“Se debe realizar un esfuerzo para cambiar la visión de la forma de enfrentar este problema, la cual considere soluciones preventivas para el control y el aprovechamiento de los RSU”.

En lo que respecta al diagnóstico propiamente dicho sobre los residuos generados a nivel municipal, se señala que además de su creciente volumen de generación (96,900 toneladas diarias en 2005), su composición ha cambiado significativamente en las últimas décadas. De acuerdo con estimaciones de la Secretaría de Desarrollo Social para el año 2004, la composición de los residuos sólidos urbanos en la basura que se genera en el país fue de 53% residuos de tipo orgánico, en tanto que un 28% son potencialmente reciclables, como el papel y cartón (14%), vidrio (6%), plásticos (4%), hojalata (3%) y textiles (1%). El 19% incluyen residuos de madera, cuero, hule, trapo y fibras diversas, que son materiales potencialmente y parcialmente reciclables, pero con mayor grado de dificultad. De los residuos valorizables, se estima también que no más de la mitad son recuperados para su comercialización, por personas que realizan labores de “pepena” dentro de los tiraderos de basura o por las que dentro del camión recolector se ocupan de la separación y venta utilizando los recursos del erario público y sin que necesariamente los ingresos correspondientes sean aprovechados por éste para fortalecer los sistemas de aseo urbanos.

Visión de la Nueva Legislación de los Residuos

En la nueva Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, cuyos principios y disposiciones en la materia se espera sean reflejadas en las leyes estatales y demás ordenamientos jurídicos locales, se tomó como base el escenario planteado por la figura siguiente, que hace ver que el 81% de los productos y materiales cuyos propietarios desechan y que se están mezclando con la basura pueden ser considerados como recursos susceptibles de aprovechamiento y valorización; lo cual reduce el problema del tratamiento y la disposición final de residuos sólidos urbanos a solo un 19% de los restantes (algunos de los cuales según el diagnóstico básico antes referido, también podrían ser valorizables). Por lo anterior, la Ley pone énfasis en la prevención de la generación y en la valorización de los residuos, para disminuir a un mínimo la cantidad de residuos destinados a disposición final en un relleno sanitario.

Universo estimado de los residuos sólidos urbanos

[image: image4.png]53% ORGANICOS

POTENCIALMENTE
APROVECHABLES

81%

A ser manejados

como matetiales
valorizables

oy
Y@

19% A ser manejados
como residuos




Lo antes expuesto significa que al formular las leyes estatales se requiere considerar la necesidad de legislar la gestión y el manejo integral, ambientalmente adecuados, de los residuos valorizables (recursos, materiales, subproductos o productos al final de su vida útil y envases y embalajes aprovechables), así como de los residuos que por ahora no se puedan aprovechar o valorizar y se destinen a tratamiento o disposición final, tanto por entes públicos como privados o comunitarios, lo cual se ilustra a continuación.
Visión de la legislación de la gestión y manejo integral, ambientalmente adecuados, 

de los residuos valorizables y de los que  no se puedan aprovechar
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Consistente con lo anterior, en la Ley General se define como residuo al material o producto cuyo propietario o poseedor desecha, a fin de que si no se les pone a disposición de los servicios públicos o privados de manejo de residuos, no sean considerados como tales.

Lo antes expuesto significa que todo residuo (material o producto) que no se deseche, pero cuyo propietario o poseedor ya no quiera, podrá ser considerado como material valorizable, recurso, subproducto, producto al final de su vida útil, insumo o de otra manera que indique que su destino será su aprovechamiento ya sea mediante reciclado, co-procesamiento energético o de otra índole, compostaje o generación de biogás, según corresponda. 

En la Ley General, también se incluyó la consideración al volumen de generación de residuos sólidos urbanos, para determinar las obligaciones de los generadores, al establecerse que cuando éstos son generados por grandes generadores (que generen más de 10 toneladas al año o el equivalente a 27.3 kilogramos por día), serán considerados como residuos de manejo especial.

Lo anterior es importante, ya que la responsabilidad del manejo de los residuos de manejo especial, así como los costos que de ello deriven, recaen en los generadores. Aunado a lo cual, la Ley General establece que la gestión de los residuos de manejo especial corresponde a las autoridades de las entidades federativas y no a las municipales.

Es importante hacer notar que del universo total de generadores de residuos sólidos urbanos, un pequeño porcentaje suelen generar el mayor volumen de residuos, por lo cual en la nueva legislación se presta atención prioritaria a los grandes generadores.

Control Diferenciado de Generadores
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Asimismo, y de acuerdo con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), no más del 10% del volumen total de residuos sólidos que se generan en sus países miembros son residuos considerados como municipales
, lo cual se ha considerado en la Ley General al señalar que los residuos de manejo especial comprenden aquellos generados por los procesos productivos (además de los sólidos urbanos generados por los grandes generadores).

El significado jurídico de esta diferenciación entre residuos sólidos urbanos y de manejo especial, así como entre generadores, para destacar a los grandes generadores, es trascendental para resolver los problemas que han enfrentado los municipios al no contar con los recursos, las capacidades técnicas, la estabilidad de los servidores públicos y otras cuestiones que han incidido en que los servicios urbanos de limpia no sean sustentables.

Control diferenciado de fuentes de residuos
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Los Residuos Orgánicos: Una Oportunidad de Negocios

Ya se ha mencionado en otros capítulos de este Manual que, de acuerdo con las asociaciones de comercializadores de materiales reciclables, “se recicla por economía, no por ecología”, lo cual resume la sabiduría popular de que si algo que se tira a la basura tiene valor (y existe un mercado para él) alguien lo va a tratar de recuperar. Es con base en este concepto que el papel y cartón, el vidrio, los plásticos y los metales ferrosos y no ferrosos han encontrado una vía para no terminar siendo enterrados como basura, lo cual se ve favorecido por el hecho de que en el país se cuenta con capacidad para el aprovechamiento de estos materiales.

Pero lo que hasta muy recientemente no había encontrado otro destino mejor que su entierro o vertido en cuerpos de agua, con el correspondiente riesgo de contaminación y deterioro ambiental, son los residuos orgánicos: restos de alimentos, de plantas o la excreta animal.

Afortunadamente, como respuesta al cambio climático global ocasionado por los gases con efecto de invernadero, que genera entre otros la descomposición de la materia orgánica contenida en los residuos domésticos y de actividades productivas, se ha establecido el Convenio de Cambio Climático del que México es Parte, y en el contexto el cual se ha adoptado el Protocolo de Kioto que comprende un “Mecanismo de Desarrollo Limpio” (MDL).

A través de dicho Mecanismo, los países del Anexo I del Convenio sobre Cambio Climático, pueden cumplir sus compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero adquiriendo reducciones certificadas de emisiones de proyectos que ayuden al desarrollo sustentable y que se lleven a cabo en países no-Anexo I (países en desarrollo). Esto significa la posibilidad de recibir recursos financieros para quienes realicen obras o actividades que reduzcan las emisiones de gases con efectos de invernadero; es decir, de tener ingresos adicionales solo por el hecho de ser eficientes en la reducción de estos gases (como el metano) generados por la descomposición de residuos orgánicos.

En México, el punto focal en relación con el MDL, es la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático (CICC) y quien se ocupa de emitir las Cartas de Aprobación a proyectos a someter a consideración para la venta de bonos de carbono, es la Dirección General Adjunta para Proyectos de Cambio Climático, de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 
 

Los procedimientos para obtener la carta de aprobación a proyectos MDL han sido publicados en el Diario Oficial de la Federación del 27 de octubre de 2005. 

En la actualidad se informa en el portal de la Semarnat que cuentan con la carta de aprobación 75 proyectos de manejo de residuos en granjas porcícolas, que se desarrollan en los estados de Chiapas, Coahuila, Durango, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Sinaloa, San Luis Potosí, Sonora, Oaxaca, Tamaulipas y Veracruz. También la han obtenido 32 proyectos para el manejo de residuos en establos de ganado vacuno en Baja California, Chihuahua, Coahuila, Guanajuato, Puebla, Sinaloa y Durango. A ello se suman dos proyectos de recuperación de metano en rellenos sanitarios de Aguascalientes y el Estado de México.

Si a lo anterior se agrega el hecho de que los restos de alimentos se pueden emplear como fuente de alimento animal, que los residuos de grasas y aceites se pueden convertir en jabón o en biodiesel y que los restos de alimentos y de jardinería se pueden emplear para generan mejorador de suelos (en un país que tanto requiere recuperar la fertilidad de los suelos), entonces ¿por qué se están desechando como basura los residuos orgánicos?

Si se siguiera el ejemplo de otros países que han prohibido que se lleven restos de alimentos a los rellenos sanitarios o que han restringido o desterrado la disposición de residuos orgánicos en dichas instalaciones (ver figura siguiente), entonces los municipios podrían ahorrarse sumas considerables de recursos financieros al construir instalaciones de relleno sanitario secas, sin necesidad de geomembranas, ni de mecanismos de captación  y procesamiento de lixiviados; salvo que estuvieran interesados y fuera factible la recuperación del biogás para generar electricidad y obtener recursos del MDL.

Etapas, generadores, generación y destino de residuos de alimentos
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Modificado de: Handbook on Resource Recycling Legislation and Trends in 3R. Ministry of Economy, Trade and Industry. Japón. 2003. Para mayor información consultar: (www.meti.go.jp/policy/recycle/)

La Solución al Problema: La Responsabilidad Compartida de Todos los Sectores en la Gestión de los Residuos

En el capítulo XII de este Manual se mencionó la enorme energía potencial que puede derivar del interés de muchas comunidades en el país de contribuir ellas mismas a resolver los problemas de manejo de los residuos sólidos que enfrentan en gran parte de los municipios y que, lamentablemente en la mayoría de los casos no ha contado con un apoyo sustentable por parte de las autoridades municipales que cambian de políticas cada tres años:
· Si a eso se suma el gran potencial que representan todos aquellos que tradicionalmente se han dedicado a la recuperación, comercialización y reciclado de los materiales valorizables contenidos en la basura, con muchas dificultades por la carencia de una legislación que les de certeza jurídica y facilite su labor.

· Si se toma en cuenta la posibilidad de aprovechamiento de la materia orgánica que se está desechando como basura.

· Si además se agrega el interés de los inversionistas privados en invertir en crear la infraestructura de servicios para el manejo integral de los residuos sólidos que tanta falta hace al país, así como de los especialistas y técnicos que se han ido formando en las universidades con capacidades para ello, muchos de los cuales no encuentran empleo.

· Si aunado a lo anterior se considera el propio interés de los grandes generadores de residuos por reducir dicha generación elevando la eficiencia de sus procesos, así como de recuperar los materiales valorizables a través de los planes de manejo previstos en la nueva legislación.
· Si se aprovechan convenientemente y se crean sinergias entre los proyectos de cooperación técnica internacional en este campo (por ejemplo, los que se desarrollan con la asistencia de las agencias alemana GTZ y del Japón JICA).

· Y si se involucra el apoyo coordinado de las redes de educadores y promotores ambientales, así como de los Núcleos Técnicos de la Red Mexicana de Manejo Ambiental de Residuos (REMEXMAR), promovidas por la Semarnat en todas las entidades federativas, para contribuir al fortalecimiento de la capacidad de gestión de los residuos.
Entonces, se podrá convenir que la ineficiencia y falta de sustentabilidad de los servicios municipales de limpia será cosa del pasado, si se pone en práctica la nueva legislación en la materia y se legisla a nivel local siguiendo su enfoque y previsiones.

Responsabilidad de autoridades ambientales federales y de las entidades federativas

Si se quiere avanzar en la solución de los problemas referidos en este capítulo, no se puede ignorar que a pesar de la entrada en vigor de la nueva legislación desde enero de 2004, no se ha hecho una difusión y aplicación efectiva de la misma (entre otros, por el cambio constante de funcionarios municipales y falta de ordenamientos jurídicos locales derivados de ella). 

Lo anterior significa que se continúan aplicando respuestas reactivas cada vez que los rellenos sanitarios y los tiraderos controlados de residuos se llenan (en gran medida con residuos valorizables), lo cual da lugar a que los ayuntamientos busquen otro lugar para depositarlos de inmediato, aún cuando los nuevos sitios no reúnan los requisitos previstos en la normatividad ambiental en la materia.

Más aún, si los responsables de la administración de los servicios no encuentran dentro de una misma municipalidad la solución al problema inmediato de disposición final de los residuos al tener llenas sus instalaciones, es común que los residuos se envíen a tiraderos controlados o a rellenos de otros municipios vecinos del mismo o de otro estado que también están por saturarse, provocando una reacción en cadena. Es decir, no existe ninguna planeación ni estrategia de carácter preventivo o tendiente a detener este proceso perverso ¡a pesar de contarse con una legislación ambiental basada en la prevención y gestión integral de los residuos desde 1988!

De manera que para trascender esta situación perversa, conviene hacer un repaso histórico de las responsabilidades de las autoridades federales (Semarnat), estatales y municipales, partiendo de los previsto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), en materia de prevención y control de los riesgos ambientales que derivan de la disposición inadecuada de los residuos.

Para ilustrar los papeles que las autoridades federales y estatales deben de jugar en prevenir la creación de tiraderos de basura a cielo abierto y la movilización de los residuos de un municipio a otro para ser dispuestos de manera ambientalmente inadecuada, se resume a continuación lo previsto en la LEGEEPA.

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

	ARTICULO 5o.- Son facultades de la Federación
	ARTICULO 7o.- Corresponden a los Estados, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:

	V.- La expedición de las normas oficiales mexicanas y la vigilancia de su cumplimiento en las materias previstas en esta Ley;

XVIII.- La emisión de recomendaciones a autoridades Federales, Estatales y Municipales, con el propósito de promover el cumplimiento de la legislación ambiental;

XX.- La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico de dos o más entidades federativas
	VI.- La regulación de los sistemas de recolección, transporte, almacenamiento, manejo, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos e industriales que no estén considerados como peligrosos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 137 de la presente Ley;

XI.- La atención de los asuntos que afecten el equilibrio ecológico o el ambiente de dos o más municipios;

XIII.- La vigilancia del cumplimiento de las normas oficiales mexicanas expedidas por la Federación, en las materias y supuestos a que se refieren las fracciones III, VI y VII de este artículo


Lo anterior significa que la Semarnat, desde 1988, ha estado facultada para emitir normas oficiales mexicanas y, como lo indican las disposiciones de la LGEEPA siguientes, ello incluye su responsabilidad de normar los sitios de disposición final de los residuos sólidos urbanos; la descarga, depósito o infiltración de sustancias o materiales contaminantes en los suelos; la generación, manejo y disposición final de los residuos de lenta degradación; y la fabricación y utilización de empaques y envases para todo tipo de productos, cuyos materiales permitan reducir la generación de residuos sólidos. 

Por su parte, y de acuerdo con la LGEEPA, a las autoridades de las entidades federativas corresponde la vigilancia del cumplimiento de las normas oficiales mexicanas expedidas por la Federación, relativas a los sistemas de recolección, transporte, almacenamiento, manejo, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos e industriales que no estén considerados como peligrosos.

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

	TÍTULO CUARTO 

Protección al Ambiente

	CAPÍTULO IV
Prevención y Control de la Contaminación del Suelo

ARTICULO 134.- Para la prevención y control de la contaminación del suelo, se considerarán los siguientes criterios:

I. Corresponde al estado y la sociedad prevenir la contaminación del suelo;

II. Deben ser controlados los residuos en tanto que constituyen la principal fuente de contaminación de los suelos;

III. Es necesario prevenir y reducir la generación de residuos sólidos, municipales e industriales; incorporar técnicas y procedimientos para su reuso y reciclaje, así como regular su manejo y disposición final eficientes

	ARTICULO 135.- Los criterios para prevenir y controlar la contaminación del suelo se considerarán, en los siguientes casos:

I. La ordenación y regulación del desarrollo urbano;

II. La operación de los sistemas de limpia y de disposición final de residuos municipales en rellenos sanitarios;

III. La generación, manejo y disposición final de residuos sólidos, industriales y peligrosos, así como en las autorizaciones y permisos que al efecto se otorguen

	ARTICULO 136.- Los residuos que se acumulen o puedan acumularse y se depositen o infiltren en los suelos deberán reunir las condiciones necesarias para prevenir o evitar:

I. La contaminación del suelo;

II. Las alteraciones nocivas en el proceso biológico de los suelos;

III. Las alteraciones en el suelo que perjudiquen su aprovechamiento, uso o explotación, y

IV. Riesgos y problemas de salud.

	ARTICULO 137.- Queda sujeto a la autorización de los Municipios o del Distrito Federal, conforme a sus leyes locales en la materia y a las normas oficiales mexicanas que resulten aplicables, el funcionamiento de los sistemas de recolección, almacenamiento, transporte, alojamiento, reuso, tratamiento y disposición final de residuos sólidos municipales.

La Secretaría expedirá las normas a que deberán sujetarse los sitios, el diseño, la construcción y la operación de las instalaciones destinadas a la disposición final de residuos sólidos municipales.

	ARTICULO 138.- La Secretaría  promoverá la celebración de acuerdos de coordinación y asesoría con los gobiernos estatales y municipales para:

I. La implantación y mejoramiento de sistemas de recolección, tratamiento y disposición final de residuos sólidos municipales; y

II. La identificación de alternativas de reutilización y disposición final de residuos sólidos municipales, incluyendo la elaboración de inventarios de los mismos y sus fuentes generadoras.

	ARTÍCULO 139.- Toda descarga, depósito o infiltración de sustancias o materiales contaminantes en los suelos se sujetará a lo que disponga esta Ley, la Ley de Aguas Nacionales, sus disposiciones reglamentarias y las normas oficiales mexicanas que para tal efecto expida la Secretaría.

	ARTÍCULO 140.- La generación, manejo y disposición final de los residuos de lenta degradación deberá sujetarse a lo que se establezca en las normas oficiales mexicanas que al respecto expida la Secretaría, en coordinación con la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial. 

	ARTICULO 141.- La Secretaría, en coordinación con las Secretarías de Comercio y Fomento Industrial y de Salud, expedirán normas oficiales mexicanas para la fabricación y utilización de empaques y envases para todo tipo de productos, cuyos materiales permitan reducir la generación de residuos sólidos.

Asimismo, dichas Dependencias promoverán ante los organismos nacionales de normalización respectivos, la emisión de normas mexicanas en las materias a las que se refiere este precepto.


Consistente con lo antes expuesto, corresponde a las autoridades de las entidades federativas vigilar el cumplimiento de la NOM-083-SEMARNAT-2003. Especificaciones de protección ambiental para la selección del sitio, diseño, construcción, operación, monitoreo, clausura y obras complementarias de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial, que estableció la autoridad federal. 

En la labor antes señalada, y particularmente en el caso de clausura de tiraderos de basura a cielo abierto, las autoridades ambientales de las entidades federativas pueden apoyarse en las autoridades de regulación sanitaria locales, puesto que los riesgos derivados de la contaminación provocada por la disposición inadecuada de los residuos afectan tanto a la salud de la población como a los ecosistemas.
La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos precisa aún más la concurrencia de las autoridades de los tres órdenes de gobierno en materia de regulación y control de los residuos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y residuos peligrosos, con un enfoque que privilegia la adopción de medidas preventivas, la disminución de la generación y el incremento en la valorización de los residuos, para reducir a un mínimo la cantidad destinada a tratamiento o disposición final, lo cual se espera se vea reflejado y precisado en el Reglamento correspondiente.

La participación de todos los sectores para lograr el cambio 

Ante una situación que amenaza en convertirse en una emergencia ambiental y sanitaria de grandes dimensiones, no solo las autoridades ambientales y sanitarias que tienen facultades concurrentes deben actuar con eficiencia y eficacia para detener la creación de nuevos tiraderos de residuos a cielo abierto, cerrar los existentes, evitar que los rellenos sanitarios se llenen aceleradamente, y que se desperdicien con ello recursos invaluables, sino que debe involucrarse en forma activa y organizada a los sectores sociales cuyos residuos son los que están ocasionando los problemas

Con el propósito de alentar la deliberación y el debate tendiente a contar con un plan de acción efectivo, que permita en el corto plazo detener la abrumadora eliminación de desechos y el desborde de la capacidad de los servicios urbanos municipales responsables de su administración, se proponen a continuación una serie de acciones estratégicas.

Plan de Acción para Casos de Emergencia 

En el supuesto de que el tiradero de residuos controlado o el relleno sanitario se haya saturado o esté al límite de saturación (de lo cual existen numerosos ejemplos en el país), se requiere de un plan de contingencia que comprenda acciones como las siguientes:

Aspectos organizacionales

1. Establecimiento inmediato de un equipo de trabajo que involucre a las autoridades municipales y estatales con competencia en la materia, las autoridades ambientales federales de la delegación estatal correspondiente, las autoridades estatales y municipales de regulación sanitaria, para organizar la respuesta conjunta.

2. Integración de brigadas en las que participen miembros de las redes de educadores y promotores ambientales, de la REMEXMAR local y de promotores de salud.

3. Convocatoria a cámaras y asociaciones de industria, comercios y servicios para que apoyen el plan de acción a través de sus empresas integrantes ubicadas en el municipio en cuestión.

4. Convocatoria al sector educativo del municipio afectado. 

5. Convocatoria a autoridades de los municipios vecinos y, en su caso, a las autoridades de entidades federativas y municipios de estados vecinos.

6. Convocatoria a empresas comercializadoras o recicladoras de materiales valorizables recuperados de los residuos.

7. Convocatoria a instituciones o empresas involucradas en actividades tendientes a generar composta o biogás a partir de residuos orgánicos putrescibles.

8. Convocatoria a posibles consumidores de la composta o del biogás que se genere a partir de residuos orgánicos.

Medidas a desarrollar

Diseño de la estrategia integral a seguir que involucre acciones como las siguientes:

a) Cierre del tiradero o relleno saturado y desvío de los residuos hacia un relleno sanitario con capacidad de recibirlos en un municipio vecino del mismo estado o de una entidad vecina, con el cual se haya convenido previamente el apoyo temporal.

b) Formulación de una campaña de información y organización ciudadana, con el apoyo de los entes citados previamente en los incisos 1 a 5, así como de los medios de comunicación, para orientar la respuesta de los generadores de residuos de toda índole.

c) Ejecución de la campaña para que los generadores: a) lleven a los centros de acopio que se establezcan de manera emergente para recibir papel, cartón, vidrio, metales ferrosos y no ferrosos, plásticos, según sea el caso; b) entreguen temporalmente el resto de los residuos mezclados a los servicios de recolección para su envío al relleno sanitario de apoyo temporal y c) se preparen para separar los residuos orgánicos que se pudren a fin de que ellos mismos elaboren con ellos composta que utilicen en sus áreas verdes o para que esta sea recolectada selectivamente para ser llevada a sitios en los que se procese para generar composta o biogás.

d) Establecimiento de convenios con comercializadores o recicladores de los materiales señalados en el inciso c) para que se valoricen los que se reciban en los centros de acopio.

e) Establecimiento de convenios con los entes citados en los incisos 7) y 8) para el aprovechamiento de los residuos orgánicos putrescibles que se recolecten selectivamente cuando sea apropiado.

Ideas para Discutir en Grupo

· ¿Qué posibilidades ven en sus localidades de integrar los esfuerzos de los diversos sectores sociales para resolver los problemas generados por los residuos y su mal manejo?

· ¿Qué conocimiento se tiene sobre la situación de los residuos y de la infraestructura instalada para su manejo a nivel local?

· ¿Qué instituciones educativas están desarrollando actividades y formando especialistas que pudieran contribuir al aprovechamiento sustentable de los residuos que se generan a nivel local?

· ¿En qué medida el sector empresarial estaría interesado en contribuir a la gestión sustentable de los residuos que se generan en él?

· ¿Qué iniciativas están llevando a cabo las autoridades federales, estatales y municipales en su entidad para involucrar a los diversos sectores sociales y a las redes organizadas en la gestión de los residuos de diferente índole que se generan a nivel local?

CAPÍTULO XIV. RESIDUOS Y PREVENCIÓN DE EMERGENCIAS SANITARIAS

Los servicios públicos municipales como alternativa para prevenir riesgos sanitarios

De acuerdo con el Artículo 115, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la norma jurídica suprema que rige en el país:

Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

· Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

· Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

· Mercados y centrales de abasto;

· Panteones;

· Rastro:

· Calles, parques y jardines y su equipamiento. 

Todas estas funciones tienen como denominador común: la prevención de los riesgos sanitarios que pueden derivar de la exposición de la población a los microbios capaces de causar enfermedades, como se indica a continuación.

Agua: Las obras relacionadas con el manejo de las aguas residuales y con la potabilización del agua de consumo humano, tienen como objetivo que la población no enferme de los padecimientos de origen hídrico.  

Residuos: El manejo de los residuos sólidos tiene como propósito central prevenir el desarrollo de la fauna nociva (cucarachas, moscas, mosquitos, ratas y otros) portadora de microbios que se pueden transmitir a la población; de gases nocivos; y la liberación de microbios y contaminantes de otra índole al ambiente.

Mercados: En la prestación del servicio de acceso a la población a los productos de consumo, entre los que se encuentran los alimentos, se prevé que su comercialización se realice en condiciones higiénicas y que los residuos que se generan en el proceso sean manejados de manera a prevenir los riesgos antes citados.

Panteones: Este tipo de instalaciones también están previstas para dar un manejo apropiado a los cadáveres, tendiente a prevenir que su descomposición o la presencia en ellos de gérmenes pueda propiciar epidemias.

Rastro: Las instalaciones correspondientes, no solo tienen que tener un control sobre los animales que reciben para que estén exentos de agentes infecciosos y sustancias tóxicas, sino que su proceso debe realizarse de manera higiénica y los residuos que en ellos se generan necesitan un acopio y manejo seguro y adecuado para evitar la proliferación de fauna nociva y otros problemas que ponen en riesgo la salud de la población.

Calles: La limpieza de las vías públicas o comunes, es otro de los componentes de los servicios que los municipios deben proporcionar a las comunidades para prevenir el acúmulo de residuos sólidos, de cadáveres de animales, de aguas residuales y otros elementos que afecten la salud de sus habitantes.

Por lo anterior, no es fortuito que históricamente y en todo el mundo, las primeras regulaciones para controlar y las primeras instituciones para brindar estos servicios fueran las sanitarias; como tampoco lo es que las autoridades sanitarias sigan teniendo la responsabilidad de proteger la salud de la población contra todo tipo de riesgos, como los que pueden derivar de que los servicios municipales antes señalados no se presten como sea debido y se constituyan en una amenaza para la salud pública. 

Razones para sustentar la intervención de las autoridades sanitarias en caso de riesgos a la salud pública por manejo inadecuado de residuos

Para ilustrar las razones que justifican la intervención de las autoridades sanitarias en caso de amenaza inminente a la salud de la población por manejo inadecuado de los residuos sólidos urbanos, se referirán a continuación estudios y consideraciones relacionadas con los riesgos para la salud asociados a ello y a la liberación de contaminantes al ambiente.

Como referencia, se citan en el cuadro siguiente algunos de los peligros tradicionales y modernos para la salud, en donde se destacan los relacionados con los agentes infecciosos que pueden contaminar el agua y los provocados por la contaminación ambiental por residuos sólidos y peligrosos, que en el caso de los generados en las casas habitación de muchos municipios están disponiéndose en tiraderos de basura a cielo abierto en condiciones riesgosas y en zonas extremadamente vulnerables.

Ejemplos de peligros tradicionales y modernos para la salud

	Peligros tradicionales
	Peligros modernos

	· Enfermedades por vectores

· Agentes infecciosos

· Agua contaminada con coliformes fecales y pobre saneamiento básico

· Contaminación del aire interior proveniente de cocinas

· Peligros de daño en la agricultura
	· Humo de tabaco

· Alcohol

· Contaminación ambiental por residuos sólidos y peligrosos

· Contaminación del aire exterior proveniente de industria y automóviles

· Uso de agroquímicos y otras sustancias tóxicas o peligrosas


Modificado de: A. Yassi, T. Kjellström, T. De Kok y T.L. Guidotti. Salud Ambiental Básica. INHEM, OMS, PNUMA. Red de Formación Ambiental. Serie Textos Básicos para la Formación Ambiental 7. 2002

Complementa la información anterior, la referida en el siguiente cuadro, en el cual se puede observar que los residuos sólidos son causa de contaminación del agua y suelos, por microbios y sustancias tóxicas que ponen en riesgo la salud de la población.

Ejemplos de peligros biológicos, químicos y físicos y rutas o vías de exposición

	Medio Ambiental
	Peligros biológicos
	Peligros químicos
	Peligros físicos

	Agua
	Agente/fuente
	Microorganismos infecciosos, residuos orgánicos en descomposición
	Descargas de efluentes, tiraderos de basura, lixiviados
	Radiación

	
	Factores vectoriales
	Insectos, roedores, excreta de animales, cadena alimentaria
	Alimentos, agua contaminada
	Accidentes,

contaminación del agua y alimentos

	
	Rutas 
	Ingestión, contacto


	Ingestión contacto
	Ingestión, contacto

	Suelo
	Agente/fuente
	Organismos del suelo
	Sólidos, líquidos
	Radiación

	
	Factores vectoriales 
	Residuos orgánicos en descomposición que pueden convertirse en fuente de vectores (fauna nociva)
	Contaminación de alimento y agua
	Accidentes, contaminación de agua y alimentos

	
	Rutas
	Contacto, ingestión de polvo
	Ingestión, contacto 
	Ingestión, contacto


Modificado de: A. Yassi, T. Kjellström, T. De Kok y T.L. Guidotti. Salud Ambiental Básica. INHEM, OMS, PNUMA. Red de Formación Ambiental. Serie Textos Básicos para la Formación Ambiental 7. 2002

Lo antes expuesto se liga con el hecho de que la salud de la población puede verse afectada por factores de riesgo ambientales como los señalados, lo cual eleva la posibilidad de que padezca distintos tipos de enfermedades como las ejemplificadas a continuación:
Porcentaje atribuible a factores de riesgo ambientales
para categorías de enfermedades seleccionadas

	Patología
	% Atribuible a causas ambientales

	Tuberculosis
	20 – 25

	Enfermedades Diarreicas
	80 – 90

	Neoplasias malignas
	20 – 25

	Anomalías congénitas
	5 – 10


Adaptado de: Smith y cols. How much of global ill health is attributable to environmental factors?. Epidemiology 1999; 10:573-584.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), en la publicación intitulada “Previniendo la enfermedad a través de ambientes sanos: hacia un estimado de la carga de morbilidad”, llama la atención sobre el hecho de que globalmente el 23% de la morbilidad se puede atribuir al medio ambiente, lo cual en el caso de la población infantil aumenta a 36%.

Cabe señalar que los problemas de salud pública asociados con el deterioro de la calidad del agua y con deficiencias sanitarias figuran entre las principales causas de morbilidad y muerte prematura. Lo más preocupante es que, a nivel mundial, la población infantil sea el grupo más afectado, pues representa 80% de las muertes relacionadas a estos problemas. En lo que respecta a  México, en donde se han logrado importantes avances para reducir la mortalidad por enfermedades diarreicas agudas, estas sin embargo, siguen siendo una de las principales causas de morbilidad infantil entre los grupos de menores ingresos. La figura siguiente, muestra la variación de estos padecimientos en la década de 1990 a 2000 para casos que afectan a menores de cinco años.

Morbilidad por demanda de enfemedades diarréicas en menores de 5 años
México 1990-2000
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Fuente: SSA. Anuario Estadístico.

Nota: Los datos de 1991 no aparecen

Consistente con lo anterior, en el Plan Nacional de Salud 2001-2006, se plantea que el 35% de la carga total de enfermedad en la población mexicana, tiene su origen en factores ambientales y el 15% en exposiciones ocupacionales (PNS. SSA, 2000).

Para poner en perspectiva las implicaciones que derivan de que la población padezca enfermedades que pueden ser prevenidas, como la diarrea, tan estrechamente relacionada con condiciones de insalubridad, propiciadas entre otros por el manejo inadecuado de residuos sólidos, a continuación se muestran las estimaciones que se han hecho sobre los años de vida saludables perdidos por tal tipo de padecimientos. 

Años de vida saludable perdidos, Comparación entre países

	Enfermedad o causa de muerte
	Países más desarrollados
	México

1994 y 96

	Diarreas
	0.3
	1.8


Fuente: Cifras adaptadas a porcentaje. AVISAS tomados de Lozano R.1996. Observatorio de la salud. Funsalud, México.

Es importante mencionar que no se han desarrollado estudios que, de manera sistemática y objetiva, evalúen las implicaciones sanitarias del manejo inadecuado de los residuos sólidos urbanos en el país, los años de vida saludable y productiva perdidos, así como los costos médicos que de ello derivan, lo cual es una tarea pendiente e indispensable para elevar el nivel de atención pública sobre un problema que está adquiriendo características de emergencia sanitaria.

¿Por qué se requiere alertar sobre el riesgo sanitario que se enfrenta ante el manejo inadecuado de los residuos?

A manera de ejemplo de los niveles de emergencia que está alcanzado en algunos municipios la falta de sistemas sustentables de manejo de los residuos sólidos urbanos, se citarán algunos casos ilustrativos de la dimensión que alcanza el problema de la disposición inadecuada de los residuos que, lejos de disminuir, está creciendo en el país.

Caso de Morelos

En Morelos, en el curso del mes de octubre de 2006, los habitantes de Cuernavaca han bloqueado calles y un tramo de la carretera federal México-Cuernavaca con toneladas de basura, algunas de las cuales fueron también a verter frente al Palacio Municipal, indignados por el rezago en la recolección de basura ¡por varias semanas! 
 
Esta problemática afecta no solo a la capital de Morelos, sino a los municipios de Jiutepec, Emiliano Zapata, Temixco, Xochitepec, Yautepec, Zacatepec y otros, que vertían sus residuos en el tiradero controlado más grande de la entidad ubicado en la población de Tetlana y que ha alcanzado niveles de saturación, lo que está obligando a llevar los residuos al estado de México.

Cerca de un año atrás se suscitó una situación similar que obligó a la creación de una comisión intersectorial y a hacer compromisos centrados solo en la creación de un relleno sanitario, los cuales no se pudieron cumplir en tiempo y forma.

Lo paradójico es que:
· La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, que entró en vigor desde enero de 2004, establece que no solo se debe prever la creación de sitios de disposición final, sino que se requiere desarrollar sistemas de gestión y manejo integral de residuos que incorporen medidas para prevenir, reutilizar, reciclar, co-procesar, convertir en composta o aprovechar como combustible alterno los residuos sólidos urbanos, cosa que las autoridades  y los ciudadanos de Morelos han ignorado.

· Se pasó por alto que, de acuerdo con la nueva legislación, aplica la responsabilidad común, pero diferenciada, de todos los sectores en la gestión integral y ambientalmente adecuada de los residuos; así como el hecho de que los grandes generadores (que generan más de 10 toneladas anuales de residuos) deben formular planes de manejo de los mismos para su minimización, valorización y manejo conforme a la nueva ley.

· Desaprovechan la oportunidad que brinda el que los residuos orgánicos que se pudren (que contribuyen de manera significativa al total de residuos generados  y que son los que están ocasionando los mayores problemas), se puedan aprovechar de distintas maneras y que la Universidad Autónoma de Morelos cuenta con especialistas y con un programa exitoso para elaborar composta que se está utilizando como mejorador de suelos en la entidad.

· Desperdician como basura papel, cartón, vidrio, plásticos y otros materiales comercializables para los que se cuenta en el país con infraestructura para su reciclado.

· Se desconoce que en Morelos está operando desde hace varios años una Red Mexicana de Manejo Ambiental de Residuos (REMEXMAR)
 de carácter intersectorial y voluntaria, en donde representantes de los tres niveles de gobierno, de la industria, la academia, organizaciones de la sociedad civil y otros interesados, vienen desarrollando proyectos acordes con la nueva legislación en la materia.

· No se ha tomado en cuenta que en Morelos se han constituido redes de educadores y de promotores ambientales, con el apoyo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat),
 con capacidad de apoyar a las autoridades a organizar la respuesta del sector educativo, social y privado para prevenir y responder en caso de emergencias por residuos como las que enfrentan.

· No se ha establecido la ley y reglamento estatal en materia de prevención y gestión integral de los residuos, que permitiría tener un sustento a largo plazo para los programas estatal y municipales en la materia, y en cuya elaboración podrían tomar parte los integrantes de la REMEXMAR de Morelos. 
 
Esta misma situación está ocurriendo o por ocurrir en otras entidades, en las cuales la Semarnat ya creó las redes de educadores y promotores ambientales y los Núcleos Técnicos de la REMEXMAR, con el propósito de ayudar a fortalecer las capacidades de gestión de los residuos a nivel local; por lo cual es por demás importante que las autoridades locales se apoyen en estas redes para prevenir situaciones de emergencia sanitaria y ambiental por manejo inadecuado de los residuos sólidos urbanos, como la ejemplificada. 

Casos de bloqueo de drenajes con residuos e inundaciones

El Distrito Federal es la primera entidad federativa en contar desde 1993 con una Ley de Residuos que responde al espíritu y enfoque de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos; que ha elaborado e implementado el Programa para la entidad en la materia; que está desarrollando gradualmente la recolección selectiva de los residuos sólidos separados en la fuente en orgánicos e inorgánicos; así como que está impulsando y verificando que los generadores de residuos de manejo especial formulen y ejecuten sus planes de manejo para la minimización, valorización y disposición adecuada de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial. 
 
A su vez Querétaro, ha legislado ya a nivel local la prevención y gestión integral de los residuos, su ciudad capital de Querétaro es conocida como una ciudad limpia y ha establecido gradualmente el Programa Separa tu Basura; cuenta con un relleno sanitario que se apega en lo general a las disposiciones normativas en la materia y que está concesionado; así como con un servicio de recolección de residuos eficiente, por lo menos para las principales colonias de las ciudades más importantes del municipio.

A pesar de lo anterior, en ambas entidades se extraen continuamente de drenajes y drenes pluviales toneladas de basura que los ciudadanos vierten sin ninguna consideración a las prohibiciones legales para tal tipo de prácticas, por lo cual en cada temporada de lluvia existe la amenaza de inundaciones y, cuando estas ocurren, ocasionan graves daños a las propiedades.

Tal situación tiene, por lo tanto, repercusiones económicas de grandes dimensiones, pues no es lo mismo una ciudad limpia que una ciudad que se limpia, y los costos que ello implica para los servicios urbanos (y en última instancia para los contribuyentes) son desmesurados; como los son los costos para los particulares que pierden o ven deteriorados sus bienes por las inundaciones; todo ello sin considerar los riesgos sanitarios y ambientales correspondientes. 

Riesgos sanitarios y ambientales del manejo inadecuado de residuos en zonas vulnerables

En el capítulo XII de este Manual, se ejemplificaron algunos casos ilustrativos de cómo las comunidades, apoyadas por organizaciones ciudadanas se organizan para hacer frente a la falta de servicios municipales de limpia o a la falta de sustentabilidad de éstos, en las zonas costeras, en las islas y en áreas rurales; que sin su participación enfrentarían emergencias sanitarias y ambientales como las que actualmente se presentan en el estado de Morelos. 

Por citar algunos problemas que aquejan a los generadores domésticos y pequeños generadores de residuos sólidos urbanos  o a diversos generadores de residuos de manejo especial en esas y otras zonas del país (cuya solución debería preverse en las legislaciones locales en la materia), se plantearán brevemente algunos ejemplos de ellos.

Un caso particular lo representan las embarcaciones que vierten sus residuos de lubricantes y de otros tipos al mar o de los pescadores que también tiran los residuos de sus actividades al mar, cuyo control suele ser responsabilidad de las Capitanías de los puertos. En el caso específico de Yucatán se practica el relleno de la cienega con basura a fin de ganar terreno lo cual es sumamente preocupante, no solo por razones sanitarias, sino porque se trata de un ecosistema de enorme valor.

En lo que concierne a los agricultores y ganaderos en la rivera de los ríos, sus prácticas inadecuadas de manejo y disposición final de agroquímicos y de sus envases vacíos los están contaminando.

Tales situaciones están deteriorando las aguas marinas y poniendo en riesgo a las especies acuáticas, además de a la población que se baña en ellas en las zonas costeras, muchas de las cuales muestran niveles de coliformes fecales tan elevados que ameritan su cierre a la natación, en tanto surten efecto las medidas para sanearlas (lo cual ha impulsado el desarrollo de programas intersectoriales de limpieza de playas). 

Nuevamente es paradójico que, contando con tan importantes iniciativas ciudadanas y redes de educadores, promotores y personas interesadas en fortalecer la capacidad de gestión de residuos a nivel local, de acuerdo con la nueva legislación y la aplicación de la responsabilidad compartida pero diferenciada de todos los sectores en tal labor, las autoridades locales no las involucren de manera formal y continua, brindándoles todas las facilidades para realizar sus labores, como parte de los programas para la prevención y gestión integral de los residuos que están obligadas por ley a desarrollar.

Bases legales para actuar en caso de emergencia sanitaria a ser consideradas al legislar los residuos a nivel local

En primer término, es preciso tener presente los derechos de los ciudadanos asentados en el Artículo 4º de la Constitución que establece lo siguiente:
· Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.

· Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 

A su vez, el Artículo 73, fracción XVI, faculta a los legisladores a dictar leyes en materia de salubridad general de la República y establece lo siguiente, en sus incisos:

1a. El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del Presidente de la República, sin intervención de ninguna Secretaría de Estado, y sus disposiciones generales serán obligatorias en el país. 

2a. En caso de epidemias de carácter grave…el Departamento de Salubridad tendrá obligación de dictar inmediatamente las medidas preventivas indispensables, a reserva de ser después sancionadas por el Presidente de la República.

3a. La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán obedecidas por las autoridades administrativas del país.

4a. Las medidas que el Consejo haya puesto en vigor… así como las adoptadas para prevenir y combatir la contaminación ambiental, serán después revisadas por el Congreso de la Unión en los casos que le competan. 

En tanto que la Ley General de Salud estipula que el derecho a la protección de la salud tiene, entre otras, las siguientes finalidades:
· El bienestar físico y mental del hombre, para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades;

· La prolongación y el mejoramiento de la calidad de la vida humana;

· La protección y el acrecentamiento de los valores que coadyuven a la creación, conservación y disfrute de condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social;

· La extensión de actitudes solidarias y responsables de la población en la preservación, conservación, mejoramiento y restauración de la salud; y

· El desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y tecnológica para la salud.

En su Artículo 13, esta Ley dispone en la fracción X, inciso B), III, IV y VI respectivamente, que corresponde a los gobiernos de las entidades federativas, en materia de salubridad general, como autoridades locales y dentro de sus respectivas jurisdicciones territoriales:
· Formular y desarrollar programas locales de salud, en el marco de los sistemas estatales de salud y de acuerdo con los principios y objetos del Plan Nacional de Desarrollo;

· Llevar a cabo programas y acciones que en materia de salubridad local les competan;

· Vigilar, en la esfera de su competencia, el cumplimiento de esta ley y demás disposiciones aplicables.

La Ley General de Salud, en su Artículo 17 describe las competencias del Consejo de Salubridad General, entre las que se encuentran las siguientes, relevantes al tema que nos ocupa: Dictar medidas …que tengan por objeto prevenir y combatir los efectos nocivos de la contaminación ambiental en la salud…

La citada Ley también precisa en su Artículo 134, que la Secretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federativas en sus respectivos ámbitos de competencia, realizarán actividades de vigilancia epidemiológica y control de las siguientes enfermedades transmisibles, relacionadas directa o indirectamente con el mal manejo de los residuos sólidos urbanos: 
· Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, shigelosis, amibiasis, hepatitis virales y otras enfermedades infecciosas del aparato digestivo: que pueden derivar de la contaminación del agua y otros medios por residuos sólidos urbanos. 

· Rabia, peste…:que pueden verse favorecidas por el desarrollo de fauna nociva por la disposición inadecuada de los residuos sólidos orgánicos.

· Dengue…, paludismo…: que pueden verse incrementadas por el desarrollo de insectos vectores en los cacharros y llantas usadas acumuladas en los patios y tiraderos de basura, que constituyen nichos para ellos.

En su Artículo 139, la Ley dispone que: Las medidas que se requieran para la prevención y control de las enfermedades que enumera el artículo 134 de esta ley, deberán ser observadas por los particulares y que: El ejercicio de esta acción comprenderá una o más de las siguientes medidas, según el caso de que se trate:
· La descontaminación microbiana o parasitaria, desinfección de zonas, habitaciones, ropas, utensilios y otros objetos expuestos a la contaminación.

· La destrucción o control de vectores, reservorios y de fuentes de infección naturales o artificiales, cuando representen peligro para la salud. 

No menos relevante al caso que estamos tratando en este capítulo, es lo que dispone el Artículo 182 de la referida Ley, que establece lo siguiente: En caso de emergencia causada por deterioro súbito del ambiente 
 que ponga en peligro inminente a la población, la Secretaría de Salud adoptará las medidas de prevención y control indispensables para la protección de la salud, sin perjuicio de la intervención que corresponde al Consejo de Salubridad General y a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (hoy Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales).

Para mayor precisión, el Artículo 184 de la Ley, prevé que: La acción extraordinaria en materia de salubridad general será ejercida por la Secretaría de Salud, que podrá integrar brigadas especiales que actuarán bajo su dirección y responsabilidad y tendrán  las atribuciones siguientes:
I. Encomendar a las autoridades federales, estatales y municipales, así como a los profesionales, técnicos y auxiliares de las disciplinas de salud, el desempeño de las actividades que estime necesarias y obtener para ese fin la participación de los particulares;

II. Dictar medidas sanitarias relacionadas con reuniones de personas…y con los regímenes higiénicos especiales que deban implantarse, según el caso;

III. Regular el tránsito terrestre…así como disponer libremente de todos los medios de transporte de propiedad del estado y de servicio público, cualquiera que sea el régimen legal a que estén sujetos estos últimos;

IV. Utilizar libre y prioritariamente los servicios telefónicos, telegráficos y de correo, así como las transmisiones de radio y televisión, y

V. Las demás que determine la propia Secretaría.

Como puede observarse, por la exposición de motivos que se hace en este capítulo, así como los fundamentos legales a los que se hace referencia, están dadas las condiciones para que el Consejo de Salubridad General y la Secretaría de Salud intervengan para frenar y responder a las situaciones de emergencia que están teniendo lugar en el país como resultado del manejo insalubre de los residuos sólidos urbanos en numerosos municipios.

Así mismo, las condiciones están dadas para que las legislaturas locales establezcan las bases legales en relación con la prevención y gestión integral de los residuos, para prevenir y responder en caso de emergencia sanitaria y ambiental, involucrando a todos los sectores, de manera corresponsable pero diferenciada, como lo prevé la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos.

Ideas para discutir en grupo:

· ¿Qué opinan acerca de la forma en que los ciudadanos están manejando los residuos sólidos urbanos y de otra índole en su localidad?

· ¿Qué problemas enfrentan los servicios municipales de limpia que pueden conllevar riesgos sanitarios en sus comunidades?

· ¿Los legisladores y reguladores locales han publicado las leyes y reglamentos derivados de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos? 

· ¿Las autoridades locales en su entidad han iniciado la aplicación de la nueva legislación en materia de prevención y gestión integral de los residuos?

· ¿Existe coordinación entre las autoridades de servicios urbanos de limpia, de agua potable, mercados y rastros con las autoridades ambientales federales, estatales y municipales, así como con las autoridades sanitarias? 

CAPÍTULO XV. CONVENIOS INTERNACIONALES RELACIONADOS CON LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

Consideración de los Convenios Internacionales en la Nueva Legislación de los Residuos

El Propósito de este capítulo es llamar la atención sobre el hecho de que la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos hace referencia explícita a los Convenios o Tratados Internacionales de los que México es Parte, así como a la necesidad de formular un Plan Nacional para su Implementación, como aparece descrito en los artículos siguientes de la citada Ley, que es consistente con lo dispuesto en los capítulos 20 y 21 del Programa 21 de las Naciones Unidas, sobre manejo ecológicamente adecuado de los residuos.

	Artículo 60.- Los representantes de los distintos sectores sociales participarán en la formulación de los planes y acciones que conduzcan a la prevención, reducción o eliminación de emisiones de contaminantes orgánicos persistentes en el manejo de residuos, de conformidad a las disposiciones de esta Ley, y en cumplimiento a los convenios internacionales en la materia, de los que México sea parte.

Artículo 61.- Tratándose de procesos de tratamiento por incineración y tratamiento térmico por termólisis, la solicitud de autorización especificará las medidas para dar cumplimiento a las normas oficiales mexicanas que se expidan de conformidad con los convenios internacionales de los que México sea parte.

Artículo 85.- La importación y exportación de residuos peligrosos se sujetará a las restricciones o condiciones establecidas en esta Ley, su Reglamento, la Ley de Comercio Exterior, la Ley Federal de Competencia Económica, los tratados internacionales de los que México sea parte y los demás ordenamientos legales aplicables.

Artículo 88.- La Secretaría establecerá un sistema de rastreo de residuos peligrosos en el cual se llevará un registro de las autorizaciones otorgadas para la importación y exportación de residuos. Dicho registro servirá para que en cada caso se notifiquen los movimientos transfronterizos a los países de origen o destino de esos residuos, de conformidad con los convenios internacionales de los que México sea parte.

La información contenida en el sistema de rastreo correspondiente se integrará al Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Naturales.

Artículo 89.- La Secretaría requerirá la presentación de una póliza de seguro o garantía, por parte del solicitante de la autorización de importación o exportación, que asegure que se contará con los recursos económicos suficientes para hacer frente a cualquier contingencia y al pago de daños y perjuicios que se pudieran causar durante el proceso de movilización de los residuos peligrosos, a fin de emitir la autorización correspondiente.

Al fijar el monto de la póliza o garantía, se tomarán en cuenta los convenios internacionales en la materia y de los que México sea parte y las disposiciones legales aplicables en los países a los que se exporten los residuos peligrosos.

ARTÍCULO TRANSITORIO

DÉCIMO PRIMERO.- El plan nacional para la implementación de las acciones para dar cumplimiento a las obligaciones derivadas de convenios internacionales de los que México sea parte, relacionadas con la gestión y el manejo integral de residuos peligrosos, los contaminantes orgánicos persistentes y otras materias relacionadas con el objeto de esta Ley, deberá ser publicado en el Diario Oficial de la Federación en un plazo no mayor a dos años contados a partir de la publicación del presente Decreto.


El seguimiento del cumplimiento de los Convenios Internacionales a los que se hará referencia en este capítulo, y de los que es punto focal la Secretaría de Relaciones Exteriores, está a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales que tiene una sección dedicada a ellos en su portal electrónico. 
 

En particular, el área de la Semarnat responsable de implementar los Convenios de Basilea, sobre movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su disposición, y de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes, e informar al Secretariado correspondiente de los citados convenios acerca de los avances en su cumplimiento, es la Dirección General de Gestión Integral de Materiales y Actividades Riesgosas (DGGIMAR). Dicha dirección se ocupa además de la gestión de los residuos peligrosos.

Convenio de Basilea sobre los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su disposición

El Convenio de Basilea sobre los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su disposición, fue adoptado en 1989 por la Conferencia Plenipotenciaria de las Partes  de la Organización de las Naciones Unidas (ONU): “Decididas a proteger, mediante un estricto control, la salud humana y el medio ambiental contra los efectos nocivos que pueden derivarse de la generación y el manejo de los desechos peligrosos y otros desechos”. 
 
En el cuadro siguiente se refieren los motivos que llevaron a las diferentes naciones que suscribieron este Convenio, incluyendo a México, a su adopción.

Exposición de Motivos en  la que se Basa el Convenio de Basilea
sobre Desechos Peligrosos y Otros Desechos

	La adopción de este Convenio se basa en el reconocimiento de que:

· Los desechos peligrosos y otros desechos y sus movimientos transfronterizos pueden causar daños a la salud y al medio ambiente;

· El peligro creciente que para la salud humana y el medio ambiente representan la generación y la complejidad cada vez mayores de los desechos peligrosos y otros desechos, así como sus movimientos transfronterizos;

· La manera mas eficaz de proteger la salud humana y el medio ambiente contra los daños que entrañan tales desechos consiste en reducir su generación al mínimo desde el punto de vista de la cantidad y de los peligros potenciales;

· Los Estados deben tomar las medidas necesarias para que el manejo de los desechos peligrosos y otros desechos, incluyendo sus movimientos transfronterizos y su eliminación sea, compatible con protección de la salud humana y el medio ambiente cualquiera que sea el lugar de su eliminación;

· Los Estados tienen la obligación de velar por que el generador cumpla sus funciones con respecto al transporte y la eliminación de los desechos peligrosos y otros desechos de forma compatible con la protección de la salud humana y el medio ambiente, sea cual fuere el lugar en que se efectúe la eliminación;

· Los Estados han de cumplir sus obligaciones internacionales relativas a la protección y conservación del medio ambiente, y son responsables de los daños de conformidad con el derecho internacional;

· Es preciso seguir desarrollando y aplicando tecnologías ambientalmente racionales que generen escasos desechos, medidas de reciclado y buenos sistemas de administración y de manejo que permitan reducir al mínimo la generación de desechos peligrosos y otros desechos.


Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes

Los contaminantes orgánicos persistentes (COPs), constituyen un riesgo para la salud humana y animal por ser tóxicos, persistentes, bioacumulables y capaces de viajar a grandes distancias, lo que ha ameritado la adopción de un convenio internacional en la materia.

Este Convenio del que México es Parte y que fue suscrito el 22 de mayo de 2001, identifica entre las fuentes potenciales de liberación al ambiente de COPs no intencionales, como las dioxinas y furanos, a los incineradores de los diferentes tipos de residuos (Fuentes del Anexo C Parte II) y a la quema de basura a cielo abierto y en vertederos (Fuentes del Anexo C Parte III). 

Por lo anterior, en las “Directrices sobre Mejores Técnicas Disponibles y orientación provisoria sobre Mejores Prácticas Ambientales según el Artículo 5 y el Anexo C del Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes”, formuladas por el grupo de expertos que se convocó para tal fin, y en cuyas reuniones hicieron aportaciones relevantes organizaciones no gubernamentales interesadas en el tema, se presta particular atención a la gestión de los residuos, algunos de cuyos aspectos relevantes a considerar aparecen citados a continuación.

Aspectos a Considerar en Materia de Gestión y Manejo de Desechos

	La primera prioridad en materia de opciones de gestión/manejo de desechos es la reducción en la fuente – minimización tanto de la cantidad de los desechos como de su toxicidad y demás características de peligrosidad. Ésta es una responsabilidad compartida por todos los sectores de la sociedad. Se trata de responsabilidades que generalmente no son exclusivas y se superponen, aunque resultan también diferenciadas y pueden variar de acuerdo a las capacidades de los distintos actores (partes interesadas) y sus respectivos roles y posiciones dentro de la sociedad. Dentro de los actores relevantes puede citarse a productores, usuarios, consumidores, gobierno en sus diferentes niveles, grupos de interés público y otros. 

Los productores y otros actores relacionados poseen responsabilidades que pueden ser establecidas a través de abordajes como el del borrador de la Unión Europea Integrated Product Policy and Thematic Strategy on the Prevention and Recycling of Waste (Política Integrada de Productos y Estrategia Temática sobre la Prevención y Reciclado de Desechos), el Programa de Responsabilidad Extendida del Productor de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCED 2000), el concepto de administración de producto, o a través de otros medios. En general, resulta útil impedir embalajes innecesarios y promocionar productos durables y reutilizables, como así también emplear diseños de materiales y productos que eviten la toxicidad y demás características de peligrosidad, permitiendo la remanufactura al fin de su ciclo de vida, la recuperación de materiales y el reciclado. Un buen etiquetado y una buena información ambiental del producto ayudan a consumidores y usuarios a tomar decisiones bien fundamentadas. 

Los usuarios, consumidores y demás actores deben evitar el empleo de productos que generan muchos desechos, pudiendo contribuir a la minimización de éstos mediante la separación del material descartado en la fuente. Los materiales orgánicos compostables deberían ser separados de los demás materiales de descarte, debiendo alentarse cualquier otra ulterior separación. 

Los gobiernos, y demás actores relacionados, deberían considerar la utilización de instrumentos económicos y otros medios para alentar la minimización de desechos. La responsabilidad de establecer infraestructuras apropiadas de gestión/manejo de desechos y basura que faciliten la minimización citada recae a menudo en los gobiernos locales, distritales o nacionales. Para algunas corrientes de desechos, los productores y usuarios pueden resultar responsables del establecimiento y mantenimiento de la infraestructura de gestión/manejo correspondiente. 

Los grupos de interés público y otros actores, por su parte, pueden apoyar las acciones de concientización, proporcionando educación y promoviendo actividades que apunten a maximizar la recuperación de descartes para propósitos útiles. 

Varios sectores de la sociedad pueden cooperar para crear mercados de recursos provenientes de los desechos, incluidos los materiales reciclables. En muchos países en vías de desarrollo, estos recursos pueden constituir importantes materias primas para actividades de remanufactura y de recuperación de recursos en pequeña escala, actividades éstas que deben alentarse. Una vez hecho esto, deben centrarse los esfuerzos en promover mejoras en materia de salud y seguridad de este sector, que en muchos países constituye hoy en día un sector informal.

Una medida del éxito alcanzado es el porcentaje de material descartado que puede ser desviado de los incineradores o rellenamientos sanitarios. En algunos países se están concentrando los esfuerzos en promocionar políticas de Cero Desecho, cuyo objetivo es alcanzar un 100% de desvío. En varias localidades, este desvío alcanza tasas de un 50% y hasta un 75%, apuntándose a lograr porcentajes mayores. 

Una buena política sobre desechos conducirá a un enfoque integrado de la minimización del consumo de recursos naturales por parte de la sociedad y de la reducción de la carga ambiental tanto como sea posible. 

En algunas situaciones, la decisión de construir una nueva instalación de tratamiento de desechos en gran escala, como es el caso de un nuevo incinerador, un nuevo relleno sanitario o una nueva planta de tratamiento mecánico o biológico, tenderá a minar los esfuerzos en materia de minimización de residuos o de recuperación de recursos derivados de éstos. Los que invierten en estas nuevas instalaciones se verán presionados, a menudo, para asegurar un ingreso suficiente de desechos que les permita recuperar sus inversiones. Cuando ello ocurre, la nueva instalación puede convertirse en un contrapeso y un desincentivo en lo relativo a los esfuerzos dirigidos a la minimización de residuos. Por tal motivo, toda consideración al respecto debe ser llevada a cabo dentro del marco de las políticas holísticas de gestión/manejo de desechos. 

Por estas y otras razones, las Partes del Convenio de Estocolmo deben contemplar la necesidad de seguir políticas y prácticas que apunten a minimizar la generación de desechos, ya que ello puede contribuir a evitar y reducir los vuelcos y quemas a cielo abierto, como así también proveer a menudo alternativas preferibles a la construcción de nuevas instalaciones de tratamiento. 

Tanto las Partes del Convenio de Estocolmo, como diversas organizaciones intergubernamentales y de otro tipo, alientan a la Secretaría del mismo para que, en ulteriores trabajos, desarrolle y promocione técnicas de minimización de desechos. Se han propuesto varias técnicas y tecnologías como posibles alternativas a la incineración y combustión de residuos. Por otro lado, se requieren mayores esfuerzos para probar, verificar y demostrar las posibles alternativas existentes como asimismo para desarrollar otras nuevas.


Quema de basura a cielo abierto

Específicamente en las directrices del grupo de expertos del Convenio de Estocolmo relativas a la quema de basura a cielo abierto, se establece textualmente lo siguiente: 

	En muchas partes del mundo, la quema a cielo abierto es el medio más barato, fácil y saludable para la reducción del volumen y la disposición de los materiales combustibles. Esto es especialmente cierto para las personas sin acceso a un manejo organizado de los desechos y, que han sido dejados a su propio arbitrio para la disposición de los materiales. Aún así, la quema a cielo abierto es un procedimiento ambientalmente inaceptable que genera productos químicos, listados en el Anexo C del Convenio de Estocolmo y otros numerosos contaminantes que se generan como consecuencia de la combustión incompleta. 

En principio, la quema a cielo abierto simplemente debería estar prohibida. Si bien este documento suministra orientación para las prácticas de quema a cielo abierto, esta orientación no evita el daño ambiental y no debería constituir una licencia para continuar con esta práctica. Se la presenta con la recomendación de que la quema a cielo abierto deberá ser minimizada y eliminada tan pronto como sea posible. La quema a cielo abierto puede ser necesaria como un último recurso donde no haya otros métodos de disposición o recuperación alternativos, debido a que no existe o es inaccesible la infraestructura adecuada o cuando se requiera la disposición sanitaria de materiales inusuales para controlar enfermedades o pestes, o en el caso de desastres u otras emergencias (Great Lakes Binational Toxics Strategy 2004). Sin embargo, los desechos domésticos nunca deberían ser quemados en dispositivos de combustión residenciales tales como estufas, hogares u hornos (ver sección VI.C de las presentes orientaciones. 

La quema a cielo abierto de desechos, incluyendo la quema en rellenamientos para la reducción de volumen, se lista como una fuente inadvertida de contaminantes orgánicos persistentes en el Anexo C, Parte III del Convenio de Estocolmo. Y lo que es más importante, el subpárrafo (f) del Anexo C, Parte V, sección A se refiere propender al “…objetivo de cese de quema a cielo abierto y de otras quemas de desechos no controladas, incluyendo la que se produce en basurales”. 

Aunque el Convenio de Estocolmo se refiere a contaminantes orgánicos persistentes tales como dibenzo-p-dioxinas policloradas (PCDD), dibenzofuranos policlorados (PCDF), bifenilos policlorados (PCB) y hexaclorobenceno (HCB) como productos de la combustión incompleta, la quema a cielo abierto es responsable de la generación de sub-productos de combustión tóxicos más allá de los mencionados. Otros sub-productos incluyen hidrocarburos aromáticos policíclicos, material particulado, benceno y monóxido de carbono. Independientemente de la reacción química específica, el humo y los olores desagradables siempre acompañan la quema a cielo abierto y son en el mejor de los casos, una molestia, y en el peor de los casos, un peligro para la salud. La eliminación de los contaminantes orgánicos persistentes listados en el Convenio de Estocolmo generados en estas prácticas, no es una mejora suficiente en materia de emisiones para hacer de éstas un medio de preferencia para la evacuación de desechos. Es imperativo que el objetivo de la implementación del Convenio de Estocolmo sea el establecimiento de alternativas a la quema a cielo abierto en lugar de, simplemente tratar de mejorar una mala práctica. Lo sugerido en esta orientación no deberá ser tomado como aceptación o justificación. 

Los esfuerzos para reducir la quema a cielo abierto se deben focalizar en el apoyo del gobierno, el sector privado y la sociedad civil en cuanto a la búsqueda de alternativas al fin de la vida útil y opciones de gestión/manejo de desechos. Las agencias gubernamentales a cargo de políticas de salud pública y de educación deberían estar fuertemente involucradas, al igual que los responsables de las políticas de desechos. Las Guías Técnicas del Convenio de Basilea ofrecen orientaciones básicas sobre alternativas a la quema a cielo abierto y cómo implementarlas (Basel Convention Secretariat 1994). Los países deberían trabajar diligentemente en establecer e implementar prácticas racionales, que incluyan la reducción del uso de recursos, el reuso, el reciclado, el compostado, el relleno sanitario moderno y la incineración, usando las mejores técnicas disponibles. Los esfuerzos de implementación del Convenio y sus mecanismos financieros podrán ser usados como apoyo para el establecimiento de sistemas “modelo” para la gestión/manejo de desechos, como métodos alternativos a la quema a cielo abierto. 

En esta parte de la orientación, se considera en categorías genéricas a cierto tipo específico de quema a cielo abierto ya que, típicamente, los medios para reducir la emisión de contaminantes orgánicos persistentes en cada categoría son similares (Lemieux, Lutes y Santoianni, 2004). No se tomarán en cuenta aquí, los incendios accidentales y la combustión no intencional de materiales no considerados desechos; sin embargo, también pueden ser fuentes de contaminantes orgánicos persistentes. Las Partes del Convenio son urgidas a dar pasos para reducir la quema accidental de biomasa de todo tipo, como también reducir los incendios accidentales en residencias, automóviles y comercios. Las Partes pueden desear considerar restricciones para los fuegos de artificio, al igual que para otras quemas a cielo abierto recreacionales.


En el resumen de las citadas directrices se plantea lo siguiente:

	La quema a cielo abierto es un proceso ambientalmente inaceptable que genera los productos químicos indicados en el Anexo C del Convenio de Estocolmo y otros numerosos contaminantes derivados de una combustión incompleta. De manera consistente con el Anexo C, Parte V, sección A, subpárrafo (f) del Convenio citado, la mejor orientación es la de reducir la cantidad de material sujeto a disposición final mediante este método apuntando a su eliminación total. 

Otras técnicas capaces de producir mejoras en este sentido, en lo que hace a los materiales a quemar, comprenden: evitar la inclusión de materiales no-combustibles, como vidrio y metales a granel, desechos húmedos y materiales de baja combustibilidad; evitar las cargas de desechos con altos contenidos de cloro, ya sean cloruros inorgánicos tales como la sal o compuestos orgánicos clorados como el PVC; y evitar materiales que contienen metales catalíticos como cobre, hierro, cromo y aluminio, aún en pequeñas cantidades. Los materiales a quemar deberían ser secos, homogéneos o bien mezclados, y de baja densidad, como los desechos no compactados. 

Con respecto al proceso de quema, los objetivos deberían apuntar a: proveer aire suficiente; mantener la quema estacionaria o la tasa de pérdida de masa constante; minimizar la recuperación térmica, posiblemente mediante extinción directa; y limitar la quema a fuegos pequeños, bien ventilados y activamente removidos en lugar de hacerlo en contenedores o vaciaderos grandes, pobremente aireados.


En el curso de 2006-2007, se desarrollará el proceso participativo que conducirá a la formulación del Plan Nacional de Implementación (PNI) del Convenio de Estocolmo y en el cual todos los ciudadanos interesados pueden aportar sus opiniones e ideas, así como sumarse posteriormente a la ejecución del Plan que incluirá, entre otras, acciones tendientes a eliminar o reducir la liberación de COPs no intencionales en los procesos de combustión que involucran a los residuos. 

En dichas actividades se espera tomen parte las asociaciones de autoridades ambientales estatales, así como de autoridades municipales, a fin de que en el Plan se vean reflejadas las necesidades locales a satisfacer para lograr el manejo ambientalmente adecuado de los residuos y prevenir la liberación de COPs al ambiente.

Ideas para discutir en grupo

· ¿Qué tanto conocen acerca de los convenios internacionales de los que es Parte México como los referidos en este capítulo?

· ¿Saben acerca de las directrices o guías técnicas que en el contexto de estos convenios han sido elaboradas para apoyar a los países en desarrollo a lograr una gestión sustentable de los residuos?

· ¿Qué tanto les interesaría tomar parte en las acciones tendientes a dar cumplimiento a estos convenios internacionales?

� La autora de este Manual ocupó el cargo de Directora General de Materiales, Residuos y Actividades Riesgosas de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca de enero de 1998 a  diciembre de 2000, contribuyó a la elaboración y proceso de dictamen de la Ley para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos de enero de 2001 a agosto de 2003 y actualmente es Presidenta de la Red Queretana de Manejo Ambiental de Residuos y Coordinadora Nacional Técnica del Proyecto para habilitar a México a dar cumplimiento al Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes, a través de la formulación del Plan Nacional de Implementación. Las opiniones vertidas en este documento son solo la responsabilidad de la autora. Para mayor información consultar el portal: www.cristinacortinas.com


� Disponibles en el portal: www.cristinacortinas.com


� Características “CRETIB”


� El 8 de octubre de 2003.


� Directrices Técnicas Sobre el Manejo Ambientalmente Racional de los Desechos Biomédicos y Sanitarios. Convenio de Basilea (para mayor información consultar el portal:www.basel.int).


� Izarelly Rosillo Pantoja. Regulación y Efectos de la Propiedad. Conferencia impartida en la reunión de la Red Queretana de Manejo Ambiental de Residuos. 1 de septiembre de 2006.


� OECD. Environmental Data Compendium. Organization for Economic Cooperation and Development. Paris. 1997.(www.oecd.org)


� En el portal (www.cristinacortinas.com) se pueden encontrar unos de esos formatos y otros que han sido elaborados por la autora de este documento como modelo y con fines didácticos.


� Parte 256.- Guías para el Desarrollo e Implementación de Planes Estatales de Manejo de Residuos Sólidos. 40 CFR. Protección del Ambiente. Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos, Agosto 2003. http://ecfr1.access.gpo.gov/otcgi/cfr/otfilter.cgi?DB=3&query=40000000256&region=BIBS


� Un modelo de planeación y participación comunitaria para el manejo ecológico de residuos sólidos en localidades costeras de Yucatán. YAAX BEH A.C. 2005-2006 (para mayor información consultar a Pedro Vadillo Capetillo y Emma R. Alonzo Marrufo: yaaxbeh@hotmail.com). Programa Municipal de Educación Ambiental de Manejo  Integral de Desechos Limpios y Separados de Isla Mujeres, Quintana Roo. 2006 (para mayor información consultar a: Catalina Galindo, cgalindoprince@hotmail.com).


� Collaborative Working Group (CWG) on Solid Waste Management in Low- and Middle-Income Countries. Solid Waste Collection that benefits the urban poor. Suggested guidelines for municipal authorities under pressure. Based on discussions at the CWG Workshop held in Dar es Salaam, Marzo 2003. (Folleto disponible en: publications@skat.ch). Coleta Seletiva.Um Manual para Cidades Mineiras. Forum Estadual. Lixo & Cidadania. Minas Gerais. Brasil.


(www.lixocidadaniamg.org.br)(www.unicef.org.br/lixoecidadania)


� Ver cita 10. El titulo del proyecto apoyado por el Banco Mundial es: "Saneamiento ambiental y manejo de residuos sólidos en 4 comunidades del Corredor Biológico Costa Norte de Yucatán, México",


� En los cuales contribuyó la Universidad Autónoma de Yucatán, mediante un estudio de generación con la metodología establecida en la Norma Mexicana NMX-AA-61-1985, PROTECCIÓN AL AMBIENTE-CONTAMINACIÓN DEL SUELO-RESIDUOS SÓLIDOS MUNICIPALES-DETERMINACIÓN DE LA GENERACIÓN, que permitió definir el tipo, volumen y cantidad de residuos que se generan, realizar una proyección a 10 años y aportar elementos para diseñar con mayor precisión las características y tamaño que debe de tener el sitio de disposición final.


� Ver referencia en cita 10


� Para mayor información contactar a: sgarcia_60@yahoo.com.mx


� OECD. Environmental Data Compendium. Organization for Economic Cooperation and Development. Paris. 1997.


� Para mayor información consultar a: (www.semarnat.gob.mx) y a (miguel.cervantes@semarnat.gob.mx).


� Están también disponibles en: (www-apps.cofemer.gob.mx).


� En el portal (www.cristinacortinas.com) se encuentra un documento sobre bases para integrar planes de manejo de residuos de alimentos y de jardinería, elaborado por la autora del presente documento, y que hace referencia a la legislación Japonesa y a la experiencia de Estados Unidos en la materia.


� Periódico Reforma. Martes 17 de octubre del 2006. La noticia fue difundida además por los medios televisivos en todo el país.


� Para mayor información recurrir a la Delegación en el estado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) o consultar el portal (www.remexmar.morelos.org).


� Para mayor información consultar los portales (http://cecadesu.semarnat.gob.mx), (http://giresol.semarnat.gob.mx) y (www.semarnat.gob.mx/remexmar)


� Integrantes de la Red Queretana de Manejo Ambiental de Residuos (www.reqmar.org), contribuyeron a la elaboración de la Ley de Prevención y Gestión Integral de Residuos del Estado de Querétaro, publicada en 2004 y del Reglamento correspondiente (publicado en abril de 2006), así como a la formulación de los formatos de los planes de manejo cuya aplicación están promoviendo la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado y el Municipio de Querétaro.


� Para mayor información consultar el portal (www.sma.df.gob.mx)


� Como en el caso de Morelos, o del deterioro continuo del ambiente por residuos que contribuye a mantener una alta tasa de enfermedades de origen hídrico y probablemente de otra índole ocasionadas por la disposición inadecuada de residuos.


� www.semarnat.gob.mx


� Para mayor información consultar el portal (www.basel.int)


� Para mayor información sobre el Convenio de Estocolmo y estas guías consultar el portal:


www.semarnat.gob.mx/remexmar/estocolmo


� Para mayor información consultar el portal: www.semarnat.gob.mx/remexmar/estocolmo
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